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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la doctora María Julia Muñoz, Ministra de Salud Pública, al escribano Daniel Olesker, 
Director General de Secretaría, y al escribano Julio Martínez, adscripto a la Dirección General de Secretaría. 


Como sabemos, al Inciso 12, Ministerio de Salud Pública, le corresponden los artículos 208 a 214 de esta 
Rendición de Cuentas. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Es un gusto estar en la Comisión. Tenemos importantes 
noticias para compartir con los señores legisladores y las señoras legisladoras. 


El artículo 208 crea en la Dirección General de la Salud diecinueve Direcciones Departamentales. Los cargos 
de los Directores Departamentales ya habían sido designados, de acuerdo con lo dispuesto por la ley de 
diciembre de 2005 y se están ejerciendo. 


En el artículo siguiente se crea una unidad ejecutora para el Proyecto de Inversión N* 901, "Reforma del 
Sector Salud del Uruguay", que corresponde al proyecto del Banco Mundial en el cual se viene trabajando. 
Es un préstamo por un total de US$ 15:000.000 para los Servicios de Salud del Estado y se refiere 
fundamentalmente a inversiones en equipamiento y a algunas obras de infraestructura, tendientes sobre todo 
al fortalecimiento del primer nivel de atención en salud, tanto en Montevideo como en el interior del país. 


En el artículo 210 se crean cargos para el Centro de Información y Referencia Nacional de la Red Drogas, 
fundamentalmente para la unidad que se conoce con el nombre de Portal Amarillo. 


El siguiente artículo es el que entendemos que tiene una importancia transcendente. Hemos venido 
trabajando con un equipo no solo interdisciplinario e interinstitucional sino internacional. Crea el Centro 
Uruguayo de Imagenología Molecular, que tendría como objetivo el diagnóstico por Imagenología molecular 
de afecciones tumorales y neurológicas y de secuelas traumáticas. Es una imagen de alta precisión, 
tridimensional, pero fundamentalmente también sirve para la investigación de fármacos y de enfermedades 
crónicas muy importantes no solo en nuestro país sino en el mundo, como el Alzheimer, el Parkinson y 
afecciones crónicas neurológicas que realmente asuelan a la población mayor de sesenta y cinco años. No 
solo es una realidad actual, sino que Uruguay tiene la perspectiva de estar entre los tres países con 
porcentajes más altos de adultos mayores. En 2020, nuestro país, Alemania y Japón compartirán los mayores 
porcentajes de personas mayores de sesenta y cinco años. Es un centro de investigación de altísimo valor que, 
conjuntamente con el Instituto Pasteur, dará a Uruguay un sitial en el desarrollo científico tecnológico de 
apuesta a las nuevas generaciones para enfatizar y desarrollar la investigación básica y aplicada, así como 
para mejorar sustantivamente la asistencia de pacientes tanto del sector público como del sector privado que 
necesiten una precisión de imagen para un mejor tratamiento de las afecciones que ya detallamos. 


Para la creación de este Centro se ha trabajado con una Comisión que existe en el seno de la Universidad de 
la República y en la que el Ministerio ha aportado sus delegados. Queremos destacar que para la elaboración 


de estos artículos hemos recibido el valioso asesoramiento del doctor Carlos Guariglia, quien 
desinteresadamente ha colaborado, no solo con el Ministerio sino con la Universidad, en un trabajo codo a 
codo con los Ministerios de Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería, porque esta es una 
tecnología de punta que se ha trabajado estrechamente con ambas Carteras, que están muy interesadas en el 
desarrollo de este Centro. Los demás Ministros actuantes en este tema han entendido que el Centro debía 
relacionarse con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública, por lo cual está acá, pero 
también hemos considerado que debe contar con una administración independiente, y por eso se constituirá 
con un Consejo Honorario de Administración y Coordinación Académica, con un Director designado por 
Uruguay. También contará con el aporte de la Universidad de Upsala, del Reino de Suecia, porque es 
necesario tener un contacto exterior, que a su vez es importante para el trabajo en este Centro. Es bueno 
destacar que la idea y la proclamación de la necesidad de que exista en el Uruguay un Centro de estas 
características, así como la posibilidad de contar con expertos suecos que asesoraron en su localización, las 
debemos al investigador uruguayo Henry Engler, que durante varios meses ha estado trabajando en este tema 
con otros científicos uruguayos y con las autoridades del Instituto Pasteur. Gracias a él hemos recibido la 
colaboración y el compromiso de participación de la Universidad de Upsala en el desarrollo de este Centro. 


La forma jurídica está en el artículo 212. 


Es necesario hacer una precisión en la segunda parte del artículo 212, que no ha quedado bien redactado, 
como me señalaba el escribano Martínez, a quien le cedo el uso de la palabra. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La segunda parte del artículo 212 dice: "Dicho Consejo tendrá los siguientes 
cometidos y competencias: a) Dar cumplimiento a los objetivos previstos en el Artículo 3”) de la 
presente ley". Hay un error: no es el artículo 3”. En realidad, se refiere a los objetivos planteados en el 
artículo anterior, el 211, donde figuran los objetivos del Centro Uruguayo de Imagenología Molecular. 
Este problema se da al desglosarse estos artículos, quedando la referencia al artículo anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría decir cómo quedaría redactado el artículo? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Podría decir: "Dar cumplimiento a los objetivos previstos en el artículo 211 de 
la presente ley". 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Las características de la persona jurídica de derecho 
público no estatal están bien señaladas. 


El artículo 213 dispone los recursos que tendrá el Centro de Imagenología Molecular, y el artículo 214 
establece cómo será designado el personal técnico y especializado y cuáles serán las condiciones de relación 
laboral en el marco -como se establece en el artículo 211- de lo que significa la persona jurídica de derecho 
público no estatal sin fines de lucro que se creará. 


Es lo que tenemos para informar. Estamos a las órdenes de los señores legisladores para contestar las 
preguntas que estimen pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado nota de las pequeñas modificaciones y ajustes de algunos de 
los artículos. 


SEÑOR ASTI.- Creo que el literal a) del artículo 213 habla de Rendición de Cuentas y Ejecución 
Presupuestal; debería decir "Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota. 
SEÑOR TAJAM.- En primer lugar, quiero señalar la importancia de la ejecución del Ministerio con 


respecto a la Rendición de Cuentas anterior, que ha sido, prácticamente, del cien por ciento de lo 
asignado. 


En segundo término, creo que habría que tener en cuenta el artículo 252, del Inciso 21, que asigna los 
créditos al Centro de Imagenología Molecular. Están asignados al Inciso y con la característica de 
descentralización que tiene este centro. Quisiera que ese tema quedara más claro. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Están asignados al Inciso para el comienzo de las 
inversiones. Obviamente, no es la cifra completa que costará todo el Centro. Lo que está asignado es 
una partida inicial para comenzar las obras de construcción. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero realizar un comentario que el otro día quise manifestar en forma privada a 
la señora Ministra pero fue en un momento en que había mucha gente alrededor. 


He visto con gran beneplácito -creo que como todos los uruguayos- el afán que tiene este Ministerio -otros 
también lo tuvieron en su momento- de poner énfasis en la medicina preventiva. En ese sentido, hemos visto 
que se ha hecho un combate, al principio tímido, a la obesidad infantil, y se han fomentado políticas 
alimentarias correctas contra la comida chatarra. Como segunda premisa, observamos que el Estado ha hecho 
un esfuerzo para bajar el precio del tique que se paga para atenderse por enfermedades como la diabetes. 
Pero, por otro lado, los alimentos para diabéticos, vulgarmente llamados livianos o "ligh" son sensiblemente 
más caros que los alimentos comunes. No sé si es una pregunta que corresponde responder a la señora 
Ministra de Salud Pública, pero me gustaría saber sí ella no cree que logrando, no digo bajar pero, por lo 
menos, dejar que los precios de esos alimentos dietéticos sean similares a los de los alimentos comunes, en el 
mediano y largo plazo eso no redundaría en un menor gasto en salud. Voy a señalar algo que para mí es como 
una sinopsis: el pan con sal es más barato que el pan sin sal, lo cual no tiene explicación de tipo alguno. 


Quisiera saber qué idea hay de continuar con esa política de fomentar una alimentación sana. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Coincidimos y nos preocupan las mismas situaciones 
que ha planteado el señor Diputado Gamou. Nosotros vamos a encarar una campaña de alimentación 
sana, promoviendo una dieta saludable para todas las edades, en especial para las personas diabéticas. 
Es un grupo de riesgo, de enfermos crónicos, que seleccionamos por la particularidad, en primer lugar, 
de la alta incidencia de la diabetes en el Uruguay y, en segundo término, porque se trata de un grupo 
que tiene asociaciones civiles muy responsables y de larga data en el país que tratan de mejorar la 
calidad de vida de sus usuarios; es decir que hay una sociedad civil organizada en relación con esos 
enfermos. Además, es una población de muy alto riesgo no tratada y de muy bajo riesgo y de vida 
normal si está bien tratada. 


La alimentación inapropiada es un riesgo para este tipo de enfermos, igual o peor que no tomar la 
medicación. Somos conscientes de que lo que señala el señor Diputado Gamou es correctísimo. Hemos 
tratado de que la medicación sea gratis, de que no signifique un costo, para que la persona acceda a ella sin 
barreras económicas. La alimentación debe tener la característica de ser accesible a la persona diabética, 
como también la alimentación especial para personas que tienen alguna otra enfermedad. 


El Instituto Nacional de Alimentación, en lo que hace a las políticas públicas y a las personas de bajos 
recursos, tanto a las personas diabéticas, a las que se dializan como a los enfermos crónicos que necesitan 
dieta especial, ha instrumentado que reciban una canasta especial. 


En cuanto al comercio establecido, entiendo que la idea de que haya cada vez mayor concientización pública 
y control social para hacer que se democratice la información, que los precios no se remarquen cuando no sea 
apropiado, así como adoptar la conducta a la que nos ha llamado el señor Diputado Gamou en tanto 
consumidores, es un buen camino para que entre todos logremos que las personas que necesitan una 
alimentación especial sean tenidas en cuenta, porque muchas veces para quien produce elaborar esos 
alimentos es más barato. Es más barato hacer pan sin sal que ponerle sal; es más barato o tiene el mismo 
costo utilizar una harina integral o una harina común: Por lo tanto, no tiene costo sobreañadido; lo que sí lo 
tiene es alguna alimentación muy especial para diabéticos en la que se sustituyen ingredientes por otros de 
mayor costo. Tenemos que acostumbrarnos a ir educando al consumidor para que sepa que muchas veces el 


alimento más sano es el que contiene menos aditivos, que ese es el que debe consumir; debe ser un 
consumidor más consciente y exigente, pues así también podemos lograr una buena regulación del mercado. 


SEÑORA CHARLONE.- Indudablemente, todos tenemos una cantidad de inquietudes con respecto al 
tema de la salud pública, que es muy vasto. Se puede debatir acerca de muchos puntos, pero hay un 
ámbito para ello, que es la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. En el día de hoy tenemos una 
agenda impresionante y el tema es la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, pediría a los colegas que 
tratemos de ceñirnos a este tema. Podemos hablar de políticas de salud, de trabajo, pero quizás este no 
sea el mejor ámbito. Insisto en exhortar a que no nos vayamos del tema, pues si no resultará muy difícil 
que la Comisión pueda concluir el trabajo que se ha fijado para el día de hoy. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien la observación que se acaba de hacer. Al principio de la reunión 
habíamos señalado que el tema es la Rendición de Cuentas. Hay una Comisión de Salud Pública y 
Asistencia Social que, sin duda, puede tratar estos temas con amplitud, tal como lo decíamos ayer, 
fundamentalmente por el episodio del intermedio en la sesión a la que concurrió el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


Como se sabe, estamos absolutamente apretados con los horarios y las fechas, lo cual no es responsabilidad 
de esta Comisión sino que así se vino dando por determinadas circunstancias, que todos conocemos 
perfectamente bien. Ayer esto quedó absolutamente claro. Lamentablemente, el señor Ministro de Transporte 
y Obras Públicas ayer estuvo casi cinco horas aquí y se trataron muchos temas que podrían haber sido 
considerados en la Comisión correspondiente. De todas maneras, somos bastante amplios y elásticos. 


Por lo tanto -reitero-, el planteo de la señora Diputada Charlone es absolutamente justo. Además, en este 
momento hay cinco legisladores anotados para referirse al articulado. 


SEÑOR TROBO.- Quiero hacer una aclaración con respecto a la presencia del señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas y a lo dicho sobre que algunos temas pueden ser tratados en la Comisión 
de Transporte, simplemente para que quede constancia en la versión taquigráfica y para que lo sepan 
algunos legisladores que no la integran. 


En general, el mencionado Ministro concurre con muchas dificultades a esa Comisión. Por ejemplo, fue 
citado el 6 de diciembre y apareció el 10 de abril; es decir que vino a dar explicaciones acerca de asuntos que 
le habían sido formalmente consultados cuatro meses antes. Por este motivo, a veces no tenemos más 
remedio que preguntar en estos ámbitos, que son los adecuados cuando uno tiene a un Ministro cerca. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No me voy a referir a situaciones especiales de algunos Ministros. Hay otras 


formas de llamar a responsabilidad. Sin duda, este Parlamento es un Poder del Estado independiente y, 
por lo tanto, se debe dar información cuando es solicitada por parte de las Comisiones. 


SEÑOR YANES.- No quiero irme del tema, pero no puedo dejar pasar lo que se acaba de decir con 
respecto al Ministro de Transporte y Obras Públicas, ya que los documentos de este Parlamento 
demuestran que el pasado año concurrió en forma permanente a la Comisión hasta por cuestiones 
absolutamente menores. Pero lo discutiremos en otro lado. 


(Diálogos) 


SEÑOR GARCÍA.- Escuché la inquietud de la señora Diputada Charlone, que respeto muchísimo, 
pero también la pregunta del señor Diputado Gamou, que no tiene nada que ver con el Presupuesto. 


SEÑORA CHARLONE.- Por eso nuestro planteamiento. 


SEÑOR GARCÍA.- Está bien. Voy a empatar el partido: ya que la bancada habló por fuera de la Ley 
de Presupuesto, yo voy a hacer una pregunta. Es obvio que, dadas las circunstancias del día de hoy, hay 
una pregunta que no se puede dejar de formular teniendo presente en Sala a la señora Ministra. 
Amanecimos hoy con una noticia gravísima porque, según se informa, el Ministerio de Salud Pública, 
la señora Ministra, habría solicitado la renuncia del Director del Centro Nacional de Quemados, 
doctor Alfredo Toledo, que hace exactamente una semana -como es de pública notoriedad- fue electo 
Presidente del Sindicato Médico del Uruguay. 


Diría que todavía no se cumplió una semana de ese hecho porque a esta hora, hace siete días, comenzaban a 
desarrollarse las elecciones en el Sindicato Médico del Uruguay, y tengo entendido que el acto duró todo el 
día. Por lo tanto, todavía no se cumplió una semana desde que el doctor Toledo fuera electo Presidente del 
Sindicato Médico del Uruguay. 


Es notorio que esta noticia que se recibe hoy es de una gravedad inusitada y que configura una decisión de 
clarísima persecución sindical y política llevada adelante por el Ministerio de Salud Pública, si es que se llega 
a concretar. Esto nos retrotrae a épocas pasadas y quisiéramos tener la aclaración necesaria de parte de la 
señora Ministra. Sería una irresponsabilidad política estar en esta Comisión con la presencia de la jerarca 
ministerial y no formular una pregunta acerca de un hecho que, reitero, es de inusitada gravedad y retrotrae a 
épocas pasadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No califique, señor Diputado; vamos a escuchar la respuesta. 
SEÑOR GARCÍA.- Cuando termine de hablar, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a escuchar la respuesta de la señora Ministra. 


SEÑOR GARCÍA.- Con todo gusto. Y no he calificado todavía; no he calificado a ninguna persona. He 
calificado situaciones, y tengo todo el derecho del mundo a hacerlo. ¡Vaya si no pudiera calificar 
situaciones! 


Estoy diciendo que este hecho es de una inusitada gravedad, que nos retrotrae a épocas pasadas, es decir, nos 
retrotrae a la dictadura. Tengo la obligación política de hacer esta pregunta y solicitar las explicaciones del 
caso en el seno de esta Comisión. 


Me reservo el derecho a solicitar hacer uso de la palabra después de escuchar la respuesta a la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado acaba de hacer una pregunta absolutamente fuera de 
lugar con referencia a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, que está estudiando 
el proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al Ejercicio 
2006. 


No obstante, y como excepción en la mañana de hoy, se dará respuesta a la consulta. Pero aclaro que no 
vamos a habilitar que se distorsione el funcionamiento de la Comisión, que en el día de hoy tiene previsto 
recibir a seis delegaciones, entre ellas, la de la Universidad de la República, que es bastante extensa. 


Solicitamos a la señora Ministra que sea breve en su exposición, por los motivos que acabo de manifestar. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Me resulta bien interesante poder hacer la aclaración 
en el seno de esta Comisión del Parlamento y, además, me resulta verdaderamente muy importante 
que se tome versión taquigráfica porque, como hemos expresado en la prensa, en el día de ayer tuvimos 
una conversación estrictamente de orden personal con el doctor Alfredo Toledo sobre una situación del 
Centro Nacional de Quemados, que el Ministerio de Salud Pública y la Universidad de la República 
vienen tratando desde el año 2005. 


La conversación, a título personal, fue para ver qué iba a hacer el doctor Toledo en tanto había sido elegido 
Presidente del Sindicato Médico del Uruguay. Nosotros, por estar en un organismo que se toma su tiempo 


para adoptar las resoluciones, hemos pedido un estudio sobre el Centro Nacional de Quemados en el año 
2005, que hizo la persona que se encarga del Centro de Quemados de Niños y de la Dirección del Hospital de 
Clínicas. Ese informe fue analizado en la Comisión Mixta, con la Facultad de Medicina. Hemos llegado a la 
conclusión de que la administración debe estar a cargo de la Facultad de Medicina, pero vamos a hacer el 
tránsito, y para eso el Ministerio de Salud Pública ofreció una persona con altísima calificación en gerencia 
pública y recursos humanos. Ese es un lugar en el que el tránsito debe hacerse con sumo cuidado, porque hay 
muchos derechos laborales y juicios de por medio. De nuestro lado hemos ofrecido gente -como lo hemos 
hecho cuando trabajamos con otras instituciones privadas- no solo de absoluta confianza sino de total 
capacitación, que está en el casco del Ministerio de Salud Pública. Siempre hemos entendido que los 
servicios públicos y las personas más calificadas deben estar donde la gente más la necesita -ellos se forman 
en el centro, pero las destrezas se conocen cuando se actúa fuera de él- y que la actividad que se realiza fuera 
del casco central, sin lugar a dudas, pone mucho más a prueba la capacidad de la gente que si estuviera en el 
"útero materno" -como lo llamamos nosotros-, que son los cascos centrales de todos los edificios, llámense 
Ministerio de Salud Pública u otros Ministerios, Intendencias Municipales u otros organismos públicos. 


Ya veníamos conversando con la Facultad acerca de la necesidad de contar con un administrador general que 
diera respuesta a lo que el Consejo exige para encarar la situación del Centro Nacional de Quemados. Frente 
a esto, le preguntamos al doctor Toledo qué iba a hacer, porque entendimos que con la alta responsabilidad 
que iba a asumir no iba a cumplir con las mismas responsabilidades que tenía. El doctor nos manifestó, 
entendimos, que no iba a cumplir, porque la gente pide licencia gremial y nosotros la otorgamos. Le 
preguntamos qué iba a ser en una conversación personal porque, en realidad, con el doctor Toledo tengo una 
muy buena relación personal, que espero no entorpezca el hecho de haberse comunicado primero con los 
medios de comunicación y con todos mis amigos personales en el día de ayer, diciendo que nos iban a 
interpelar. Concurriremos con todo gusto para volver a explicar la situación, porque en realidad no es ánimo 
de este Ministerio -he sido militante gremial desde que tenía 16 años- atentar contra ningún dirigente gremial. 
Becaremos al doctor Toledo y trabajará donde él entienda que debe hacerlo; si es en el Centro Nacional de 
Quemados, también lo hará. En el Centro Nacional de Quemados nosotros colocaremos un administrador 
para dar seguridad a la Facultad de Medicina de que lo que nos pide lo estamos haciendo. No entraremos en 
ningún tipo de provocación, de ninguna índole. Si la agrupación del doctor Toledo entendió que una 
conversación de carácter personal era una persecución gremial, nada más lejos de nuestra intención. No 
hicimos ninguna resolución que afectara el cargo del doctor Toledo; sí enviamos una nota a la Facultad de 
Medicina con la designación de una persona para la administración del Centro Nacional de Quemados, como 
aporte al debate que tiene que realizarse conjuntamente con el Ministerio y el Consejo de la Facultad de 
Medicina. O sea que hemos aportado un recurso humano y dejaremos el recurso humano que existía de la 
manera que estaba, sin ningún problema. 


Eso es lo que tengo para informar, señor Presidente. Agradezco que haya sido posible hacerlo en este ámbito 
porque, en realidad, todos los medios de comunicación han dado una noticia basados en una apreciación 
personal, que entendemos que pueda haberse tomado de esa manera, pero como lo hemos hecho en toda la 
prensa y seguramente en todos los canales de televisión, era muy importante pasar por el Parlamento para 
poder decir esto y que también constara en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MACHADO.- He manifestado al señor Diputado García que si él no iba a preguntar acerca de 
este hecho a la señora Ministra, yo lo haría. 


Quiero dejar constancia de que pienso que este es un duro ataque al fuero sindical, porque decir que un 
Presidente de un sindicato está becado me parece que es un tiro a la línea de flotación de lo que es el fuero 
sindical. Me parece que la señora Ministra ha sido absolutamente infeliz en esta apreciación. Es la constancia 
que quería dejar. 


SEÑOR BRENTA.- Pido la palabra para una constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le voy a dar la palabra al señor Diputado Brenta para dejar una constancia, 
y luego vamos a continuar con el tema Rendición de Cuentas. Como ya expresé, tenemos una ardua 
tarea en el día de hoy. Se puede convocar sin ningún tipo de problemas a la Comisión de Salud Pública 
y Asistencia Social en este momento. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


SEÑOR BRENTA.- Si el señor Diputado González Álvarez me lo permite, voy a dejar una constancia. 
Primero, rechazo absolutamente la calificación de los hechos que el señor Diputado García acaba de 
realizar al efectuar la pregunta a la Ministra, puesto que la bancada de Gobierno y la Ministra de 
Salud Pública tienen una larga trayectoria que demuestra apego por el sistema democrático. Por lo 
tanto, nada tienen que ver con hechos del pasado y mucho menos con hechos acaecidos durante la 
dictadura militar. Por lo tanto, rechazo estas expresiones y manifiesto el respaldo de la bancada del 
Frente Amplio a la señora Ministra de Salud Pública. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Señor Presidente: usted ha repetido tres veces esta mañana que 
tenemos una apretada agenda. Esto es así porque usted la hizo. Usted puso seis instituciones para el día 
de hoy. Eso es inusitado; desde que estoy en esta Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda jamás hemos tenido un popurrí como este de delegaciones. Usted hizo la agenda apretada. 
Hay muchos días más. Estuvimos 14 días sin recibir al Ministro de Economía y Finanzas, pero no por 
culpa nuestra. No lo ponga como excusa porque usted armó mal la agenda. No hemos querido decirle 
nada porque lo respetamos como legislador, pero no venga usted a coartar a cualquier legislador que 
quiera hablar porque usted hizo mal la agenda. Poner seis delegaciones para el día de hoy es un 
verdadero disparate. Estamos terminando el 20 y el plazo vence el 29, o sea que tenemos 9 días más en 
los cuales se podía haber fijado otras entrevistas. 


Entonces, como usted ha repetido esto dos o tres veces, como si nosotros fuéramos culpables por haber fijado 
todas estas entrevistas para hoy, le digo lo que hasta ahora no le había dicho: que la agenda estuvo mal hecha. 
No se puede poner a estas instituciones cada dos horas, porque no se les permite hablar. Me ha molestado 
porque usted me hace sentir culpable por esta agenda, y no he participado, la ha hecho solo usted. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Presidencia fue autorizada a elaborar la agenda. Coordinamos los días 
que íbamos a trabajar: de martes a viernes inclusive. Hubo Diputados que no estaban dispuestos a 
trabajar los lunes; lamentablemente, eso trancó bastante. No es responsabilidad de esta Presidencia ni 
de la Comisión que por determinados motivos, por estar ausente del país, el equipo económico no 
viniera cuando fue convocado. Inclusive, se pidió, luego del día 7, que era la fecha fijada, tiempo por 
parte de partidos políticos para seguir estudiando la Rendición de Cuentas, a pesar de que había 
ingresado al Parlamento el 16 de mayo, si no me equivoco. Después hubo problemas para agendar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Todo lo que usted quiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es la opinión del señor Diputado. Nosotros estamos cumpliendo con nuestra 
obligación de llamar a todos los Ministros, pero solicitamos ceñirnos al tema Rendición de Cuentas. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


De ninguna manera coartamos la libertad. No se puede plantear, de ninguna manera, temas que no tienen 
que ver con esta Rendición de Cuentas, en una actitud que respeto muchísimo pero a la que debemos poner 
coto porque, de lo contrario, seguiríamos indefinidamente con un tema que no corresponde a la Comisión. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ..- Entiendo, y creo que corresponde llamar a la señora Ministra para 
seguir conversando sobre este tema, pero me parece importante dejar en claro que no es ajustado, 
desde ya y por adelantado, darse por sentado que el doctor Alfredo Toledo, un hombre de gran 
capacidad, no va a poder cumplir con su tarea frente a la institución que dirige porque haya sido 
elegido Presidente de la gremial. Creo que es muy desacertado decirlo y que no corresponde. Nosotros 
estuvimos en la Comisión de Legislación del Trabajo mientras se trabajó en el proyecto de ley sobre 
fueros sindicales y quiero dejar establecido en la versión taquigráfica que esto que se está planteando 
en el momento en que el doctor Alfredo Toledo es elegido por sus compañeros como Presidente de la 
gremial califica plenamente como persecución sindical. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, quisiera recordar que esta no es la primera Rendición de Cuentas 
que se trata en esta Cámara. El año pasado tuvimos una, y quiero recordar a un distinguidísimo colega 
-que acaba de decir que esta es una agenda apretada- que al lado de la que teníamos el año pasado esta 
agenda es floja. Se la voy a traer al señor Diputado. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Eran seis, y yo les daba solamente una hora y media. Me trataban de dictador, pero después en Sala todo 
el mundo estaba chocho conmigo; creo que fue más que nada por los sandwiches que traje. 


La segunda constancia no tengo más remedio que hacerla, porque si bien la señora Diputada Charlone, con 
toda razón, me tiró de las orejas, el tema igual iba a salir. Sí quiero decir que se está hablando de persecución 
sindical; de pronto, hay alguna chance gracias a que el Frente Amplio votó una ley de fuero sindical, y si 
alguna persona se siente discriminada por ese motivo tiene la posibilidad de recurrir a la ley. Eso es lo bueno 
de las leyes que votamos. ¿Vio, señor Presidente? 


SEÑOR GARCÍA.- Sin duda, señor Presidente, es notorio que aquí hay una persecución política y 
sindical y que el método que se está usando es el de la coacción política. No hay duda ninguna. No es 
coincidencia. El doctor Alfredo Toledo era Director del Centro Nacional de Quemados cuando asumió 
este Gobierno; no tengo idea desde cuándo. Puso su cargo a disposición y la señora Ministra lo 
confirmó. Dos años después de eso y siete días después de que es electo como Presidente del Sindicato 
Médico del Uruguay se pretende destituirlo por parte de la señora Ministra. Es notorio que hay un 
elemento claro, evidente, lineal, de persecución sindical y política. 


No es casualidad que lo que se podía haber hecho dos años atrás se haga ahora. ¿Por qué? Porque hay un 
elemento causal y es que a la característica del doctor Toledo, a su persona, se agrega ahora la de Presidente 
del Sindicato Médico del Uruguay. Es notorio. No hay forma de contradecir esta situación. 


Por lo tanto, esto es una clarísima, notoria persecución sindical y política. Y además, seguramente, viene 
causada porque el doctor Toledo, en ejercicio de su representatividad sindical, tiene posiciones diferentes a 
las de la señora Ministra. Y también seguramente, la señora Ministra habrá interpretado que es mejor sacarlo 


del medio en lo que significa una persecución sindical. Y sostener que a un dirigente sindical se lo va a becar 
es un atrevimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado: usted tiene otros ámbitos para discutir este tema y no en la 
Comisión de Presupuestos. 


SEÑOR GARCÍA.- En la vida democrática hay opiniones diferentes. 

SEÑOR PRESIDENTE.- No puede actuar con oportunismo. 

SEÑOR GARCÍA.- No califique así. Pido que se retire del acta su calificación. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le pido que se centre en el tema. Estamos considerando la Rendición de 
Cuentas. La señora Ministra dio su explicación, varios señores legisladores dejaron su constancia y 
usted deje la suya, así seguimos adelante. 


SEÑOR GARCÍA.- Tengo todo el derecho del mundo a repudiar las expresiones que se vertieron en 
Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deje su constancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Las repudio. Que se afirme en un ámbito democrático, como es el Poder 
Legislativo, una acción de este tipo, y que al mismo tiempo se hable en forma despectiva de una beca 


para un dirigente que ha tenido la representatividad de su gremio, es inadmisible, inconcebible. 
SEÑOR BRENTA.- Pido la palabra para una constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, este tema está fuera de la consideración de esta Comisión. Continuamos 
con la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR TROBO.- Señor Presidente, se podrá imaginar que antes de formular las preguntas sobre la 
Rendición de Cuentas no puedo dejar de hacer una breve mención sobre este tema. 


A mí no me extraña, por el estilo que habitualmente practica el Ministerio de Salud Pública, y 
particularmente su conductora, que se encaren algunos temas, por calificarlos de algún modo, con una 
frivolidad sorprendente. El doctor Toledo es el primer ciudadano que, luego de cuarenta y cinco años, 
confiesa públicamente que no predica la fe izquierdista y preside el Sindicato Médico del Uruguay. Ese es un 
hecho objetivo y también lo es que haya ocurrido lo que sucedió, que para mí es una sutil presión que 
seguramente se va a constituir en una secuencia si no paramos a tiempo. Las presiones de estas características 
son mucho más eficaces cuando se las realiza de la forma en que se hizo y no cuando se hacen con gran 
alharaca. Creo que si la señora Ministra -seguramente su opinión debe ser la del Ministerio- tiene que becar 
al Presidente del Sindicato Médico del Uruguay, también tendría que proponer becar al señor Presidente de la 
República y al Secretario del PIT-CNT, señor Juan Castillo. Los dos son funcionarios públicos que cobran 
íntegros sus sueldos y partidas excepcionales para el desarrollo de sus actividades, algunas de las cuales 
vinculadas específicamente a tareas que no cumplen. Pero, claro; como son de fe ideológica izquierdista, a 
nadie se le ocurre llamarlos por teléfono para decirles sutilmente que deben dedicar su tiempo a la tarea para 
la cual han sido designados, por la que cobran su sueldo y por la que tienen un cargo. 


Vaya esto a cuenta de los sólidos argumentos que manejaron el señor Diputado García y la señora Diputada 
Peña Hernández. Adhiero francamente a las expresiones de ambos y, en particular, a las afirmaciones que 
hizo en última instancia el señor Diputado García. 


Desearía que el Ministerio nos explicara en qué ocasiones y con qué fines dispuso gastos sin financiamiento 
presupuestal y cuál ha sido la fórmula para regularizar esas situaciones durante el Ejercicio 2006, que es el de 
la Rendición de Cuentas que estamos analizando. La otra pregunta la voy a formular después, porque es de 
carácter financiero y sobre otro tema. Además, esto va a dar lugar a otras preguntas. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En primer lugar, quisiera dejar constancia, dado que 
después de las explicaciones que dimos en el Parlamento se ha seguido tratando el tema del Presidente 
del Sindicato Médico del Uruguay, de que no hemos dictado ningún acto administrativo que tenga que 
ver con el desarrollo de su cargo. Hemos dictado un acto administrativo de un administrador que el 
Ministerio de Salud Pública aporta a los efectos de mantener la información que el Consejo de la 
Facultad de Medicina necesita. Hemos desempeñado cargos de dirigentes gremiales sin concurrir a los 
lugares donde teníamos asignado trabajo en los horarios en que debíamos desempeñarnos como 
dirigentes gremiales. Eso lo respetamos y se lo vamos a respetar a cualquier persona de cualquier 
partido político. La única comunicación que existió es a los efectos de conocer cuál era la situación, en 
la medida en que nos une con el doctor una relación correcta, que no va a dejar de serla por un 
episodio que es mediático. Lo que sí reconocemos es que quizá la comunicación va a ser más mediática, 
y los dos saldremos más en la radio y en la televisión de nuestro país. Creo que es una manera de 
encarar las relaciones; quizá sea buena e informe a la opinión pública más acertadamente en nuestro 
país. No hemos dictado ningún acto administrativo, por lo cual pido que quede constancia de que todo 
lo que se ha manifestado no tiene ningún asidero en términos de acto administrativo. 


Me gustaría que hiciera uso de la palabra el economista Olesker. 


SEÑOR OLESKER.- Respecto al tema de los gastos, como los legisladores saben, históricamente el 
Ministerio de Salud Pública tiene un presupuesto que es reforzado a lo largo del año y, por lo tanto, los 
gastos que realiza muchas veces no siguen los plazos de financiamiento, sobre todo el vinculado al Plan 
Invierno. En 2006 el Plan Invierno tuvo un incremento importante de gastos que luego fueron incluidos 
como refuerzos. Los legisladores deben recordar que en la Rendición de Cuentas anterior se votó un 


incremento salarial para los trabajadores médicos que llevaba su salario a $ 12.000 a partir del 1” de 
enero, pero que era retroactivo al 1” de julio de 2006, llevándolo a $ 9.600. Todo el segundo semestre de 
ese período, en la medida en que la Rendición de Cuentas no había sido aprobada, fue pagado por 
mecanismos de anticipo de Tesorería. La situación se regularizó una vez que la Rendición de Cuentas 
fue aprobada y se reglamentó el decreto de incremento salarial, incluyendo el financiamiento 
presupuestal. Hoy se está pagando todo el incremento salarial con el rubro de financiamiento 
presupuestal. Nos va a pasar lo mismo este año con el aumento a $ 12.000. Estamos pagando como 
anticipo lo que luego va a terminar de reglamentarse una vez que sean aprobadas las normas 
presupuestales. 


Ese ha sido el mecanismo. No lo tenemos puntualizado por gastos; esos son los gastos de funcionamiento en 
general y la partida salarial incremental que votó este Parlamento, retroactiva al 1” de julio de 2006. 


SEÑOR TROBO.- Pedí que me dijeran qué monto de recursos el Ministerio de Salud Pública había 
dispuesto en el año 2006 por la vía de partidas a regularizar. ¿Qué es lo que está fuera del 
Presupuesto? Nosotros acá estamos analizando la Rendición de Cuentas y queremos saber cómo se 
gastó el dinero. Acá hay dos componentes: el dinero que está previsto en el Presupuesto y lo que se 
gasta en forma extraordinaria, que debe tener una explicación. Obviamente, está dentro de los 
cuadros, pero necesitamos conocer la opinión del Ministerio acerca de los volúmenes de gastos que ha 
habido, los destinos que tuvieron y los componentes. Yo pedí esa respuesta. Yo sé el procedimiento que 
se usa cuando hay que gastar dinero que no está en el Presupuesto: se le pide a la Tesorería y se gasta. 
Pero a fin de año el Ministerio, además de lo que le asignó el Presupuesto, gastó tanto. Quiero saber 
cuánto es ese tanto más que se gastó, con qué fines se utilizó y cómo ha quedado registrado. 


SEÑOR OLESKER.- Quizá no me expliqué bien. La diferencia entre el Presupuesto asignado y el 
efectivamente gastado tuvo dos vías de incremento. Una fue la de los refuerzos presupuestales -la que 
osciló entre el 5% y el 8% del gasto- y la otra fue una votación de Rendición de Cuentas, que fue 
retroactivo salarial y significó un incremento de $ 95:000.000 en el caso de los salarios médicos y de $ 
95:000.000 en el de los salarios no médicos. Esto se sumó a los salarios que previamente existían. Son 
incrementos que se dieron desde julio a diciembre de 2006; no estaban en la partida presupuestal 
originalmente votada porque se votaron en la primera Rendición de Cuentas que aprobó este 
Parlamento. 


Estos son los montos exactos de incremento salarial que no estaban previstos y que fueron incorporados en 
los cuadros de gastos salariales. 


SEÑOR TROBO.-- Si no entendí mal, hay $ 190:000.000 más que se gastaron en salarios... 


(Interrupción del economista Olesker) 


No digo que no haya sido votado. No le estoy diciendo que gastó plata que no le autorizaron; lo que 
estoy preguntando es cuánto se gastó respecto de lo que se había presupuestado para 2006. 


SEÑOR OLESKER.- En salarios se gastaron $ 95:000.000 en cada uno de los dos grupos de 
trabajadores que tiene el Ministerio: médicos y no médicos. 


SEÑOR TROBO.- Además del sistema de gasto sin financiamiento con cargo a la Tesorería, del que el 
Ministerio puede disponer para circunstancias de excepción, ¿qué otros mecanismos de financiamiento 
tiene para atender situaciones de emergencia que eventualmente puedan darse? Me estoy refiriendo a 
recursos del Presupuesto Nacional o a otros que están disponibles en organismos internacionales para 
el área de salud del Uruguay. 


SEÑOR OLESKER.- En 2006, respecto a recursos de endeudamiento externo para el gasto de 
funcionamiento del Ministerio no hubo recursos. Los recursos fueron todos asignados por los 
mecanismos que la Contaduría General de la Nación dispuso para el Ministerio, fueron votados por el 
Parlamento en Rendiciones sucesivas o vinieron por refuerzo presupuestal. Esos fueron los gastos y 


estuvieron concentrados, sobre todo, en el refuerzo presupuestal que históricamente se da al Ministerio 
entre julio y agosto para el funcionamiento del Plan Invierno, que ha sido muy importante durante este 
año. Además, el Ministerio ha tenido recursos de los que tradicionalmente dispone. 


SEÑOR TROBO.- Lo que pregunto es si existe algún mecanismo -no de crédito o de financiamiento de 
organismos internacionales para proyectos específicos del Ministerio de Salud- por el que Uruguay 
haya convenido con un organismo internacional la posibilidad de atender una emergencia sanitaria 
con recursos de ese organismo; me refiero a si existe algún fondo, si se puede apelar a algún apoyo de 
organismos con los que el país tiene relación permanente, como pueden ser la Organización Mundial 
de la Salud, la Organización Panamericana de la Salud, etcétera. 


SEÑOR OLESKER.- El Ministerio no ha apelado a ninguno de esos programas. 
SEÑOR TROBO.- ¿Pero tiene la posibilidad de hacerlo? 


SEÑOR OLESKER.- Uruguay tiene convenios marco firmados con muchos organismos 
internacionales, pero -como los legisladores saben- para habilitar algo siempre tiene que haber crédito 
presupuestal. Inclusive, en esta Rendición viene un proyecto de habilitación de un crédito presupuestal 
de $ 2:486.000 que abre el crédito del Banco Mundial y se va a destinar al fortalecimiento del primer 
nivel de atención. Pero, aun teniendo el marco de convenio para utilizar fondos para situaciones 
concretas, dependemos de que haya crédito presupuestal, y hasta ahora no lo hemos usado. 


SEÑOR TROBO.- El Ministerio de Salud Pública -a través de la Ministra en alguna ocasión y, con 
posterioridad, a través de voceros de segunda línea-, ante un planteo realizado por el Partido Nacional 
respecto de la necesidad urgente de resolver la autorización del ingreso al territorio nacional y la 
administración de una vacuna contra el virus HPV, ha aducido razones de equidad y, eventualmente, 
de índole económica. Las dos líneas argumentales que hemos podido conocer a través de la 
información que hemos recibido por la prensa -porque no se ha respondido directamente la 
requisitoria del Partido Nacional- son que se debe ser equitativo al administrar una vacuna de esas 
características -hay que administrarla a todas las personas que estén en edad y situación de recibirla- y 
que, eventualmente, el público en el que habría que ser eficaz en la vacunación es de muy bajos 
recursos, no podría hacerse cargo del costo y, por ende, tendría que afrontarlo el Estado. Ese 
razonamiento -que simplifico en pocas palabras- dice que una vacuna preventiva como esta no puede 
ingresar al Uruguay porque no se la pueden dar a todas las personas. Además, se ha esgrimido el 
argumento de que se está evaluando la ecuación costo-beneficio. 


Mi primera pregunta es si para razonar de ese modo frente a la población el Ministerio ha estudiado los 
costos que implica la administración de esa vacuna al público que debería recibirla con el objeto de 
prevenirlo de la aparición de algún problema que pueda concluir en un cáncer de cuello de útero o en otro 
tipo de cáncer. ¿Cuál es el monto que se estima? ¿Cuántas serían las personas a las que habría que 
administrarle esta vacuna? Y, aunque esto es de resorte parlamentario, ¿se podría disponer en el presupuesto 
de Salud Pública de los recursos necesarios para implementar esto rápidamente? 


Por otra parte, y relacionado con el tema anterior, ¿el Ministerio cuenta con el apoyo de la Organización 
Mundial de la Salud, a través del Fondo Rotatorio, si llega a necesitar resolver rápidamente una cuestión 
como puede ser la financiación necesaria para introducir al país una vacuna de estas características? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Con relación a la primera parte de las interrogantes 
diré que es un tema que el Ministerio de Salud Pública está estudiando conjuntamente con la Facultad 
de Medicina y el Instituto Curie de París. 


Esta vacuna previene algunas infecciones por el virus que causa el papiloma. Vamos a simplificar las 
explicaciones. Algunos de esos virus tienen prevalencia diferente en los distintos países; ningún país de la 
Organización Mundial de la Salud ha introducido la vacuna como mecanismo general para la población. ¿Por 
qué? Porque es una vacuna de reciente aparición. 


En nuestro país ha pedido ser vendida por un laboratorio. El Ministerio de Salud Pública no tiene plazo para 
expedirse en cuanto a estos productos biológicos. Por lo tanto, se ha contestado al laboratorio que se harán 
los estudios necesarios para tener la más absoluta convicción de la necesidad de incorporarla en nuestro país 
y, de proceder a hacerlo, el Ministerio entiende que las personas que más contraen esta infección son las 
mujeres de bajos recursos. Por ende, el Ministerio adquiriría la vacuna para esas personas de bajos recursos. 


La vacuna debe ser administrada antes de que se comience a tener relaciones sexuales; por lo tanto, la 
población objetivo son las mujeres entre 9 y 13 años. La vacuna que pretende introducir este laboratorio es de 
varias dosis; ya han aparecido en el mundo otras de menor costo y menor número de dosis. Estas son más 
accesibles en términos de dosis, porque hablamos de vacunar más de una vez a niñas de entre 9 y 13 años. La 
campaña que habría que hacer debe estar orientada a ellas; hay que tener en cuenta el componente familiar 
que puede haber y también que la campaña es delicada. El Ministerio de Salud Pública estudia en 
profundidad este tema. La decisión para incorporar o no esta vacuna será tomada en términos absolutamente 
científicos, cuando tengamos los estudios de más de doscientos cánceres de cuello de útero, cuyas muestras 
responden a estudios hechos por la Facultad de Medicina y fueron enviadas al Instituto Curie de París para 
ser cotejadas. En los próximos meses estarán listos esos estudios, lo que nos permitirá tomar una resolución 
en un comité de expertos, en el que sin duda participarán las máximas autoridades de nuestra Facultad de 
Medicina y los científicos del país. 


Realmente, no queremos transformar un tema de tanta delicadeza y que provoca ansiedad en las personas en 
un tema político, y menos político partidario. Quiero decir que una campaña para una vacunación de este tipo 
es algo serio en el que nos debemos involucrar todos los uruguayos, todas las mujeres; es complejo hacérselo 
entender a los papás de los chicos. Tampoco queremos centrar falsas expectativas en la población en el 
sentido de que esta es una vacuna milagrosa, porque solo previene algunas cepas de los virus que causan el 
papiloma, y con esa infectación se ve con más frecuencia el cáncer de cuello de útero. No queremos que las 
mujeres uruguayas, a quienes hemos logrado concientizar para que se hagan corrientemente el Papanicolau, 
piensen que la vacuna exime de esa responsabilidad y de esa necesidad de promoción y prevención de la 
salud. 


Entendemos que de acuerdo a cómo se está dando la discusión, puede llevar a confusión en la población del 
país. Y apelamos a la sensibilidad de todos los legisladores y a la de todas las mujeres uruguayas, para tratar 
este tema con la delicadeza y con el espíritu científico que requiere. 


El Uruguay forma parte del Fondo Rotatorio de la Organización Panamericana de la Salud, fondo que hay 
que pagar. El costo de esta vacuna no desfinancia las arcas del Estado ni del país. Ese costo puede ser 
incorporado al país si entendemos científicamente que es el mecanismo más idóneo para la prevención del 
cáncer de cuello uterino. No queremos que hoy las mujeres dejen de hacerse un Papanicolau, ya que con el 
sacrificio, no del Ministerio de Salud Pública, sino de todas las luchadoras sociales de las organizaciones no 
gubernamentales de mujeres, se logró tener un día libre para hacernos este estudio. Ese es el primer examen 
que baja la incidencia del cáncer de cuello de útero en el Uruguay y en el mundo. 


Esta es una vacuna -mucho saludamos todas las vacunas en todas las infecciones virales que aparecen- que 
legítimamente el laboratorio que la produce quiere incorporar en el país, y al que le hemos dicho que nos 
vamos a tomar el tiempo necesario a fin de que el conocimiento científico avale la mejor resolución para las 
uruguayas. Y en realidad lo queremos mantener en ese plano. O sea que el día que la ciencia entienda que la 
debemos incorporar, el país estará en condiciones económicas de hacerlo. Nuestro país participa de todos los 
fondos rotatorios que existen en la Organización Mundial de la Salud y en la Organización Panamericana de 
la Salud, pero tenemos que ser conscientes de que debemos pagarla, porque en realidad, también queremos 
dejar constancia de que en estos dos últimos años el Uruguay -que por suerte ha mejorado-, de acuerdo con 
los indicadores del Banco Mundial, está entre los países de ingresos medios, tendiendo a ingresos altos. Y 
esto, señor Presidente, ha sucedido desde el año 2005. 


Muchas gracias. 
SEÑOR TROBO.- Voy a continuar con uno de los tres temas que quise plantear a la señora Ministra. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor Diputado? 


SEÑOR TROBO.- Antes de concedérsela, señora Diputada, quiero hacer alguna consideración después 
de lo que acaba de señalar la señora Ministra. 


El doctor Musé, Director del Programa Nacional del Cáncer -si no lo identifico mal-, en una nota periodística 
dijo la semana pasada que el descubrimiento de la vacuna contra el virus del papiloma era un adelanto 
científico que podía equivaler al descubrimiento de la secuencia del genoma humano. La señora Ministra, 
seguramente calificará científicamente al doctor Musé; yo no puedo creer que haya una actitud científica e 
intelectual tan elevada en los asesores del Gobierno del Uruguay que interprete que nuestro país tiene que 
estudiar algo que muchos países del mundo -sobre todo los más avanzados- han resuelto autorizar y 
administrar para el uso de sus ciudadanas. Esto podría darse salvo que en el Uruguay existiera una etnia 
desconocida desde el punto de vista genético, que no respondiera a las características de la población europea 
o de la latina que vive en los Estados Unidos o en otros países del mundo. Me parece que la explicación del 
Ministerio, en este caso no es consistente. Bueno, quizás lo sea, en una forma de encarar la gestión pública en 
salud con una visión centralista, burocrática y cuyo propósito es que no se haga absolutamente nada en 
materia de salud que el Ministro no quiera que se realice. 


Por otra parte, de acuerdo con el Presupuesto que el Ministerio viene dando desde la instancia del año 2005, 
en las Rendiciones de Cuentas y en los proyectos que existen en el Parlamento, vamos en esa dirección. Hay 
un ámbito en el que se discute si los uruguayos tenemos derecho o no a la salud. Creo que, razonablemente, 
el Ministerio de Salud Pública con las previsiones o prevenciones que le corresponden, debe tener una visión 
diferente. Digo esto porque si está pensando que por la cantidad de gente que debe vacunar, tiene problemas 
financieros, que lo diga, y si no, que directamente diga que esta vacuna no sirve para los uruguayos, y de ese 
modo esto va a demorar. ¿Por qué, señor Presidente? Porque para la persona que no se vacune hoy, mañana 
puede ser tarde, y la señora Ministra sabe que eso es así. Y nuestro concepto y criterio no apunta a partidizar 
ni a politizar; bueno fuera. ¡Así que ahora no se puede hablar de un tema según la visión de un partido 
político porque la señora Ministra cree que es politizar el tema! Nosotros lo que queremos es que se diga la 
verdad a la opinión pública. Y desde el primer día que empezamos a plantear esto, hemos recibido, como 
dicen los chicos, o vulgarmente, "la callada" por respuesta. No ha habido ninguna transparencia en la 
información que el Ministerio debe dar sobre este asunto. Tampoco ha habido coraje para salir a enfrentar la 
realidad y decir las cosas realmente como son. Porque además, la señora Ministra quiere, en su discurso 
escondido por allí, entresijos, hacer mención a la participación de un laboratorio en este tema. A mí me 
importa muy poco cuál es el laboratorio que trae esta vacuna. Está bueno que haya un laboratorio que en el 
Uruguay quiera, eventualmente, mañana traer una vacuna. Sería horrible que nadie la quisiera traer. Pero será 
uno o dos, como la señora Ministra sabe que puede haber. O sea que si ella con el laboratorio tiene que 
gestionar lo necesario, a mí me importa muy poco. Lo que me importa es lo que el laboratorio trae, y me 
importa muy poco quién lo traiga. Digo esto porque me importa, como padre, señora Ministra, dar a mis hijas 
la posibilidad de que se prevengan de una lesión que eventualmente puede derivar en un cáncer. Esto no va a 
significar, bajo ningún concepto, que dejen de hacer los exámenes preventivos que, necesariamente, hay que 
hacer porque esto es un instrumento, un arma más agregado al arsenal que permite prevenir el cáncer, que es 
una enfermedad tan horrible, que lamentablemente afecta a nuestro país, y en particular, este tipo de cáncer, a 
nuestras mujeres. 


No se puede responder solamente con el criterio que dice: "Ah, que nadie se deje de hacer el Papanicolau 
porque la vacuna no le va a resolver nada". No, ¿cómo que no le va a resolver nada? Hay que decir a la gente 
que la vacuna resuelve, y habrá que decirle que no resuelve el 100% sino el 60%, pero tiene que estar dentro 
del arsenal que permita que las uruguayas se defiendan de la aparición de un cáncer. 


Me parece que esa es la respuesta que merece el planteo que ha hecho el Partido Nacional, que se hizo a 
título de partido, porque es un partido responsable. Pero no se puede endilgar que porque lo haga a nombre 
de un partido político esté politizando el tema. La mejor forma de dar el lugar que debe tener un tema -en este 
caso un tema tan sensible-, es razonar con sensibilidad, no hacerlo con frivolidad e informar a la gente con 
transparencia. Y eso es lo que nosotros queremos hacer. 


Por eso, es muy importante que la señora Ministra haya dicho que no hay problemas para financiar esta 
vacuna; por eso es muy importante que la señora Ministra haya dicho que también se puede acudir al fondo 
rotatorio. O sea que no tenemos problemas financieros para administrar la vacuna a las personas a las que hay 
que dársela. La señora Ministra me dice que no con la cabeza, y me parece muy bien que quede constancia de 
ello. 


El capítulo que queda pendiente es el de costo-beneficio, es decir, si es más barato pagar la vacuna o hacer 
radioterapia, quimioterapia, crioterapia o eventualmente operar mujeres cuando ya tienen declarado un 
cáncer. El Papanicolau determina que existe una lesión que puede derivar en un cáncer; en ese caso, hay que 
hacer un tratamiento, que tiene costos. Lo importante es que antes de la determinación de la lesión, esta no 
aparezca y muchos casos -la señora Ministra sabe que son más del 60%- pueden ser prevenidos por la 
administración de esta vacuna. 


Creo que nos vamos acercando a un punto en el cual la decisión puede ser voluntaria del Ministerio, que 
esperamos se apegue a un criterio de prevención de la salud de la población; esperamos también que 
rápidamente tome la determinación que debe. Este tema no es menor; para mí realmente tiene mucha 
importancia. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Como mujer, quiero hablar sobre el porcentaje de mujeres que nos 
hacemos Papanicolau en el país y sobre la frecuencia con que hay que realizar este examen, por lo que 
parecería que la vacuna puede ser el mejor método para prevenir, máxime teniendo en cuenta que este 
examen no se realiza en niñas, ni siquiera para saber si tienen o no el virus en el momento de la 
primera relación sexual, o posteriormente. El Papanicolau es una medida muy buena, es un gran 
descubrimiento de la medicina, pero el porcentaje de mujeres de nuestro país que accede a este examen 
-por distintas causas: temor, vergúenza, no estar a tiempo con el análisis- es pequeño; no es la mayoría. 
La vacuna debe ser universal, para toda la población. Sabemos que las personas de más bajos recursos, 
que tienen más bajas defensas y están más expuestas, son las que sufren más problemas y peligros con 
esta enfermedad; por eso nosotros reclamamos que la aplicación de esta vacuna sea universal. 


SEÑOR ASTI.- Creo que en Sala se ha deslizado que hay falta de transparencia en la comunicación del 
Ministerio. Hemos escuchado decir a la señora Ministra que se están realizando los estudios 
correspondientes. Ahora sabemos que hay doscientos casos que han sido estudiados por la Facultad de 
Medicina y que, además, van a ser analizados en el Instituto Curie de Francia. 


Es una buena noticia -que quede constancia en la versión taquigráfica, pese a que se ha dicho en otros 
medios- que el Ministerio haya procedido en este sentido con la responsabilidad de siempre, y que haya 
aclarado aquí la situación, pese a que esta Comisión se está encargando del Presupuesto y del balance de 
ejecución presupuestal. Además, ha quedado claro que no hay problemas económicos para financiar esto. 


Creo que han quedado registradas en la versión taquigráfica las opiniones que se han dado al respecto, 
fundamentalmente, la explicación tan clara del Ministerio en cuanto a que está estudiando este tema y 
resolverá la introducción de esta vacuna en función de los resultados beneficiosos que se puedan evaluar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Los temas se pueden estudiar en treinta días, en sesenta, en seis 
meses o en diez años, por lo que me gustaría saber si el Ministerio tiene estimado en cuánto tiempo 
tendrá el dictamen final sobre si es aconsejable autorizar la administración de esta vacuna; eso 
ayudará a la prevención. Por supuesto que no vamos a dictar un decreto prohibiendo las relaciones 
sexuales hasta que el Ministerio resuelva este asunto. Esa sería la única medida a adoptar; decir: 
"Paren con las relaciones sexuales hasta que el Ministerio resuelva". Si fuera por una semana podría 
ser, pero si es por muchos años, va a estar difícil. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Ya que tenemos la oportunidad de hablar de la 
promoción de la salud, es importante decir que, para evitar los contagios de todas las infecciones de 
transmisión sexual, se debe usar condón o preservativo en todas las edades, ya que previene la 
infección por papiloma, la sífilis y el VIH SIDA. 


Con relación al tiempo que demoran los estudios, creemos que en los próximos dos meses estaremos en 
condiciones de convocar a los expertos nacionales, entre los cuales el profesor Ignacio Musé ocupa uno de 
los lugares más destacados: es el Presidente del Programa Nacional de Cáncer. En su oportunidad, esta 
situación despertó mucha polémica, porque nosotros hemos entendido desde al año 2005 que la lucha contra 
el cáncer -segunda causa de muerte en el país- es verdaderamente una cruzada que debemos hacer todas las 
uruguayas y uruguayos 


En este sentido, hemos trabajado intensamente en la promoción de ambientes libres de humo de tabaco. 
Hemos trabajado y enviado al Parlamento proyectos de ley para consolidar decretos que han sido muy 
exitosos en este tema. 


También hemos trabajado muy intensamente en la prevención del cáncer genito-mamario y queremos seguir 
trabajando en la prevención de todos aquellos cánceres que en el momento actual puedan prevenirse -el 
cáncer de colon puede prevenirse con una alimentación adecuada- y en todos los diagnósticos precoces, ya 
que cuando esta enfermedad es tratada precozmente, se cura. 


También queremos referirnos a algunos aspectos que es bueno que se pongan en conocimiento de la opinión 
pública. Cuando nosotros hablamos de que una vacuna previene determinados tipos de virus y no todos, 
queremos decir que previene determinados tipos de virus sobre los que el país no conoce cuál es la 
prevalencia en mujeres que han tenido cáncer de cuello de útero. Entonces, eso debe estudiarse, porque las 
campañas deben decir qué porcentaje de efectividad de prevención tiene en las personas la vacuna. La idea 
que figura en el programa de Gobierno y que tiene el Ministerio, es que sí la vacuna sirve para las uruguayas, 
las que principalmente deben acceder a ella no son exclusivamente nuestras hijas, que rápidamente podrían 
pagarla; eso sucede en otros países del mundo, donde se incorpora y los Ministerios no la compran. De 
acuerdo con nuestro programa de Gobierno, la salud para las uruguayas y los uruguayos es igualitaria. En el 
momento en que la vacuna se introduzca, porque entendamos que es buena para los tipos de virus que existen 
en el Uruguay, el Ministerio de Salud Pública la pondrá al acceso de la población más desfavorecida, que es 
la que más se contagia y la que tiene más riesgo de contraer cáncer de cuello de útero. Este sí es un postulado 
de equidad y de ecuanimidad a la hora del acceso a la salud, que en los demás países en los que se 
comercializa, hoy no está presente. Hoy no hay Ministerio de Salud Pública que la haya incorporado a los 
programas de vacunación. Y para nosotros, ese es un tema de principios: si la vacuna sirve, estará en los 
programas de vacunación, porque tendrá que ser de acceso democrático y pondremos énfasis en una campaña 
para que los sectores desfavorecidos sean también acá los más privilegiados. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Según lo que la señora Ministra acaba de decir, en caso de que el 
Ministerio de Salud Pública implemente la administración de esta vacuna, ¿será solamente para los 
sectores más desfavorecidos? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Yo no quise decir eso. Lo que quise decir es que el 
Ministerio tiene que permitir el acceso a la vacuna de los sectores más desfavorecidos. Ahora bien: no 
hablamos de una implementación en momentos en que estamos haciendo el estudio científico para 
conocer la prevalencia de los tipos de virus en el país, sometiéndolo a la discusión de las máximas 
autoridades científicas. Porque, ¿dónde están los científicos uruguayos? En el Programa Nacional de 
Cáncer, en el Instituto Nacional del Cáncer, desempeñándose como Grado 5 en la Facultad de 
Medicina; es decir, que no se trata de gente que no conozcamos. Por lo tanto, seguramente en los 
próximos sesenta días estos profesionales serán convocados para el estudio que se realiza con la 
Cátedra de Bioquímica de la Facultad de Medicina. Como nosotros no realizamos ese estudio, no 
podemos asegurar los tiempos; no queremos que esto se tome como algo taxativo, pero es lo que nos ha 
dicho el profesor Eduardo Osinaga, quien está encargado por la parte uruguaya de enviar las muestras 
y de recepcionar los estudios. 


En ningún momento hemos ocultado información; no queremos que la población se ilusione en el sentido de 
que una vacuna cura todos los casos; no queremos cercenar a nadie la posibilidad de acceder a un mecanismo 
que mejore la salud, pero seríamos muy frívolos si incorporáramos masivamente todo lo que aparece, sin 
estudiar cuál es el perfil y la prevalencia del país para adoptar los mecanismos que entendamos, 
conjuntamente con el mundo científico y académico, como los más adecuados y pertinentes para mejorar la 
salud de las uruguayas y los uruguayos. 


SEÑOR TROBO.- La última exposición de la señora Ministra que, inclusive se ha extendido en 
algunos aspectos de fondo, me obliga a hacer una pregunta más. 


¿Cuándo el Ministerio de Salud Pública tomó noticia de la existencia de esta vacuna y cuándo dispuso el 
inicio de los estudios científicos que se están señalando como determinantes de la decisión final? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En este momento no podría precisar las fechas, pero las 
podemos hacer llegar; no pensé que ese aspecto sería importante en la mañana de hoy, por eso no traje 
esa información. 


SEÑOR TROBO.- Yo desearía que la señora Ministra nos enviara un memorándum en el que se 
estableciera todos los pasos que se dieron, los momentos en los que se tomaron las decisiones para 
poner en marcha los estudios que se señalan, las características de dichos estudios, a qué entidades se 
va a consultar, etcétera. 


Otro aspecto sobre el que quería preguntar es la relación entre el Ministerio de Salud Pública y el Fondo 
Nacional de Recursos. ¿Cuál es el criterio que el Ministerio utiliza para hacerse cargo de las intervenciones 
que son financiadas por el Fondo Nacional de Recursos? ¿Se aporta por los beneficiarios de Salud Pública? 
¿Se paga cada uno de los actos a través del Fondo Nacional de Recursos? ¿Dónde se realizan las 
intervenciones que son dispuestas por el Ministerio de Salud Pública, de acuerdo con sus características? 
¿Hay alguna decisión adoptada por el Ministerio respecto a que las intervenciones se realicen en 
determinados Institutos de Medicina Altamente Especializada, o se le da como corresponde, y como dice la 
ley del Fondo, la libertad a la persona que se va a intervenir para que lo decida, con pleno conocimiento de la 
realidad en cuanto a la actuación de los institutos? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Hace muy pocos días enviamos una voluminosa 
respuesta a un pedido de informes que partió del Parlamento, que está a disposición de todos. 


De acuerdo con lo que establece la ley, el Fondo Nacional de Recursos se encarga de las intervenciones de las 
personas que son asistidas por el propio FNR en los lugares habilitados para ello. El Fondo controla la 
habilitación de esos locales así como el buen uso de las técnicas, teniendo en cuenta doble opinión 
profesional. Ese es un asunto ya planteado desde Gobiernos anteriores y su implementación ha sido muy 
exitosa, no solo en términos de racionalidad económica, sino también de beneficios para la salud de las 
personas; el ateneo y la doble opinión médica están consagrados como elementos muy valiosos y muy 
tenidos en cuenta por el Fondo. 


Hemos informado el volumen de las intervenciones, así como su costo; el Ministerio de Economía y Finanzas 
aporta por todas las personas que son beneficiarias de los servicios de salud del Estado; tiene un delegado en 
la administración del Fondo Nacional de Recursos, al igual que otros sectores públicos, de acuerdo con la ley 
del Fondo. A su vez, en la negociación con los IMAE, participa tanto la representación del Ministerio de 
Salud Pública, que en este momento está ejercida por el Subsecretario, doctor Miguel Fernández Galeano, 
como la del Ministerio de Economía y Finanzas y la del Banco de Previsión Social. En la dirección también 
participan los Institutos de Medicina Altamente Especializada. 


Asimismo, el Fondo tiene una Dirección Técnica Médica y una gerencia administrativa; en ese sentido, 
debemos destacar la buena calidad de su trabajo, de las informaciones y de la auditoría. 


En la página web del Fondo Nacional de Recursos se publican todos los resultados financieros, el número de 
intervenciones, su costo y la procedencia de los pacientes; quiere decir que es una información perfectamente 
accesible, puesta a conocimiento de todas las personas interesadas y de la opinión pública en general. 


SEÑOR TROBO.- Yo pregunté cómo aportaba Salud Pública por sus usuarios al Fondo Nacional de 
Recursos y la Ministra me dice que el Ministerio de Economía y Finanzas aporta por cada uno de ellos. 
¿Esto lo hace mensualmente? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Aporta por acto. 


SEÑOR TROBO.- Por lo menos yo tengo otra información; así que me gustaría que se dijera 
realmente cuál es la situación. 


El Fondo representa la aplicación de un principio que en el Uruguay está desapareciendo velozmente, que es 
el de la mutualización de los riesgos. Es el viejo principio mutual, el de las mutualistas. Y el Fondo tiene ese 
principio: todos pagamos. El día en que alguno de los que pagamos tiene un problema, todos admitimos que 


se le asista con los recursos que todos pusimos. Este es un gran principio que ha permitido que Uruguay, con 
este fenomenal desarrollo que ha tenido el Fondo Nacional de Recursos, realice intervenciones que en otros 
países del mundo no se pueden hacer si no se paga. En ese sentido, tenemos un nivel de avance médico, 
digamos, curativo, que es realmente importante. 


Entonces, quiero saber si paga por cada uno de los usuarios o por otro mecanismo, porque otro mecanismo 
iría en contra de ese principio de mutualidad del riesgo que se necesita para sostener el presupuesto del 
Fondo Nacional de Recursos. ¿Por qué? Porque si no es así, la Ministra comprenderá que el Fondo se 
desfinancia. Y cuando ello ocurre y un organismo no puede pagar, tiene que dejar de hacer lo que debe y ahí 
empezamos a cortar y a decir: "Esta operación puede esperar"; "Esta señora tiene ochenta años, ¿para qué le 
vamos a reparar la cadera, si total se va a morir dentro de dos años?". Eso es lo que lamentablemente está 
ocurriendo en el Fondo Nacional de Recursos: un enlentecimiento sistemático de las intervenciones y, a 
veces, una burocratización excesiva del proceso de toma de decisiones, que afecta directamente a quienes 
tienen derecho a reclamar contra ese Fondo; mejor dicho: no contra el Fondo Nacional de Recursos, sino para 
que este actúe. 


Yo hice otra pregunta. Es cierto que hay un pedido de informes. Hice un largo pedido de informes que obtuvo 
respuestas extensas pero, en realidad, de corto contenido, sobre las cuales pregunté a la señora Ministra. 
¿Dónde se determinan los IMAE a los cuales, cuando un médico de Salud Pública indica una intervención, 
debe ir la persona que se va a intervenir? 


Pregunto algo más. Como debe haber un conocimiento por parte de la persona que va a utilizar el Fondo, 
acerca del universo de institutos de medicina altamente especializada, ¿quién le da esa información? Yo no la 
encontré en la página del Fondo. Lo que encontré fue una nómina de IMAE, pero por el nombre no se elige 
dónde uno se va a atender. Uno elige de acuerdo con las características y las condiciones técnicas, y con un 
dato muy importante como es la "performance". Lo que aparece en la página -por lo menos, lo que yo pude 
encontrar- son informaciones que dicen que el IMAE A -no dice cual- tuvo determinada mortalidad 
postoperatoria y el IMAE B tuvo tal otra, pero información objetiva para conocimiento del usuario no hallé 
ninguna. 


Entonces, cuando una persona tiene que realizarse una intervención a través de los IMAE, ¿qué es lo que 
hace Salud Pública con ese paciente? ¿Lo informa? ¿Le da toda la información que debe conocer o le dice 
que se va a operar en tal IMAE? Esa es la segunda pregunta; la primera era cómo paga y la segunda es a 
dónde envía a sus pacientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado Trobo: usted sabe perfectamente bien, porque quizá tiene 
más experiencia que yo en el funcionamiento de las Comisiones, que estamos absolutamente fuera de 
tema en lo que está planteando. Los detalles de funcionamiento de los IMAE o de otro organismo son el 
objeto de otras Comisiones y no de esta. 


(Diálogos) 


Permítame, señor Diputado. 


Quedan dos anotados: el señor Diputado Machado y la señora Diputada Ontaneda. Voy a dar la palabra a la 
señora Ministra para que conteste y solicitaré -quizá sea bueno para todos contar con esos datos- que si es 
posible, nos remitan las informaciones que se originaron a raíz del pedido de informes realizado por un señor 
Diputado, donde se habla de los IMAE. 


El señor Diputado Trobo sabe perfectamente bien que tengo razón, más allá de que pueda plantear otra cosa 
distinta. 


SEÑOR TROBO.- Señor Presidente: no me haga decir lo que no pienso. No haga prevalecer su 
condición de Presidente para decir que yo sé que usted tiene razón. Usted no tiene razón. 


Yo estoy preguntando sobre el Presupuesto del Ministerio de Salud Pública. En la Rendición de Cuentas del 
Ministerio de Salud Pública figura lo que eventualmente puede haber gastado. Lo que quiero saber, con vistas 
al futuro, es qué tiene previsto esa Cartera respecto del pago de las cuotas de sus beneficiarios, que tienen que 


contribuir al Fondo Nacional de Recursos. ¿Por qué digo esto? Porque a la luz de la proyección que en 
materia de salud tenemos encima de la mesa, el Fondo Nacional de Recursos puede llegar a desaparecer. Los 
aportes al Fondo Nacional de Recursos son efectuados por los socios del sistema mutual. Hoy los pagamos 
todos nosotros. Usted paga al Fondo Nacional de Recursos. Lo que quiero saber es qué va a pasar en el 
futuro, porque Salud Pública no paga; solamente paga por acto médico. O sea que tiene un Fondo del que se 
nutre para atender a sus beneficiarios, que está financiado por todos quienes pagamos mutualistas y solo paga 
el acto médico. ¿Me entiende? 


El principio de mutualidad del riesgo no existe para Salud Pública, que hace prevalecer su condición de ser 
uno de los actores, por cierto, más importantes del sistema, ya que es el que determina muchos de los 
aspectos de la política de salud, y no debería hacerlo en todos los casos. 


Lo que estoy diciendo, señor Presidente, es más presupuestal que los artículos que manda el propio 
Ministerio en la Rendición de Cuentas. Por eso hago las preguntas que me parece corresponden en esta 
instancia, tienen que ver con lo financiero, con la forma en que el Ministerio aporta al Fondo Nacional de 
Recursos, lo que a mí me permitirá ver si en el año 2008 vamos a tener Fondo Nacional de Recursos. 
Realmente, a la luz de cómo vienen las cosas, las perspectivas lucen complicadas. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- El Ministerio de Salud Pública actualmente paga por 
acto, y eso le fue informado al señor Diputado Trobo. 


Como entiende que debe ejercer la función de rectoría de todos los servicios, en el año 2005 el Ministerio de 
Salud Pública presentó un proyecto de ley para descentralizar los Servicios de Salud del Estado. Por lo tanto, 
los beneficiarios de ASSE aportarán igual que hoy lo hacen los beneficiarios de las mutuales -como dice el 
señor Diputado-, aunque en realidad algunas son mutuales y otras son instituciones de asistencia médica 
colectiva, con otro perfil legal. 


Este proyecto sobre descentralización de los servicios de salud del Estado está próximo a aprobarse. Por lo 
tanto, de acuerdo con nuestra propuesta, cada uno de los integrantes que sea beneficiario de los servicios de 
salud del Estado, de ASSE, va a aportar al Fondo Nacional de Salud. Este Gobierno entiende que deben 
corregirse las anomalías que existían anteriormente con relación a este Fondo. El Fondo Nacional de Salud 
va a mantener al Fondo Nacional de Recursos. Está especificado y expresamente dicho en el proyecto de ley 
del sistema nacional integrado de salud la pertinencia del Fondo y el aumento de sus recursos porque, en 
realidad, el FONASA va a aportar al Fondo por todos y cada uno de los beneficiarios. 


La otra pregunta también quiero contestarla muy claramente. La "performance" de cada uno de los centros, 
en cuanto a éxitos de perfiles de morbimortalidad, no se ha puesto con nombres porque se entendió que desde 
el punto de vista legal podía incurrirse en una situación no bien entendida por los ciudadanos, que tienen 
libertad de elección. El ciudadano que tiene que hacer uso de una técnica del Fondo Nacional de Recursos 
posee libertad de elección y, en general, quien termina aconsejando es el médico tratante o el especialista que 
le indica esa intervención. Esa es la manera más habitual en que las personas concurren a uno u otro IMAE. 


Ha sido muy bueno para la salud interna de los IMAE el hecho de ver publicados los resultados. Es un 
mecanismo muy sano que el resto de las instituciones también deberemos utilizar cuando empecemos a 
normatizar más las prestaciones de los servicios de salud y se conozca el rendimiento y la "performance" de 
las instituciones de asistencia médica colectiva, que son las que atienden a la mayor parte de la población. 


En cuanto al riesgo de desfinanciamiento del Fondo Nacional de Recursos, nosotros tenemos un especial 
cuidado en lograr un buen manejo económico financiero, por lo que no hay riesgo; y menos debería haberlo 
si contamos con herramientas legales que pongan en igualdad de condiciones a los afiliados de los servicios 
de salud del Estado con quienes pertenecen a instituciones de asistencia médica colectiva. 


Creo que he dado respuesta a las dos preguntas del señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.- A una de las preguntas, no. ¿Los médicos mandan a las personas que deben 
intervenirse en una IMAE a los IMAE públicos o les dan la posibilidad de optar entre estos y los 
privados? Aclaro que los IMAE públicos y privados cobran exactamente lo mismo por cada 
intervención. Los médicos que actúan en un IMAE público y los que actúan en uno privado cobran lo 


mismo, y es igual en el caso de los enfermeros. Ese acto médico -si así se le puede llamar- tiene el mismo 
valor, se paga al mismo precio ya sea que lo haga un IMAE público o uno privado. Mi pregunta es si 
los médicos de Salud Pública mandan a sus pacientes exclusivamente a los IMAE públicos -versión que 
tenemos, en particular de los Hospitales Pasteur y Maciel- o dan al usuario, como dice la Ministra, la 
alternativa de optar por uno del ámbito privado. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Los servicios de salud del Estado tienen cerca de cuatro 
mil profesionales de la salud y, en general, cada uno de los profesionales que indica un procedimiento 
tiene conocimiento sobre los Institutos de Medicina Altamente Especializada que existen en el país; de 
acuerdo con eso, recomienda las técnicas. Hay usuarios que piden más información y -repito, señor 
Diputado- la encuentran en el Fondo Nacional de Recursos, y las personas que allí concurren -son 
muchas- y así lo requieren son informadas de los lugares donde pueden operarse y de las facilidades 
que tienen. 


SEÑOR ASTI.- Visto el interés que tienen algunos señores Diputados en el Fondo Nacional de 
Recursos, sugeriría que todos los miembros de la Comisión leyeran en el Anexo IX correspondiente a la 
Rendición de Cuentas de las personas públicas no estatales, cuáles son las conclusiones de la Auditoría 
con respecto al funcionamiento del Fondo, lo que fue el desfinanciamiento hasta el Ejercicio 2005 y lo 
que ha sido el resultado de la gestión de 2006, que recuperara parte del patrimonio negativo que tenía 
en las gestiones anteriores. 


SEÑOR MACHADO.- En la Ley de Presupuestos el Parlamento aprobó un par de artículos referidos a 
la creación de un nuevo sistema nacional de salud. Hoy pedimos a la Ministra que nos explicite qué 
grado de avance tiene ese enunciado -realmente era eso- planteado en la Ley de Presupuestos. 
Queremos saber cómo ha avanzado ese camino en términos de mejora de la atención pública, sobre 
todo a la gente que se encuentra más alejada de la capital, que es donde en verdad se sienten los 
problemas agudos de asistencia, fundamentalmente para quien utiliza los servicios de Salud Pública. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, hemos contado con un 30% más de 
recursos para inversiones en el área de la infraestructura de los servicios públicos y podemos hacer 
una referencia a grandes rasgos de lo que hemos hecho o de lo que se pretende hacer en el próximo 
Ejercicio. 


SEÑOR MACHADO.- Llevamos dos años y medio de este Gobierno, lo que pido es saber qué avances 
se han logrado al día de hoy en la consecución de ese objetivo que, además, ha sido un buque insignia 
de la plataforma política del Gobierno. Hoy, ¿en qué punto estamos de ese proyecto del nuevo sistema 
de salud? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- La creación del Fondo Nacional de Salud, que 
incorpora al sistema de la seguridad social a los trabajadores públicos, ya fue votada en el Parlamento 
y está para instrumentarse. La iniciativa para la descentralización de los Servicios de Salud del Estado 
se encuentra en este momento a consideración del plenario de la Cámara de Diputados y ya se va a 
instrumentar. El proyecto del ley de Sistema Nacional Integrado de Salud está a consideración del 
Senado, a donde ya hemos concurrido, y la Comisión de Salud, integrada con la de Hacienda de dicho 
Cuerpo ya ha votado gran parte del articulado, así que pensamos que en breve estará en esta Cámara 
para su tratamiento. 


Más allá de esto, en cuanto a la integración de los servicios hemos ido avanzando en convenios de 
complementación interinstitucionales que se hacen por la vía de acuerdos entre los sectores públicos y 
privados, y se han desarrollado en varios lugares del interior del país, fundamentalmente donde ha sido más 
fácil hacer acuerdos de complementación de trabajo. El proyecto de ley permitirá que esos convenios se 
transformen en contratos, seguramente con intercambio de pagos entre las instituciones. Hoy, se están 
haciendo intercambios de servicios que han mejorado sustantivamente en muchísimas localidades del interior 
donde no había el número suficiente de consultas o de especialistas de las llamadas especialidades básicas 
para sus habitantes. 


A título de ejemplo, existen convenios de complementación público privado en Villa Garzón, departamento 
de Maldonado, donde han participado los servicios de salud del Estado, la Intendencia, las dos gremiales 
médicas; en Mal Abrigo, donde han participado el Ministerio de Salud Pública, ASSE, la gremial de San 
José; en varias localidades del departamento de Canelones, en el primer nivel de atención, y así podríamos 
seguir. En Guichón, departamento de Paysandú, hay un convenio de complementación por el cual el primer 
nivel de atención se hace en una sola institución. Hay convenios de complementación en el departamento de 
Colonia; el señor Diputado Asqueta Sóñora lo sabe. Se está trabajando en una emergencia única para atender 
a la población tanto del sector público como del privado. 


Se ha ido avanzando en convenios de complementación de servicios mucho más rápidamente en el interior, 
porque hay más necesidades, pero también porque existe la facilidad de que no solo el sector profesional, 
sino el conjunto de los trabajadores y de la población tienen un mayor nivel de conocimiento. O sea que se ha 
podido avanzar más rápido en complementaciones público privadas voluntarias entre las instituciones, que 
han quedado establecidas mediante convenios por los que en el momento actual no hay intercambio de dinero 
y sí de servicios, lo que fue evaluado positivamente por ambas partes. 


SEÑORA ONTANEDA.- Voy a ser breve, porque entiendo que esta reunión se ha extendido en 
consideraciones que no hacían a la Rendición de Cuentas. 


Como el día de mañana vamos a recibir a la organización Amigos del Hospital Alvariza de San Carlos, quiero 
aprovechar la presencia de las autoridades del Ministerio para hacerles una pregunta a fin de que la Comisión 
tenga elementos para trabajar. Allí se están encarando dos reformas y dos ampliaciones. Una es la de la 
emergencia, que realiza el Ministerio de Salud Pública, conjuntamente con la Dirección del Hospital. La 
Cartera ha determinado una partida muy importante para esa obra, pero de acuerdo con el proyecto existente 
faltarían unos $ 2:000.000. En una primera evaluación pensamos que como está incluido el equipamiento, de 
pronto, el Ministerio había decidido dar esa primera partida para la construcción edilicia y que el 
equipamiento vendría posteriormente. Quizás sea una cuestión puntual que hoy no me puedan contestar, pero 
nos podrían enviar algún dato para manejarlo en la Comisión en el día de mañana. No exigimos que se nos 
conteste ahora porque es una cuestión puntual, pero quisiéramos que nos hagan llegar algún dato para el día 
de mañana, a efectos de manejarlo en la Comisión. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Con mucho gusto enviaremos para mañana la 
información sobre el Hospital de San Carlos, que está entre las prioridades del año 2007. 


SEÑORA ONTANEDA.- Sabemos que es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades de Salud Pública en esta 
Comisión y la información que han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Salud Pública) 


(Ingresa a Sala la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, integrada por su Presidente, doctor Eduardo Lombardi y por el Director del Departamento 
Contable, contador Eduardo Beati, a los efectos de analizar el Mensaje del Inciso 19, que consta de once 
artículos. 


SEÑOR LOMBARDI.- En nombre del Tribunal de lo Contencioso Administrativo agradezco la 
oportunidad que nos brindan para explicar la propuesta relacionada con la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2006, realizada conforme a lo establecido en el artículo 
220 de la Constitución, que otorga al organismo autonomía para la elaboración de su presupuesto. 


En virtud de la situación económica que cursa nuestro país y en atención a la sugerencia oportunamente 
comunicada por el Gobierno, de presentar tempranamente la propuesta -lo hicimos a fines de marzo-, es que 
enviamos al Poder Legislativo nuestro proyecto. En él se incluyen algunas proposiciones hechas durante el 


año pasado y se han agregado otras relacionadas con temas que han surgido en los últimos meses que, a 
nuestro juicio, demandan un aporte económico. 


Quiero señalar -y tengan ustedes la libertad de entenderlo como mejor lo consideren- que por segundo año 
consecutivo el Tribunal observa que el Poder Ejecutivo, al comunicar su propuesta presupuestal, no incluye 
el rubro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por lo cual venimos a defender nuestra propuesta 
exclusivamente. No existe una alternativa a lo que estamos proponiendo. 


Básicamente, apuntamos a obtener recursos que entendemos necesarios para una circunstancia que se ha 
dado en el correr de los últimos meses y que es casi de carácter doméstico: hemos tenido problemas en la 
estructura edilicia del Tribunal, único edificio que alberga las instalaciones de este organismo y requiere 
urgente reparación. Ese es el fundamento de la partida que se crearía por el artículo 1*. 


Asimismo, en el artículo 2* solicitamos una partida de US$ 50.000 por única vez que se destine a la 
renovación del sistema informático del Tribunal. Quiero destacar que el sistema informático del organismo 
ya lleva muchos años en funcionamiento y es constante la preocupación para mantenerlo activo y en mejor 
servicio; requiere una renovación. En virtud de ello es que estamos solicitando esta partida especial. 
Entendemos que la calidad de servicio que presta el Tribunal de lo Contencioso Administrativo necesita de 
este aporte, a fin de no perjudicar su nivel. 


En cuanto a los funcionarios hemos solicitado -al igual que el año pasado, con indicación de las partidas 
precisas no porcentuales— la adecuación de las remuneraciones a los cargos que están referidos. 


Con respecto al Contador Central del Tribunal, se solicita una partida que tiende a equipararlo con los cargos 
similares de la Administración Pública, ya que actualmente hay un desfase en perjuicio del salario vigente. 


Las transformaciones de cargos obedecen a necesidades propias del servicio en la medida en que las 
exigencias de la actividad que desarrollamos en el Tribunal demanda una puesta al día de estas funciones y 
queremos evitar un desfase de funciones con respecto a los cargos. 


También en esa área solicitamos la transformación de un cargo de Auxiliar Contable en un cargo de 
Operador, lo que obedece a la exigencia tecnológica que mencionaba anteriormente, respecto a la prestación 
de los servicios informáticos. 


El artículo 9%, que refiere al cargo de Chofer, obedece a una razón de estricta justicia. En la actualidad, el 
Tribunal cuenta con varios choferes, pero algunos provienen de otros organismos por vía de pases en 
comisión o transferencia de funcionarios, y trajeron los sueldos de sus oficinas de origen. Eso generó un 
desfase, pues funcionarios que cumplen la misma tarea perciben retribuciones diferentes. Nosotros 
procuramos que aquellos que ganen menos alcancen a aquellos que tienen un mejor salario en este rubro. Lo 
mismo ocurre con los cargos de Dirección de Informática Jurídica y de la Unidad Contable, cuyos salarios 
han quedado desfasados respecto a las funciones que cumplen. 


Por último, nosotros procuramos que se concrete una aspiración expresada ya hace largo tiempo: seguros de 
salud para los funcionarios del Tribunal. Ello obedece a que en el año 2005, cuando se presentó el proyecto 
de Presupuesto, habíamos solicitado la inclusión de este beneficio en virtud de que ya lo gozaba el Poder 
Judicial desde tiempo atrás. Sabido es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, si bien no integra el 
Poder Judicial, tiene una estrecha vinculación institucional con este Poder del Estado, fundamentalmente en 
lo que refiere a los mecanismos de funcionamiento y su estructura organizativa. Esta propuesta procura - 
desde largo tiempo atrás— equiparar esa situación que genera conflicto con los funcionarios que sabiendo que 
son de la misma familia -por decirlo de algún modo- tienen una diferencia significativa. 


Sabemos que está en proyecto un sistema nacional de salud que, eventualmente, haría que esta iniciativa no 
tuviera mayor sentido. Sin embargo, decidimos mantenerla porque ese sistema aún no se ha concretado y, 
además, porque en el año 2005 ella no fue recogida en virtud de haberse considerado que a esta altura ya 
estaría vigente. De manera que, en la medida en que eventualmente pueda no concretarse esa iniciativa, 
entendemos que esto quedaría como una reserva a los efectos de buscar la mejora de todos los funcionarios 
del Tribunal. 


En términos generales, este es el proyecto de Rendición de Cuentas que presentamos y que aspiramos que los 
señores legisladores tengan en consideración. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si tienen algún planillado del costeo, en cuyo caso sería bueno 
que nos lo hicieran llegar. 


SEÑOR BEATI- El costo total del articulado que presenta el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo es $ 3:700.000 anuales. 


SEÑOR ASTI.- A raíz de las apreciaciones del Presidente del Tribunal con respecto al seguro de salud 
y la posibilidad de que no se concretara, queremos recordar que la Ley N” 18.131, aprobada en mayo, 
ha creado el Fondo Nacional de Salud que incluye a los funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, poniendo a cargo de Rentas Generales el aporte del 5% que el organismo va a realizar, 
así como la financiación del aporte de los funcionarios en la escala que la propia ley establece. De esa 
manera, primero se cubre totalmente el 3% por parte del Estado, al año siguiente el 2% y al siguiente 
el 1% hasta quedar incorporado -seguramente ya con la Ley del Sistema Nacional Integrado de Salud— 
para todas las personas incluidas en la seguridad social. Por lo tanto, los funcionarios del Tribunal ya 
estarían cubiertos por la disposición legal simplemente a partir de la reglamentación, lo que sucederá 
en los próximos días o semanas. 


El contador Beati señala que en el monto no habían incluido el costeo del Fondo del Seguro de Salud, por lo 
que los demás artículos tienen el costo que acaban de mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No obstante, es importante que se nos haga llegar el documento con el costeo 
por artículo. 


SEÑOR TROBO.- Al obtener la información que se ha pedido para poder evaluar el volumen de 
recursos que solicita el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, seguramente estemos cerca de 
encontrar una solución legislativa al problema. 


Me parece importante tener en cuenta la mención a que el Poder Ejecutivo no ha enviado ningún Mensaje 
con respecto al TCA; tampoco lo ha hecho en cuanto a otros organismos del ámbito de la administración de 
Justicia en sentido amplio: Justicia electoral, Justicia administrativa, el propio Poder Judicial, etcétera. 


Advierto, obviamente, que nosotros compartimos la aprobación del proyecto tal como lo ha enviado el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Desde ya exhortamos a que se analice la inclusión de estos gastos 
dentro de los que dispone la Rendición de Cuentas, porque si esta no tuviera ninguna modificación, de 
acuerdo con el Mensaje que ingresó del Poder Ejecutivo, estaríamos ante la circunstancia de que estas 
organizaciones del Estado, tan importantes para el sostenimiento del sistema democrático y del sistema de 
derecho, no podrían seguir desarrollando razonablemente sus actividades. 


Entonces, existe un mecanismo constitucional que establece que los organismos pueden enviar sus mensajes 
al Poder Legislativo para que este tome la decisión adecuada y, en ese sentido, nosotros nos encaminamos a 
acompañar las propuestas que ha realizado el mencionado Tribunal. 


Muchas gracias. 


SEÑORA CHARLONE.- De alguna manera, esto es llover sobre mojado. Sabemos que este es un 
organismo que ha sido relegado; he participado en la dos últimas Administraciones y recuerdo que a 
nivel de este Parlamento no se ha votado ninguna de las propuestas que nos remitiera el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Reitero que estamos ante un organismo relegado desde larga data. 


Me interesa mucho tener el costeo. Los artículos 1” y 2” refieren al rubro Inversiones y son gastos por una 
única vez; los demás son gastos de funcionamiento que hacen a una incorporación más permanente dentro del 
Presupuesto. 


Entonces, con la excepción del artículo 11 -efectivamente, no está en las cifras que ustedes manejaban-, y 
teniendo en cuenta que el organismo se integra al Fondo Nacional de Salud, para nosotros sería muy 
importante tener el costeo anual porque me parece que no estamos hablando de cifras muy significativas. 


SEÑOR LOMBARDI.- Quisiera salvar una omisión. Cuando hice referencia a las disposiciones del 
proyecto omití decir que hay una en particular que refiere a la incorporación de funcionarios que están 
en régimen de pase en comisión en el organismo. 


Los señores Diputados saben -si no es así, les informo- que la plantilla del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo apenas llega a una centena de funcionarios, incluyendo a los Jueces. Hay algunas personas 
que están en comisión en el organismo desde hace cierto tiempo, por lo que nosotros pretendemos regularizar 
esta situación incorporándolos a la plantilla del Tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso tendría costo? 


SEÑOR BEATI.- Estas personas ya son funcionarios públicos y en realidad no hay costo adicional, 
pues salen de un Ministerio o de una oficina pública y pasan a otra. Para el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo esto aumentará su crédito presupuestal final, siempre que el otro organismo dé de baja 
o suplante el cargo. Nosotros lo costeamos como si tuviera costo para el Tribunal. 


SEÑORA ONTANEDA.- Entonces, estaría en ese costo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Presidente, doctor Eduardo Lombardi, y al Director del 
Departamento Contable, contador Eduardo Beati, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la 
información brindada. 


De acuerdo con lo resuelto oportunamente, la Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 11 y 33) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 6) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Universidad de la República) 


Damos la bienvenida a la delegación de la Universidad de la República, integrada por el señor Rector, 
ingeniero Rodrigo Arocena; el señor Pro-Rector de Extensión, señor Humberto Tommasino; la Directora de 
Programación y Presupuestación, señora Beatriz Ruiz; los representantes de los funcionarios, señores Alfredo 
Abelardo y Jorge Taborda; el representante de la FEUU, señor Pablo Cechi; el docente de Agronomía señor 
Gustavo Marisquirena; la doctora Mariana Gulla, de la Dirección General de Jurídica; la contadora Alejandra 
Musacchio, de la Dirección General de Planeamiento; la contadora Gabriela Rossa, de la Dirección General 
de Administración Financiera; el ingeniero Atilio Morquio, Pro-Rector de Gestión; el señor José Luis Olivier, 
Director General de Arquitectura; el profesor Álvaro Gascue, Director de Ciencias de la Comunicación; la 
doctora Graciela Ubach, Directora del Hospital de Clínicas; el señor Luis Bértola, Pro-Rector de 
Investigación; el señor Manuel Flores, de Rectorado; la señora Silvia Castro, Decana de la Facultad de 
Psicología, y señora Gabriela Fachola, Asistente del Rector. 


SEÑOR AROCENA.- Al agradecer la ocasión que la Comisión le brinda a la Universidad de la 
República, permítanme decir al comienzo que en principio no vamos a hacer referencia a dos artículos 
que sabemos que están en el proyecto de Rendición de Cuentas, los artículos 258 y 259, vinculados con 
el Sistema Nacional de Investigadores y temas conexos. El Ministerio de Educación y Cultura informó 
oficialmente a la Universidad de la República que el Poder Ejecutivo había dispuesto el retiro de esos 
artículos. En el caso de que el Poder Legislativo entendiera del caso tratarlos, por supuesto que 
descontamos que como lo establece el artículo 202 de la Constitución, seremos consultados, como 
Universidad específicamente, en cuyo caso la normativa vigente establece que debemos dar 
intervención a la Asamblea General del Claustro. 


Por consiguiente, entendemos que en esta invitación que -repito- agradecemos, nuestra intervención ha de 
versar sobre la temática de la Rendición de Cuentas y el proyecto universitario. Por supuesto, si los señores 
legisladores y las señoras legisladoras desean plantear cualquier cuestión relativa a ese u otros temas, 
tendremos el honor de presentar los puntos de vista de la conducción universitaria. 


Entrando en materia, nos permitimos plantear una mirada a la década de 2000, en particular, llamar la 
atención de ustedes sobre la columna de la derecha, que indica la participación de la Universidad en el 
Producto Bruto Interno del país. Como se ve sin dificultad y como lo subrayaremos a continuación, de allí 
surgen dos conclusiones. 


En primer lugar, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Presupuesto, en términos absolutos habría un 
incremento significativo a 2009 con respecto a 2001. En cambio, en términos relativos, solo habría una 
recuperación de lo invertido en 2001. 


Vale la pena considerar la inversión propiamente dicha en gente estudiando. Tenemos hoy el gusto de poder 
anunciar los resultados del censo 2007, parte del esfuerzo de la Universidad por conocerse mejor y ponerse 
en situación de transformarse. Muy brevemente: en 1999 había 68.800 estudiantes, y hoy hay 79.528. En 
1999 se invertía en pesos constantes de 2007 $ 38.710 y en 2007 se está invirtiendo prácticamente la misma 
suma. Esto refuerza la idea de que todavía no hemos logrado hacer una inversión significativamente mayor 
en términos de educación superior. 


Naturalmente, partimos de la base de que hay un gran consenso nacional según el cual la transformación de 
la enseñanza uruguaya debe apuntar a generalizar la educación terciaria. Teniendo en cuenta la población del 
país, esto significa que en algunos años tendríamos que estar en condiciones de ofrecer diversas modalidades 
de educación de calidad a más de 30.000 nuevos jóvenes por año. 


Veamos brevemente los niveles de formación, de manera siempre muy sucinta. Si miran la primera fila de 
esta columna verán una línea de ingresos importante y relativamente estacionaria. Verán una línea de 
graduados en crecimiento pero lento, y algo que quizás no siempre se tiene en cuenta y es que en la 
Universidad de la República, además de graduados hay posgraduados, una importante contribución a la 
enseñanza llamada de cuarto nivel. 


Nosotros describimos esta situación como de avance pero insuficiente. No estamos conformes con ella. 
Tenemos que hacer más, mejor y diferente. En ese sentido, la Universidad de la República no pretende hacer 
las transformaciones sola ni se conforma en absoluto con lo que hace. Necesitamos -lo decimos como clave 
resumida- civilizar la enseñanza hacia adentro y hacia afuera. Permítanme decir brevemente en qué estamos 
pensando. 


Tenemos una oferta educativa que estamos ampliando. Al día de hoy la Universidad de la República ofrece 8 
títulos intermedios, 94 de grado y 118 de postgrado. Tenemos que ampliar esta oferta. Tenemos que 
diversificarla, combinando formas distintas, que es la clave de la enseñanza permanente en el siglo XXI. 
Tenemos que enriquecer la enseñanza y eso significa algo muy difícil. Significa que tenemos que poder 
ofrecer enseñanza diversa para gente en situaciones diversas con vocación igualitaria, teniendo en cuenta que 
según la edad, inserción socio laboral, experiencia previa, hay que enseñar de manera diversificada. Como se 
ha dicho tantas veces, si uno quiere igualar tiene que enseñar a gente en situación diferente de manera distinta 
para llegar a tener posibilidades de que todos avancen en la enseñanza. 


Ampliar en el siglo XXI la enseñanza permanente, quiere decir cada vez más enseñar en contextos de 
investigación. Lo único que se enseña de manera definitiva es a seguir aprendiendo. Para eso se necesita 
estudiar en lugares donde lo que se esté haciendo es afrontando problemas, investigando, no trasmitiendo una 
enseñanza cristalizada sino afrontando situaciones nuevas. En esta perspectiva es que le damos una 
importancia todavía mayor que en el pasado a la extensión universitaria, a vincular la enseñanza con la 
atención de problemas sociales. La extensión universitaria es una clave para que nuestros jóvenes, y no tan 
jóvenes estudiantes -porque tenemos que enseñar a gente de todas las edades—, puedan aprender por 
problemas, acometiendo en colaboración la solución de problemas colectivos. 


Se habla mucho de la sociedad del conocimiento, quizá demasiado, pero no siempre se tienen en cuenta las 
exigencias de enseñar en dicha sociedad. Es imprescindible enseñar mediante el concurso de docentes que no 
solo enseñen sino que también estén creando conocimiento -o sea, haciendo investigación- y usando con 


fines socialmente útiles, en colaboración con otros actores, esos conocimientos, o sea, haciendo extensión, lo 
que implica alta dedicación. Cada vez más se necesita que los así llamados funcionarios no docentes, y que 
nosotros preferimos llamar funcionarios técnicos, tengan una creciente capacitación, desde la atención a los 
laboratorios, a la administración de la enseñanza, pasando por las más diversas actividades. La función 
técnica en una Universidad moderna es una función compleja. 


Por supuesto que es imprescindible, ni qué decirlo, la infraestructura edilicia y el equipamiento moderno. 
Saludamos la preocupación nacional por equipar de manera moderna a otras ramas de la enseñanza; 
confiamos en que eso sea una preocupación integral. 


Nos parece importante, antes de plantear la solicitud incremental, hacer una brevísima referencia a la gestión 
de los recursos ya asignados. Por cierto, en el balance de ejecución los señores legisladores encontrarán todos 
los detalles que consideren necesarios. 


En este primer cuadro sobre la gestión de los recursos se puede apreciar sin dificultad que en materia de 
retribuciones la Universidad ejecuta el 99,97%, y en gastos e inversiones ejecuta el 100%. Creo que no 
estamos exagerando cuando decimos que las rentas generales son ejecutadas prácticamente al ciento por 
ciento. 


Nos parece importante llamar la atención de ustedes sobre la ejecución de inversiones, en la medida en que se 
ha divulgado cierta información que queremos precisar. Como verán, en la primera fila del cuadro se da 
cuenta de la ejecución de las rentas generales, las que provienen del Estado y que deben ser ejecutadas en el 
correspondiente ejercicio. Se ejecuta el ciento por ciento. En la segunda fila se da cuenta de la ejecución de 
los fondos de libre disponibilidad en materia de inversiones, vale decir, los fondos que provienen de 
convenios y colaboración de diverso tipo, en particular obtenidas por relaciones académicas internacionales. 
Es de hacer notar que eso lleva a triplicar el monto disponible de inversiones, lo cual no es menor y muestra 
un esfuerzo importante. Por supuesto que como esos fondos son de libre disponibilidad, una buena ejecución 
es ejecutarlos de tal manera de maximizar su uso. Por consiguiente, cuando se trata de comprar con ellos un 
cierto equipamiento, se dispone del tiempo necesario para que el equipamiento adquirido sea el más 
adecuado posible y no se trata de ejecutarlo en el mismo año sino de la mejor manera posible. Por eso la 
combinación de los dos tipos de financiación da el 66% que ha sido divulgado; pero, en realidad, lo que debe 
ser ejecutado en el Ejercicio anual se ejecuta al 100%. 


Pasemos ahora al incremento para 2008 según lo establecido por la Ley de Presupuesto. En el artículo 436, 
de incremento general, se prevén $ 95:000.000; en el artículo 453, proyectos educativos de impacto social, se 
prevén $ 64:000.000; y en el artículo 454, readecuación salarial, $ 66:000.000. Es un aumento significativo, 
de un 10,6%, como lo han estimado nuestros técnicos. 


Ahora bien: es importante contextualizarlos. Del año 2005 al 2006 el Producto Bruto Interno del país creció 
7% en términos reales y la recaudación del Gobierno, según datos del Banco Central, también creció, del 
22,9% al 23,7% del PBI. Por consiguiente, la recaudación pública creció 10,7% en términos reales. El 
presupuesto asignado a la Universidad de la República crecerá, de este año al próximo, más o menos en la 
misma cifra. 


Pasemos, pues, tras haber hecho una breve revisión numérica, a los fundamentos conceptuales del incremento 
solicitado. Son esencialmente dos. El primero refiere a lo que pensamos que es una causa nacional: colaborar 
a lograr la generalización de la enseñanza avanzada, permanente y de calidad, combinada a lo largo de la vida 
entera con el trabajo. No resisto la tentación -proviniendo de la disciplina de la que provengo- de señalar una 
comparación que ha sido muy notoria a nivel internacional. En los años setenta Corea y Brasil presentaban 
exactamente los mismos índices de producción, de crecimiento de la producción y de educación; en los años 
noventa eso había cambiado sustantivamente. ¿Cuál era la gran diferencia entre ambos países? Había 
muchas, pero una fue muy relevante: Brasil mantuvo su vieja tradición elitista en educación superior, con una 
matrícula del orden del 15% del tramo de edad correspondiente al nivel universitario, mientras que Corea la 
llevó a más del 60%. ¿Cuál es la apuesta uruguaya? Nosotros pensamos que no puede ser si no lo que 
ponemos en la gráfica como primer fundamento conceptual del incremento solicitado. 


El segundo fundamento conceptual es colaborar con el cumplimiento de lo que entendemos que es un 
compromiso nacional asumido por el Gobierno, pero que refleja una voluntad de la nación entera: alcanzar en 
2009 una inversión pública en educación no menor al 4,5% del PBI. 


En ese contexto, revisemos brevemente los fundamentos numéricos del incremento solicitado recordando el 
gasto público en educación como porcentaje del PBI en lo que va de la década y con cifras que no son 
nuestras sino del Ministerio de Educación y Cultura, que, por cierto, nos parecen plenamente confiables. 
Creo que a gente tan avezada como la que me hace el honor de escucharme la gráfica me exime de mayores 
comentarios. Si queremos avanzar en el sentido indicado, necesitamos que esa gráfica conozca un incremento 
sustantivo. 


Cómo encaramos esta cuestión es el segundo aspecto sustantivo de nuestros fundamentos numéricos. 
Hicimos un cálculo sencillo -quizás demasiado sencillo-: calculamos cuánto sería lo que habría de invertir el 
país en 2009 si se cumpliera el compromiso de destinar el 4,5% del PBI a la educación. Tomamos de los 
especialistas en el tema la estimación del Producto Bruto Interno para ese año; supusimos que se mantendrá 
la participación en el gasto educativo de la Universidad de la República, y entonces, mediante operaciones 
muy sencillas, calculamos cuánto faltaría para alcanzar el 4,5% en lo que le corresponde a la Universidad, 
vale decir, cuánto habría que incrementar lo ya establecido por la Ley de Presupuesto. Nos da los $ 
1.045:000.000 que aparecen en la penúltima fila de esta transparencia. Por consiguiente, dado que se trata de 
un tramo de dos años, pensamos que lo razonable es plantear para 2008 aproximadamente la mitad del 
escalón que tenemos que subir en dos años. Estamos, pues, solicitando un incremento por encima de lo 
previsto en la Ley de Presupuesto del orden de los $ 520:000.000. 


Ahora bien: naturalmente, tenemos que sintetizar -tratando de hacer el mejor uso posible de vuestro valioso y 
escaso tiempo- la explicación de para qué estamos solicitando más. De los $ 520:000.000 que solicitamos, $ 
312:000.000 serían para recuperación salarial y adecuación de escalas; $ 26:000.000 para iniciar un plan de 
obras en perspectiva académica de largo plazo; $ 26:000.000 para fortalecer la investigación científica y 
tecnológica; $ 52:000.000 para mejorar la atención a la salud, y -algo sobre lo que queremos llamar 
especialmente vuestra atención- $ 104:000.000 para la reforma hacia adentro y hacia afuera, en un sentido 
que explicaremos casi en seguida. 


Pasemos, pues, al articulado. 


El artículo 1” que proponemos en esta Rendición de Cuentas refiere a asignar al Inciso correspondiente a la 
Universidad de la República -con el propósito de llegar al 4,5%, que es una meta nacional- las partidas que 
iremos indicando. En el literal a) del artículo 1? se destinan $ 312:000.000 a la recuperación salarial y a la 
adecuación de escalas de sueldos de funcionarios docentes y técnicos. Permítaseme fundamentar brevemente 
esto. Pensemos, por ejemplo, en los sueldos docentes con carga horaria de 20 horas semanales -que es más o 
menos la situación promedial-, con vigencia a enero de este año. Lleven, por favor, su atención nada más que 
al primer dato y al último que figuran en la transparencia: el Ayudante Grado 1, con 20 horas -es el inicio de 
la vida académica, si uno está dispuesto a correr ese riesgo que significa dedicarse a la vida académica en el 
subdesarrollo-, gana $ 3.770, y un Profesor titular Grado 5 -una vida dedicada a la labor académica- percibe $ 
8.700. 


Pasemos ahora a los sueldos de los funcionarios no docentes. Vean ustedes en la carrera administrativa - 
Escalafón "C"- algunos ejemplos de retribuciones nominales con 40 horas. Llevemos otra vez la atención 
sobre el comienzo y sobre el final de la carrera. Creemos que las cifras que aparecen justifican de por sí y sin 
necesidad de mayor retórica lo que estamos solicitando. 


Está claro que en la enseñanza -como en tantas otras cosas- los recursos fundamentales son la gente, los 
docentes. En ese sentido, por ejemplo, un Profesor Adjunto, con 30 horas -es una persona que está en la 
mitad de la carrera, que presumiblemente tiene hijos pequeños y que cuenta con más de 20 años de educación 
formal, a la que, además, en muchos casos se le está exigiendo un doctorado- tiene un sueldo nominal de $ 
10.956. 


Entre los funcionarios no docentes -36% de los cuales ocupan cargos que exigen formación específica, y un 
porcentaje mayor la tiene; permítaseme repetirlo: son funcionarios técnicos-, por ejemplo, un Grado 8, que 
está en un nivel intermedio de la carrera y que para llegar ahí ha tenido que ganar más de un concurso, con 7 
horas diarias, percibe un sueldo nominal de $ 9.200. Por supuesto que sabemos que las comparaciones son 
odiosas y lo último que se nos ocurriría sería sugerir algo diferente que buscar que se mejoraran las 
retribuciones de toda la función pública, pero, para tener un elemento de comparación, queremos señalar que 
un reciente llamado para ingresar como suplente de ayudante en un banco público, con 6 horas y media de 
trabajo, tenía una retribución sensiblemente más digna: $ 15.600. 


¿Cuál es la realidad? Se resume en dos frases: funcionarios técnicos que dejan la Universidad de la República 
y se nos van a la actividad privada o a otros ámbitos de la actividad pública, desmantelando nuestros cuadros 
más capacitados, y docentes jóvenes que dejan el país. Siguieron abandonando el país durante el año pasado, 
y permítaseme hacer de nuevo un breve paréntesis. Si hace algunas décadas la situación más difícil de los 
países subdesarrollados tenía que ver con la succión de los recursos materiales, hoy por hoy es la succión de 
los recursos humanos altamente capacitados la más complicada. Si ustedes leen las nuevas normas 
migratorias de los países del norte verán la alfombra roja que tienden a nuestros jóvenes altamente 
capacitados. No pretendemos competir con los salarios del norte; es la vocación patriótica la que retiene a la 
mayoría de la gente que se queda; pero esa vocación patriótica tiene que ser acompañada por condiciones 
materiales mínimas. 


Queremos avanzar hacia soluciones edilicias de fondo. Por eso en el literal b) del artículo 1* se solicita una 
partida de $ 26:000.000 para iniciar un plan de obras a largo plazo, que piense en conjunto la planta física de 
la Universidad y la adecue al crecimiento de la matrícula y a la transformación académica que estamos 
proyectando. Estas son grandes urgencias. La inversión en infraestructura edilicia creció a comienzos de esta 
década, se redujo a un mínimo durante la crisis y ahora viene recuperándose -lo anotamos-, pero aún está por 
debajo del nivel de 1999, cuando teníamos 70.000 estudiantes; ahora tenemos 80.000. Todos los señores 
legisladores y las señoras legisladoras saben que la mayor parte de nuestros edificios son antiguos, pero 
quizás no sepan acerca del mantenimiento deficitario que nos vemos obligados a darles; cada vez que hay 
una lluvia importante, algún destacado científico me dice que equipamiento de primer nivel ha quedado 
seriamente comprometido. 


Nos hacemos una interrogante. El país en diversos momentos ha apostado a invertir fuertemente en edificios 
que han quedado como símbolos de ciertas etapas de la historia nacional. ¿Cuáles serán en el siglo XXI los 
edificios que simbolicen al Uruguay? ¿Habrá grandes edificios vinculados con el conocimiento, la educación 
y temas conexos? Confiamos en que sí. 


En el inciso C) del artículo 1% se solicita una partida de $ 26:000.000 para fortalecer las capacidades de 
investigación, en el entendido de que es una función estructural y definitoria de la Universidad, pero la 
investigación para su utilización social en los más diversos ámbitos de la vida nacional. La Universidad de la 
República tiene más de 360 grupos de investigación. A veces me dicen que tengo que ser concreto y decir qué 
hacen. ¿Acerca de cuál de esos 360 grupos quieren que les diga en concreto lo que hacen? Podría hacerlo 
acerca de varios de ellos pero, por ahora, solo me limito a hacer un subrayado: es difícil encontrar un ámbito 
del Uruguay social o del Uruguay productivo en el que no haya colaboración de la Universidad. 


Ahora bien; la Universidad quiere contribuir a construir sistemas, usar ciencia, tecnología e innovación para 
el desarrollo, pero es algo que en ninguna parte del mundo hace la Academia sola. La Universidad quiere que 
haya más investigación fuera de ella, porque eso ayudará al país y nos planteará mejores posibilidades de 
colaborar. ¡Ojalá dentro de algunos años haya crecido la investigación universitaria pero, sobre todo, la 
investigación en el conjunto del país! A eso apuntamos. Me permito señalar que uno de los programas más 
importantes de nuestra Comisión de Investigación Científica es el relativo a la investigación con el sector 
productivo; en un quinquenio recibimos trescientas solicitudes y pudimos atender unas cien. 


Sin ánimo de entrar en detalles, es preciso señalar que este refuerzo que se solicita para la investigación es un 
cimiento para el mayor esfuerzo nacional en creación de conocimientos. Más del 80% de las publicaciones 
provienen de la Universidad; el 85% de los investigadores del Fondo Nacional de Investigadores -otros datos 
más podrían demostrarlo-, el 75% de los responsables de los proyectos aprobados en el marco del programa 
Desarrollo Tecnológico son universitarios y, para no aburrirlos con demasiados detalles, voy a la penúltima 
línea de la lámina que estamos viendo, que muestra que el 70% de los proyectos del Fondo de Promoción de 
la Tecnología Agropecuaria, en llamados abiertos, fueron ganados por equipos universitarios. Eso quiere 
decir que hacía mucho que se venían preparando, trabajando para encarar la problemática nacional. Si se 
quiere un ejemplo concreto de vinculación con la problemática nacional, allí hay uno, entre otros. 


Decimos, pues, que queremos hacer más en la Universidad pero, sobre todo, mucho más en otros ámbitos. 
Nos movemos con la idea típicamente de la ciencia y de la tecnología latinoamericana de colaborar a 
construir un triángulo entre la Academia y el mundo de la educación por un lado, el mundo empresarial y el 
de la producción por otro, y el Gobierno por otro. Cuando esos tres vértices se conectan es que la 
investigación avanza y sirve al desarrollo. 


Además, porque no estamos conformes con nosotros mismos, en el inciso D) del artículo 1” estamos pidiendo 
una partida de $ 104:000.000 para colaborar con el impulso a la reforma de la Universidad y a la 
transformación de la enseñanza pública en su conjunto. Hay claves internas y externas para esta reforma. Por 
ejemplo, no podemos seguir aceptando una deserción alta como la que tenemos. La hay en todas las 
Universidades abiertas del mundo, inclusive en Universidades privadas de matrícula restringida; la deserción 
tiene mucho que ver con cuestiones sociales, ajenas a nuestra posibilidad de incidir; pero no nos refugiamos 
atrás de esas coartadas. Queremos transformar nuestra educación para que más muchachas y muchachos 
puedan culminar estudios universitarios. Por ejemplo, la reforma incluye, como una clave interna, tener 
ciclos iniciales optativos por cada área de conocimiento. ¿Qué significa esto? Hoy por hoy, si una muchacha 
entró a Derecho y descubre que, en realidad, es Biología lo que quiere hacer, debe volver a la enseñanza 
media. Si fuéramos capaces de ofrecer ciclos iniciales optativos, podría pasar de Derecho a Biología, y algún 
día ser una especialista en las cuestiones jurídicas de las nuevas tecnologías biológicas. Eso es la enseñanza 
moderna, de la cual podríamos dar otros ejemplos. Queremos hacer carreras compartidas, que estamos 
haciendo no pocas -si quieren daré detalles en su momento-; queremos incentivar ofertas regionales en 
distintas partes del país. Para ejemplificar, les cuento que venimos recientemente de una estimulante 
graduación de técnicos universitarios en Turismo de la Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación 
en el este. 


También queremos crear un espacio interdisciplinario. La estructura de nuestra Universidad es buena por 
disciplinas, pero es muy débil en cuanto a la colaboración interdisciplinaria, por ejemplo, para carreras tan 
importantes para el país -ofrecidas desde hace tiempo por nuestra Universidad-, como Ingeniería de los 
Alimentos; queremos hacer transformaciones académicas en ese sentido. 


Por cierto, como la vocación de la Universidad y lo moderno en docencia es vincular enseñanza, 
investigación y extensión, en este período le estamos dando importancia sobresaliente a los programas 
integrales; queremos que nuestros estudiantes se formen combinando investigación y extensión. 


Hay claves externas de la reforma, de la colaboración con el país. Necesitamos, por ejemplo, impulsar 
programas regionales de enseñanza terciaria. ¿A qué le llamamos programas regionales? A la colaboración en 
cada región del país con la ANEP, con las Intendencias, con diversos actores sociales, para aprovechar mejor 
los recursos materiales y sobre todo humanos disponibles en cada región, para propulsar la autogestión de 
cada una de ellas, para hacer, en colaboración, programas más adaptados a las necesidades y posibilidades del 
mundo del trabajo en cada región. 


También en colaboración queremos avanzar en un esfuerzo que tenemos en marcha con la ANEP, yendo de 
las carreras tecnológicas terciarias ya implementadas a algo más ambicioso: crear conjuntamente nuevas 
instituciones tecnológicas de tipo terciario. En esta colaboración con la ANEP cabe distinguir un enorme 
esfuerzo conjunto -a esta altura, ya muy prometedor- entre la UTU y el área agraria para enseñar 
conjuntamente en todo el país. 


Quisiéramos que en esta etapa, en la que el Uruguay repiensa la formación de sus docentes, la Universidad de 
la República pudiera colaborar mejor, sin ninguna vocación de monopolio. Más aún -para concluir con esta 
transparencia-, queremos avanzar hacia un sistema de enseñanza terciaria pública. Queremos colaborar para 
que se creen nuevas instituciones de enseñanza terciaria; no pretendemos ningún tipo de mirada hacia adentro 
de carácter ombliguista o monopólico. En resoluciones recientes y unánimes de la conducción universitaria 
se apuesta a colaborar en la creación de una red de instituciones de enseñanza terciaria pública autónomas, 
cogobernadas, vinculadas entre sí, que permitan una pronta incorporación de la gente al mundo del trabajo y 
también que todos puedan seguir aprendiendo siempre. 


La atención a la salud justifica el artículo 2% de nuestro proyecto. Se solicita una partida de $ 52:000.000 para 
la mejora de la atención a la salud, incluyendo la adecuación de la estructura funcionarial del Hospital de 
Clínicas. Conocimiento y salud pueden ser ejemplificados por todo lo que se hace: medicina, psicología, 
odontología, enfermería, Facultades muy activas y sus Escuelas; es una amplia labor asistencial que se 
combina con generar y trasmitir conocimiento. Y también, por supuesto, lo que se hace -de manera 
reconocida por la población-, en el Hospital de Clínicas, el mayor del país, por sus consultas externas, las 
emergencias, las camas disponibles, las cirugías y otros factores altamente destacados, como su medicina 
altamente especializada, que involucra a muchos funcionarios técnicos y docentes. Hay algunos artículos 
adicionales. Uno es el artículo 3%, que otorga a la Universidad una partida de $ 32:000.000 para atender las 


expectativas generadas por una situación que varios de los señores Diputados aquí presentes conocen bien, 
que tiene que ver con las diferentes interpretaciones de lo dispuesto en el inciso final del artículo 436 de la 
Ley N* 17.930, que dio lugar a una serie de mesas de negociación. Esta reivindicación fue parcialmente 
reconocida en la Rendición de Cuentas del año pasado, por lo que somos optimistas en cuanto a que este año 
se complete su reconocimiento. 


El artículo 4” -que no hace otra cosa que reiterar lo ya establecido este año- asigna una partida como adelanto 
a cuenta del incremento dispuesto en el artículo 476 de la Ley de Presupuesto y apunta -en completo acuerdo 
con la visión que desde el Poder Ejecutivo se ha manejado en esto- a que cuando mejore la recaudación del 
Estado una parte de esta se invertirá en los recursos humanos. 


El artículo 5” -por cierto, tomado de manera idéntica en el proyecto de la Universidad y en el del Poder 
Ejecutivo- tiene que ver con los llamados proyectos de inversión, sobre los que, aunque son muy importantes, 
los paso rápidamente porque reiteran objetivos ya planteados antes. En el literal a) refieren al desarrollo 
universitario en el interior del país. Por su parte, en el literal b) hacen mención a los proyectos conjuntos con 
la ANEP en la educación terciaria y tecnológica, de los que ya hablé. En el literal c) se habla de la inversión 
de mantenimiento y avance en infraestructura edilicia y no edilicia, porque además de las cuestiones de 
edificios hay todo un tema de equipamiento de la enseñanza, al cual ya se hizo referencia. El literal d) tiene 
que ver con la capacitación. Nuestra Universidad ya es de posgrado, y no menos importante que la 
capacitación de posgrado es la capacitación de los funcionarios técnicos, a lo que se destina en este literal una 
suma, por cierto, modesta. Finalmente, el literal e) apunta a las capacidades de apoyo de los sectores 
productivos, asignando $ 12:000.000. Déjenme decir que este año, con esa misma suma, se hizo un llamado, 
y de los proyectos académicos, excelentes, quedaron sin financiar montos de $ 22:000.000, alguno 
presentado -sería de mal gusto no mencionarlo- por alguno de los científicos uruguayos de mayor destaque 
internacional, pero se pudo financiar lo posible. 


El artículo 6” apunta a la redistribución de los funcionarios de la Universidad. Lo que se busca es que los 
créditos presupuestales correspondientes a los cargos redistribuidos permanezcan en el organismo de origen. 
Los señores Diputados entienden mucho mejor de qué se trata esto. La Universidad cuenta con el mínimo 
imprescindible de personal para su funcionamiento, pero muchos de sus funcionarios se capacitan 
activamente. Por consiguiente, muy a menudo están sobrecapacitados para la función que desempeñan. Son 
pedidos permanentemente. Yo recibo llamadas telefónicas todo el tiempo de Ministerios e Intendencias y 
desde otros sectores del Estado. Entonces, ¡qué más queremos que ayudar a que nuestros funcionarios puedan 
colaborar con el Estado a nivel de su competencia! Pero para eso necesitamos no perder las partidas 
correspondientes, porque si no, ¿cómo suplimos esa función? 


El artículo 7" refiere a lo que ya hemos pedido otras veces, es decir, que se exonere a la Universidad del pago 
de los aportes patronales a la seguridad social vinculado con las retribuciones financiadas con fondos de libre 
disponibilidad. Esto, simplemente, tiene que ver con el pedido de equiparar a la Universidad de la República 
con el régimen que tienen las instituciones de enseñanza privada; nada más que eso. El año pasado se nos 
pidió que dijéramos cuánto significaba esto en números. Allí tienen los señores Diputados cuál fue la 
ejecución en el año 2006 en retribuciones personales y qué es lo que correspondería en este asunto de aportes 
patronales. Me permito señalar que, sin esta equiparación, lo que sucede es que hacer convenios con la 
Universidad de la República resulta más caro que hacerlo con otras instituciones de carácter privado. 
Resolver esta situación es un pedido, me atrevería a decir casi desesperado de muchos investigadores que ven 
que convenios de colaboración con el sector productivo o con las urgencias sociales se detienen por este 
mayor costo. 


Asimismo, en el artículo 8” se pide la actualización de los créditos vinculados con medicamentos, 
alimentación y material hospitalario. Esto ya lo hemos solicitado antes. Aquí señalamos qué es lo que 
significa no lograrlo: hay una cierta pérdida que en un largo plazo, desde enero de 2001 hasta mayo de 2007, 
se estima en el orden de los $ 75:000.000. En los dos últimos años ha disminuido eso, pero igual sigue siendo 
una pérdida relativamente significativa para los montos que nosotros manejamos. Ha disminuido porque 
también lo ha hecho la inflación en el país. 


El artículo 9” declara que la Universidad no debería ser sujeto pasivo de los impuestos a los que se refiere el 
artículo 22 de la Ley_N* 17.453. Nuevamente, esto tiene que ver con equiparar a la Universidad de la 
República con las instituciones de enseñanza a las que hace referencia el artículo 69 de la Constitución. 


Simplemente buscamos que esa situación sea la misma, lo que nos permitirá una renovación del parque 
automotor para tenerlo en condiciones razonables y un mejor aprovechamiento de los recursos y búsqueda de 
mejor inversión de esos gastos. Es, pues, nada más que una equiparación con instituciones educativas y 
culturales privadas lo que se está solicitando en este artículo. 


Notamos que se está avanzando en esta dirección, pues parcialmente ha sido recogida nuestra preocupación 
en el artículo 268 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


Finalmente, el artículo 10 que proponemos declara que los créditos presupuestales relacionados con el 
artículo 453 deben ser actualizados de acuerdo con los criterios establecidos por el artículo 3” de la misma 
ley. Aquí de lo que se trata es de algo muy simple. Se trata de que en materia de proyectos educativos de 
impacto social, que son los establecidos en el artículo 453, no se deteriore nuestra capacidad de contratar 
colaboradores por falta de actualización. 


En fin, es tiempo de recapitular. Para alcanzar el 4,5% al 2009, y con la actual participación de la 
Universidad en el gasto educativo, se requiere un incremento de $ 1.045:000.000 en dos años. Para el año 
2008 solicitamos $ 520:000.000 adicionales a lo otorgado por la ley. Eso llevaría la participación de la 
Universidad en el Producto Bruto Interno a un 0,71%. La media en la OCDE de presupuestos que 
corresponden a PBI per cápita mucho más altos es el doble. Creemos, pues, que estamos simplemente 
acercándonos a una inversión importante en educación. 


Para concluir, agradeciendo el tiempo que nos han dispensado, queremos decir que notamos que el país viene 
haciendo un gran esfuerzo por dejar atrás una crisis cuyas huellas están todavía presentes. Hoy, en esta 
perspectiva de volver a mirar al futuro con cierto optimismo, es tiempo de reflexionar. ¿Cómo saldremos del 
subdesarrollo? ¿Cómo haremos apuestas a largo plazo? La Universidad de la República quiere colaborar en 
esto, transformándose y ayudando mejor al Estado y al país todo. Estamos convencidos de algo: mañana solo 
habrá desarrollo con más esfuerzos -estamos dispuestos a dejar el alma en la cancha para esforzarnos-, con 
ideas -estamos proponiendo ideas para la transformación de la enseñanza-, pero también con recursos. Si 
queremos que haya desarrollo es tiempo de hacer una inversión importante en conocimientos y en el aumento 
de la calificación. Estamos seguros de que el Parlamento entiende muy bien eso, y por esto, desde ya, 
agradecemos la atención que dispensen a nuestros planteos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera dar la bienvenida a la delegación de la Universidad de la República que 
nos visita. 


Sin perjuicio de entrar luego al tema de fondo, quisiera terminar de entender la propuesta de la Universidad 
de la República, sobre todo si la comparamos con la que remite el Poder Ejecutivo, porque de eso se trata 
también esta discusión presupuestal. 


La Universidad nos envía un proyecto de diez artículos que acaba de exponer su Rector; algunos de ellos son, 
por lo menos en apariencia, recogidos en el proyecto del Poder Ejecutivo. El artículo 244 del Poder Ejecutivo 
equivale, aparentemente, al artículo 5 del proyecto de la Universidad de la República. El artículo 4* de la 
iniciativa de la Universidad de la República parece ser el artículo 242, aunque el de esa Casa de estudios no 
refiere a un monto específico y sí lo hace el del Poder Ejecutivo. Del mismo modo, no alcanzo a entender el 
artículo 243 del Poder Ejecutivo. 


Antes que nada, quisiera ver cuáles son las equivalencias económicas, porque el artículo 242 refiere a un 
monto equivalente al recibido en 2007; no sé si es el que consignan los artículos 242 y 243 y si son 
exactamente lo mismo. 


Por otra parte, según acabo de escuchar por parte del Rector, las partidas que pide la Universidad de la 
República, al establecerse en dos años separados, sumadas estarían alcanzando el 4,5% del Producto Bruto 
Interno en el porcentaje o en la cuota parte que de la enseñanza le toca a la Universidad de la República. Esto 
es sí, a su vez, los demás organismos recibieran el porcentaje que les toca, pero en la cuota parte que le 
corresponde a la Universidad, la suma del Ejercicio 2008-2009 alcanzaría el 4,5%. Quisiera saber a cuánto 


asciende el Presupuesto actual, con el incremento que prevé el propuesto por el Poder Ejecutivo en los tres 
artículos del proyecto de Presupuesto remitido al Parlamento. 


Por otra parte, las partidas que están consagradas en los artículos del presupuesto de la Universidad son 
anuales. Quiere decir que una vez que se incorporan al presupuesto, se mantienen. ¿Son anuales en todos los 
casos las partidas que propone el Poder Ejecutivo? En principio, no me parece que sea así en el artículo 244, 
porque refiere al Ejercicio 2008. Si bien el artículo es parecido al otro -por eso dije en principio-, se hace 
referencia a un Ejercicio, mientras que el artículo 5% del proyecto de la Universidad de la República está 
formulado de manera genérica, sin referirlo a un Ejercicio. Esto podría hacer suponer que es una partida que 
se mantendría en cada Ejercicio, mientras que a primera vista me da la impresión de que si el Poder Ejecutivo 
la quiere mantener, debería reiterarla en la próxima Rendición de Cuentas. Ello no aseguraría que se contara 
con los recursos que se solicitan para el Ejercicio 2009, menos aún si tenemos en cuenta que es un año en el 
que la Rendición de Cuentas puede estar aprobándose en tiempos electorales, que limitan el aumento de 
algunos gastos, tratándose de aprobaciones doce meses antes de las elecciones. 


SEÑOR AROCENA.- Creo que lo importante es señalar las diferencias. Desde el artículo 4” en 
adelante no hay diferencias de tipo monetario en nuestro proyecto. Creo que los grandes números son 
los siguientes: "grosso modo", el Presupuesto del Poder Ejecutivo establece unos $ 3.400:000.000 para 
el año 2008 y la Universidad solicita como adicional una cifra del orden de los $ 520:000.000, con lo 
cual la suma sería de aproximadamente $ 3.900:000.000. 


Estamos haciendo una solicitud para un año. En el caso de que ese pedido fuera contemplado, habríamos 
recorrido la mitad del tramo que nos lleva a que, con la proporción actual que tiene la Universidad en la 
inversión en educación, se llegue al 4.5%. En ese sentido, creo que las cifras importantes a subrayar son $ 
3.400:000.000 con respecto al Presupuesto previsto por el Poder Ejecutivo y una partida adicional del orden 
de los $ 520:000.000 para el año 2008. 


Por lo demás, en el artículo 5*, al que hacía referencia el señor Diputado Gandini, estamos cumpliendo lo 
previsto con el artículo correspondiente de la Ley de Presupuesto; en este sentido, el Poder Ejecutivo y la 
Universidad de la República han presentado formulaciones equivalentes. Por consiguiente, creemos que allí 
la fundamentación es esencialmente la misma. 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, aprovecho a dar la bienvenida a los integrantes de la delegación 
invitada; tuve oportunidad de saludar al Rector antes del comienzo de esta reunión. 


En segundo término, creemos que la presentación, muy extensa y documentada, de la Universidad de la 
República, se ajusta a los criterios que ha manejado esa Casa en otras presentaciones anteriores. Todos 
estamos discutiendo y tratando de contribuir a alcanzar lo que plasmamos en la Ley de Presupuesto en cuanto 
a obtener un recurso para toda la educación pública equivalente al 4,5% del Producto Bruto Interno. En ese 
sentido, esta presentación realizada por la Universidad de la República se aparta de la propuesta realizada por 
el Poder Ejecutivo -no quiero catalogar si en forma sustancial o no- teniendo en cuenta las condiciones de la 
situación fiscal del país a juicio del Poder Ejecutivo, según nos presentara hace pocos días el equipo 
económico cuando, precisamente, analizó de manera global la evolución de la situación fiscal: la del año 
2006 y la prevista para los años 2007, 2008 y 2009. 


No creo que este sea el momento de discutir desde cada visión -desde la visión global del Poder Ejecutivo y 
desde la visión particular de la Universidad- cómo se cumple el avance para esa asignación de recursos para 
cada una de las instituciones de enseñanza de la educación pública. 


Ahora que acabamos de recibir la presentación del proyecto de la Universidad, hay algunos aspectos que me 
gustaría destacar respecto a sus cifras. Me refiero a la primera diapositiva, que presenta una mirada a la 
década del 2000. Hago referencia, precisamente, a las cifras del Producto Bruto Interno y del presupuesto de 
la Universidad, que se encuentran en millones de pesos corrientes -obviamente, no estamos hablando de 
dólares ni de pesos constantes-; allí vemos que en 2009 hay un crecimiento de alrededor del 50% del 
Producto Bruto Interno con respecto al 2004, mientras que el presupuesto de la Universidad de la República 
crece más del 90%. Queremos dejar constancia de esta cifra, que no se destaca en la presentación, como un 


aporte más en este intercambio de ideas, de presentaciones, de resultados y de evoluciones de la incidencia 
del presupuesto de la Universidad con respecto al Producto Bruto Interno. 


Del análisis que todos los legisladores y en particular la bancada de Gobierno realicen de la documentación 
presentada por la Universidad -con la cual ya hemos tenido oportunidad de conversar en otras oportunidades- 
ciertamente surgirá la forma de asegurar el compromiso que ha asumido el Gobierno uruguayo en la Ley de 
Presupuesto de llegar al final de su período con el 4,5% del Producto Bruto Interno asignado a la educación 
pública. Buscaremos las fórmulas para que todas las instituciones de la educación pública puedan sentirse 
cumplidas con ese objetivo fundamental que se ha priorizado en nuestro Gobierno con respecto a la 
educación, como también se ha hecho con respecto a la salud, a la seguridad pública y a las obras de 
infraestructura necesarias para el desarrollo, sin olvidarnos de los compromisos con los programas de 
equidad, que son una prioridad absolutamente ineludible desde el punto de vista ético. Por supuesto que los 
presupuestos de educación tienen mucho que ver con ese concepto amplio de la equidad. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero manifestar mi absoluto acuerdo y admiración por una frase que se acaba 
de pronunciar que resume bien lo que tenemos por delante: enseñar a seguir aprendiendo. Me parece 
formidable como forma de pararse frente al siglo XXI. 


Concretamente, mi pregunta va en este sentido. El año pasado, en la Rendición de Cuentas, a través de unas 
gestiones que hicimos entre todos logramos aprobar un artículo que decía: "Los créditos que, al 31 de 
diciembre de 2007, no se hubieran ejecutado por razones fundadas, podrán transponerse al ejercicio siguiente 
con igual destino al previsto, siempre que el monto transpuesto no supere el 20% (veinte por ciento) del 
crédito original". 


El porcentaje del 20% surgió de una negociación que hicimos. 


Quisiéramos saber si fue útil ese artículo que votamos en la Rendición de Cuentas del año pasado. 


SEÑOR MORQUIO.- En realidad, ese artículo rige este año en la ejecución que se está realizando. O 
sea que todavía no podríamos dar una respuesta definitiva. Si algunos fondos no se ejecutan, eso 
permitirá derivarlos para el año que viene, pero por ahora estamos trabajando en la ejecución de los 
fondos de este año. 


SEÑORA CHARLONE.- Realmente ha sido muy completa la exposición que ha realizado la 
Universidad. 


Para quien habla -creo que es compartido por todos nosotros- la meta del 4,5% es un compromiso firme de 
este Gobierno a alcanzarse en el año 2009. Cuando digo que es un compromiso firme de este Gobierno estoy 
diciendo exactamente eso, porque el Gobierno es el Poder Ejecutivo y también el Poder Legislativo. Como 
parte del Poder Legislativo yo me siento muy comprometida y, en la medida de nuestras posibilidades, todos 
debemos hacer lo que sea necesario para llegar a ese 4,5%. 


En realidad, sobre el articulado no me han surgido demasiadas dudas, porque la presentación ha sido muy 
clara. 


Hay un artículo que no está incluido dentro del Presupuesto de la Universidad y no entiendo exactamente el 
abordaje o cómo quedaría institucionalmente lo que se está planteando acá. Concretamente, me parece que 
tiene que ver con recursos que pudieran ser de interés para la Universidad o que de alguna manera den lugar a 
su participación, pero no tengo claro el funcionamiento de este sistema. 


Estoy hablando concretamente del artículo 259, que crea en la órbita de la Agencia Nacional de Investigación 
e Innovación el Sistema Nacional de Investigadores. Aquí también se crea el Fondo Profesor Clemente 
Estable, en el cual aparentemente concursarán los distintos proyectos de investigación. Al mismo tiempo se 
está derogando lo que era, en leyes anteriores, el Fondo Clemente Estable, Programa de Fomento de 
Investigación Científica, que estaba en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura y que tenía una 
comisión honoraria en la que la Universidad estaba participando. 


La consulta que quería hacer es cómo interactúa o va a participar la Universidad dentro de la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación y del Sistema Nacional de Investigaciones. También quiero saber qué 
posibilidades de mayor financiamiento puede haber y si, de alguna manera, este cambio institucional 
favorece las condiciones en que está la Universidad en relación con lo que estaba creado anteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Rector había hecho un anuncio al comenzar la sesión y tiene la 
palabra. 


SEÑOR AROCENA.- Para nosotros es un honor tratar de colaborar para que el tema sea planteado 
con todos los elementos de juicio. 


Con respecto a las cuestiones que plantea la señora Diputada Charlone yo diría, para ser sintético, tres cosas. 


En primer lugar, cuando se creó la Agencia Nacional de Investigación e Innovación, como no podía ser de 
otra forma, la Universidad de la República fue consultada, concurrió a las respectivas Comisiones e hizo una 
serie grande de sugerencias, de las que buena parte de ellas fueron tomadas en cuenta y reflejadas en la 
aprobación final de la ley. Vale decir que la ley que creó dicha Agencia fue adecuadamente discutida, en el 
marco del Poder Legislativo, entre todos los actores involucrados. Nosotros pensamos que se logró un avance 
sustantivo en el texto finalmente aprobado. 


Con respecto a los artículos y a las cuestiones muy relevantes para la investigación e innovación nacional a la 
que hace referencia la señora Diputada Charlone, debemos decir con toda serenidad pero también con 
claridad, que no hemos sido consultados. Esos artículos aparecieron sin que nosotros supiéramos de su 
existencia y el Consejo Directivo Central fue informado por una nota oficial del Ministro de Educación y 
Cultura de que él tampoco tenía conocimiento de esos artículos y de que el Poder Ejecutivo dispondría su 
retiro. 


Esas son cuestiones que menciono a título informativo. Desde nuestro punto de vista, la cuestión fundamental 
es que el sistema de investigación e innovación se construye en base a consulta, conversación y grandes 
acuerdos. Esa es la experiencia de todos los pequeños países que han avanzado en los últimos años; eso es lo 
que quisiéramos poder hacer. Por lo tanto, nos parece que introducir este tema de manera demasiado 
apresurada y sin posibilidades de dialogar ampliamente y de mejorar eventualmente las propuestas, no es lo 
mejor. 


Estamos seguros de que si, por ejemplo, el Poder Legislativo -que, por suerte, tiene Comisiones destinadas a 
estos temas- llama a un intercambio de ideas sobre las cuestiones que planteaba la señora Diputada, nos 
ponemos de acuerdo rápidamente y colaboramos a crear un clima favorable a estas cuestiones. Más no puedo 
responder respecto a qué pasaría con el Sistema de Investigadores o el Fondo Clemente Estable porque más 
no dicen estos artículos y no se nos ha planteado una consulta. Lo que sí debemos decir es que hay una 
legislación vigente del año 1996 y con respecto a ella nos hemos movido, y hemos acudido a la Comisión 
Honoraria para el Fondo de Investigadores creada por esa ley, que está integrada por el señor Ministro de 
Educación y Cultura, por el Presidente del CONICYT y por el Rector de la Universidad. El Rector, por cierto 
que llevando posiciones de la institución, elevó una serie de propuestas que fueron aprobadas por unanimidad 
y ampliamente difundidas, que incluyen la idea de avanzar hacia una nueva institucionalidad. No nos 
queremos quedar en la situación de 1996. Queremos participar y colaborar en la creación de una 
institucionalidad nueva y, al mismo tiempo, hacer cuanto antes un llamado a aspirantes a formar parte del 
Sistema de Investigadores. Hace veinte que trabajo en estas cosas; no puedo decir cuántos investigadores 
tiene el país; no lo sabemos. Si hacemos un llamado como lo estamos proponiendo, en tres meses Uruguay 
puede tener algo que nunca tuvo: la nómina de todos sus investigadoras e investigadores, en qué trabajan y 
qué pueden aportar al país. Estamos seguros de que aquí una suma de esfuerzos y una consulta previa nos 
llevará en muy poco tiempo a una solución mucho mejor y que deje mejores huellas para el futuro que la que 
parece plasmarse en estos breves apuntes que hay en los artículos 258 y 259. 


SEÑOR MACHADO.- Saludamos a la delegación de la Universidad de la República. 


En ocasión del análisis de la Ley de Presupuesto Nacional, recibimos al entonces Rector de la Universidad, 
ingeniero Guarga, que presentó acá un plan estratégico de esa Casa de estudios. Recuerdo que observamos 


con beneplácito un punto fundamental que, luego, en nuestra exposición en la Cámara de Diputados 
destacamos especialmente: la descentralización geográfica, que nos parece medular como aspecto de justicia 
social para todos los uruguayos, no para los montevideanos. 


Queremos preguntar, luego de transcurridos dos años y medio de este Gobierno o desde la aprobación del 
Presupuesto, en qué se ha avanzado en este tema desde la Universidad. A título de ejemplo, queremos decir 
que en nuestro departamento, en Rivera, teníamos cinco cursillos -por llamarlos de alguna manera- 
universitarios, ninguno de ellos absolutamente identificado con lo que las fuerzas vivas de Rivera plantearon 
al ingeniero Guarga en una reunión de la que quizás alguno de los presentes participó. Lo digo porque 
responde a una necesidad, no solo de aquella región sino del país, de contar con una carrera de ingeniero en 
maderas 


Hace un tiempo intentamos hablar con el actual Rector de la Universidad y no tuvimos la suerte de que nos 
devolviera el llamado, porque le queríamos plantear aspectos de esa materia. La pregunta es la siguiente: ¿en 
qué ha avanzado la Universidad en términos de descentralización geográfica efectiva? 


SEÑOR AROCENA.- Lo primero que quiero hacer es disculparme enormemente; no supe de esa 
llamada. Me hago responsable e invito al señor Diputado a conversar a la brevedad, ya sea en su 
despacho o en el mío. Le pido disculpas; debe haber sido un error de algún compañero de trabajo y lo 
asumo yo, como corresponde. 


SEÑOR MACHADO.- De ninguna manera le estoy pasando una factura; no lo tome por ese lado. 
Simplemente me parecía un tema medular, entonces, hice contacto en distintos lugares del mundo. Me 
pareció interesante la experiencia de la Universidad de Planalto Catarinense y quería volcarla a la 
Universidad de la República porque, reitero, me parece un tema medular. El sistema forestal ha 
crecido enormemente en el Uruguay, hoy es un pilar básico de la economía y lo va a ser cada vez más 
en nuestro país.. Sin embargo la Universidad de la República en ese tema está ausente. 


SEÑOR AROCENA.- En el mismo sentido en que lo dice el señor Diputado yo me lamentaba de no 
haber tenido la ocasión de aprender de la conversación con él. Desde ya le estoy planteando la 
posibilidad de reunirnos a la brevedad. 


En Rivera -el señor Diputado lo sabe mejor que yo, pero no todos los presentes tienen por qué estar 
enterados- hay un Centro Universitario y allí se ofrecen actividades de al menos seis servicios universitarios. 
Avanzando en esa dirección, en los últimos días han pasado algunos hechos que vale la pena señalar. Uno es 
la creación de un nuevo Centro de la Facultad de Ciencias, apoyándose en una exitosa tecnicatura en recursos 
naturales, que ha sido desarrollada en Rivera cuyos jóvenes nos han venido a contar los resultados que ha 
dado, por lo que queremos llevarla más adelante. 


En segundo lugar, acaba de ser designado por la Universidad de la República el nuevo Director del Centro 
Universitario de Rivera, un científico de alta competencia pero además con gran versación en el uso social 
del conocimiento. Por consiguiente pensamos que ello le va a dar un nuevo impulso a la labor en esa zona. 


Entre los proyectos conjuntos con la ANEP, precisamente figura la posibilidad de impulsar a la brevedad un 
tecnólogo terciario en madera para esa zona. 


Ahora bien, podríamos dar más elementos de juicio, pero quiero destacar que, si bien seguimos pensando en 
la misma perspectiva con que informó y expuso aquí el señor Rector Guarga en su momento, queremos ir 
más allá. No estamos satisfechos; somos autocríticos respecto de nuestro trabajo en el interior. Por eso, por 
ejemplo, estamos impulsando el criterio de que más que trabajar solos, debemos trabajar cada vez más en 
cooperación. Por eso hablábamos de programas regionales que no sean solo programas en los que trabaje la 
Universidad sino en conjunto con Intendencias, con la ANEP y con otros actores sociales, que nos permitan 
colaborar, no protagonizar, con una mayor autogestión y aprovechamiento de los recursos de cada zona. 


En esa perspectiva, el lunes 11 se realizará en el interior un plenario para reformular nuestra política de 
trabajo en las diversas regiones del país. Esperamos impulsar muy próximamente la creación de un nuevo 
Centro Universitario y, sobre todo, esperamos hacer de cada Centro Universitario un articulador del trabajo 
con otros actores y de un trabajo más coordinado de la Universidad. Por ejemplo, en Salto, se dictan cuatro 


títulos de grado completos y entre dos y cuatro años de cinco carreras universitarias. Ya hice una mención 
con respecto a Rivera; en Paysandú, además de un Centro Universitario y de una fuerte estación 
experimental, se dictan cursos parciales de grado de seis facultades. 


No nos sentimos conformes; nos parece que hay que apostar a nuevas soluciones institucionales y, en ese 
sentido, estamos buscando colaborar con otros actores. A mediano o largo plazo va a haber que tener un 
protagonismo mucho más grande de los actores regionales. A eso estamos apostando y por eso me interesa 
mucho recoger todas las sugerencias que tengan para hacernos, las que naturalmente serán trasmitidas a la 
conducción universitaria en su conjunto. 


SEÑOR MACHADO.- Como estamos tratando la Rendición de Cuentas, me gustaría que se dijera qué 
se ha hecho en materia de descentralización universitaria desde la aprobación del Presupuesto hasta 
hoy. 


SEÑOR AROCENA.- Por ejemplo, se ha avanzado con los cursos de Técnicos Universitarios de 
Turismo en el este; se han creado nuevas opciones de arte en la zona de Rocha; se ha consolidado la 
tecnicatura en recursos naturales y la presencia de la Facultad de Ciencias en Rivera. Asimismo, se 
están expandiendo los tecnólogos en distintas partes, en particular, mecánicos y químicos en Paysandú. 
Está previsto el inicio a breve plazo del curso de Tecnólogo Informático en conjunto con la ANEP en 
Maldonado. Por consiguiente, hay una serie de actividades de tipo educativo. 


Se han hecho inversiones edilicias importantes. Por ejemplo, se ha comprado un local en Paysandú; se ha 
comprado y se está refaccionando un local en Rivera; se han hecho obras importantes con el apoyo -conviene 
destacarlo- de la Intendencia Municipal de Maldonado, en cuyas instalaciones hay cursos de Tecnicatura en 
Administración del Instituto Superior de Educación Física, que ahora forma parte de la Universidad. 


Se iniciarán cursos de Tecnólogo Informático y se espera ampliar los cursos de Tecnología Universitaria en 
Turismo. 


Hay otras cuestiones que vale la pena subrayar porque son distintas como la vinculación creciente entre la 
UTU y el área agraria. Ello está permitiendo que se aproveche mucho mejor los locales de UTU, de la 
Facultad de Agronomía y del INIA. Hay un plan que se está llevando a cabo para formación tecnológica 
terciaria entre la Facultad de Agronomía y la UTU, que incluyó el inicio hace unos días, de un Bachillerato 
Tecnológico Agrario en el local de Sayago de la Facultad de Agronomía. Incluye, por supuesto, el trabajo en 
el interior en distintos lugares. 


Podría seguir abundando en ejemplos de los que, con mucho gusto, podremos enviarle una lista completa. 
Reitero que tenemos una vocación de autosuperación por la cual apreciaremos todas las sugerencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de la entrevista que tenga el Rector con el señor Diputado, sería 
oportuno que en su momento nos enviaran la lista de las actividades correspondientes a la 
descentralización universitaria. 


SEÑOR AROCENA.- Está escrita y con gusto la enviaremos. 


SEÑOR GANDINI.- Sin perjuicio de volver luego al articulado, quiero referirme a algunos artículos 
que no corresponden específicamente a la Universidad, pero sí la pueden afectar. Al respecto, quisiera 
saber si la misma tiene opinión; si no la tiene en estos momentos, podrá enviarla posteriormente por 
escrito. 


El inciso segundo del artículo 107 dice: "Autorízase a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a partir de la 
promulgación de la presente ley, a realizar convenios con otros organismos públicos o privados, así como 
contratos de consultoría y pago de honorarios, con cargo a la partida asignada por artículo 21 de la Ley_N? 
18.046, de 24 de octubre de 2006". Esta ley creaba un fondo de $ 6:500.000 para que se contratara 
exclusivamente con la Universidad de la República. Lo que hace ahora la Rendición de Cuentas es abrir ese 
fondo a otros contratos de consultoría y pagos de honorarios fuera de los convenios con la Universidad. Lo 
que la Ley_N? 18.046 establecía era la posibilidad de hacer convenios con la Universidad de la República y 


asignaba $ 6:500.000 como contrapartida para pagar los servicios, los costos o los contratos que la 
Universidad tuviera que afrontar. Nos parece que, por esta vía, un año después, se saca lo que, de alguna 
manera, ayudaba a que la Universidad pudiera trabajar en otros ámbitos y mejoraba sus recursos. 


Por otra parte -aunque podría dar lugar a una discusión aparte-, quiero realizar una consulta sobre el artículo 
27 que está dentro de las normas que implementan este nuevo Sistema Integrado de Retribuciones y 
Ocupaciones del Estado. El artículo 27 establece: "Créase un programa de formación que se denominará 
'Maestría en Políticas y Gestión Públicas', cometiéndose a la Oficina Nacional del Servicio Civil, en el 
ámbito de su competencia, la definición de la o las instituciones de enseñanza que la impartirán". Es la OPP 
la que va a definir cuáles son las instituciones que otorgan una maestría en este país y nada menos que con 
ese nombre que, a mi entender, está reservado a un título de naturaleza universitaria. A lo mejor me equivoco, 
pero me parece que aquí hay una posible degradación, violación o intromisión en la autonomía de la 
enseñanza en general -no me refiero específicamente a la Universidad- porque es un órgano no educativo el 
que va a definir quién otorga una maestría o un título de ese nivel. Además, cuando uno mira el resto del 
articulado ve que para poder acceder a ese título se requiere una formación previa que, seguramente, no 
brinda la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR AROCENA.- En cuanto a la primera pregunta, una breve consulta con mis compañeros de 
delegación sugiere mirar con cuidado los antecedentes y enviar una respuesta por escrito. 


El segundo tema lo conozco bien porque hace poco tiempo inauguramos esta maestría y me atrevo a suponer 
que debe de tratarse de un error porque la está dictando la Universidad de la República. Se hizo un convenio 
entre la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Universidad de la República; esta última formuló el 
programa, eligió el equipo de docentes, inauguró la maestría -tuve el honor de inaugurarla en la Escuela de 
Funcionarios Públicos "Aquiles Lanza"- y está funcionando, como tantas otras actividades educativas, bajo la 
responsabilidad académica de la Universidad con la colaboración de sus usuarios naturales. En este caso, se 
trata de formar altos funcionarios públicos y nos sentimos extremadamente orgullosos de estar colaborando 
en ese esfuerzo. Supongo que se trata de un error porque es muy claro que esto corresponde a una institución 
educativa. De hecho, es una institución educativa la que lo está llevando a cabo. Esta maestría está a cargo de 
una institución educativa y aquí hay, muy probablemente, un error que espero sea subsanado -como otros- en 
la versión definitiva de esta ley. 


SEÑOR GANDINI.- El problema es que, si requiriera ley lo que se está haciendo, se estaría violando la 
ley. Lo que se está haciendo, como es con la Universidad de la República, está bien. Lo que requiere ley 
es hacerlo con alguien que no sea la Universidad de la República. Por eso viene aquí. Yo no creo en 
estos errores. Debo concluir que la Universidad de la República considera que no puede quedar en la 
órbita de la discrecionalidad de la Oficina Nacional del Servicio Civil determinar si lo puede hacer con 
cualquier otra Universidad, institución o instituto, por fuera de la Universidad de la República. Es 
obvio que ya existe el marco formal para que el Poder Ejecutivo lo haga con la Universidad de la 
República, que tiene por naturaleza constitucional esa función. Para eso no se requiere ley ya que 
existe el marco necesario. Se requiere ley para esto y por eso viene. Creo que alguien está pensando en 
algo más. Hizo ahora lo que el marco legal le permite; para hacer algo más, requiere esta autorización. 
Sobre las intenciones no vamos a discutir. Lo que quiero sacar como conclusión es que no es 
conveniente dejar consagrada o plasmada en una ley esta formulación, por más que la Universidad 
entienda que se trata de un error. 


SEÑOR AROCENA.- Entendemos que las tareas educativas corresponden a las instituciones 
educativas. Creíamos, y seguimos creyendo, que la Oficina Nacional del Servicio Civil, al menos 
cuando vino a plantearnos esta tarea en conjunto, pensaba lo mismo. Reitero: pensamos que las tareas 
educativas corresponden a instituciones educativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No obstante, en los próximos días vendrán representantes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil para analizar todos estos artículos referidos al SIRO, etcétera. 


Me avisan que no hay nadie de la Oficina Nacional del Servicio Civil, aunque habíamos quedado en que 
vinieran. De todas maneras, le haremos conocer esta inquietud para que cuando concurra la aclare. 


SEÑOR GAMOU.- A fin de que no quede sin respuesta la inquietud de mi distinguido colega, el 
Diputado Gandini, quiero decir que pude averiguar que existe un convenio entre la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, la Facultad de Ciencias Sociales -que venía dictando una maestría que además 
incluía materias que no tienen mucho que ver con la alta conducción-, y la Facultad de Ciencias 
Económicas. La razón por la que aparece acá es para poder disponer de fondos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, verificaremos esto en la oportunidad en que concurra 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, y quizás con anterioridad. 


SEÑOR GANDINLI.- El Diputado Gamou me acaba de convencer de que tengo razón; hay que sacar 
esto. 


En cuanto al articulado quiero decir lo siguiente. Creo que cuando la Comisión deba dar la discusión política, 
la va a dar acerca del Inciso vinculado a la Universidad de la República en torno a partidas globales que nos 
son requeridas, pero fundamentalmente en torno a montos que difieren entre el Mensaje del Poder Ejecutivo 
y el del organismo, y a la luz de la posibilidad constitucional de optar por uno u otro o por el medio. 


Con respecto a la sustancia de la diferencia, buena parte de ella radica en el destino que se le otorga en el 
artículo 1* del proyecto que nos envía la Universidad, en el que figuran $ 312:000.000 como partida anual y 
permanente destinada a recuperación salarial y adecuación de las escalas de sueldos de los funcionarios 
docentes y no docentes. Luego, aparecen $ 150:000.000 con otros destinos, pero en todos los casos con 
partidas de carácter permanente. Ahí está el grueso de la diferencia, en destinos y en montos. 


Nosotros tenemos muchas dudas de que esto sea aprobado en la próxima Rendición de Cuentas si no se 
aprueba en esta, porque el plazo que tiene la próxima Rendición de Cuentas para ser aprobada está dentro de 
los tiempos en que la Constitución de la República impide aumento de gastos, particularmente salariales, 
salvo que haya un compromiso en el sentido de que todo se haga a alta velocidad y esos plazos se superen, lo 
cual nadie podrá asegurar. 


Nos parece -lo reiteramos aquí porque ya lo planteamos cuando vino el Ministro de Economía y Finanzas- 
que al Parlamento nada le impide establecer fechas diferentes de entrada en vigencia. La Constitución nos 
prohibe aprobar aumentos salariales doce meses antes de las elecciones, no que comiencen a regir. Por lo 
tanto, este proyecto que en su artículo 2* establece que el plazo para la entrada en vigencia es el 1” de enero 
de 2008, salvo todos aquellos casos en los cuales los artículos establezcan otras fechas, podría consagrar los 
aumentos para el año 2008 a partir del 1” de enero, y también consagrar los aumentos con fecha de vigencia 
19 de enero de 2009. De ese modo, se sellaría el compromiso que todos dicen que tienen de que el 4,5% esté 
consagrado para el año 2009, no generando un problema de caja a la actual administración económica, pero 
sabiendo que como se trata de un compromiso va a estar vigente. De esa forma estaríamos levantando la 
circunstancia que no dominamos de que los plazos nos puedan superar por alguna razón atribuible a la 
dinámica política o a otro evento y nos deje sin posibilidad de aprobarlo aun habiéndolo querido. 


Si se trata de un compromiso que todos están seguros que van a cumplir, ¿por qué no se incluye? Aun si 
alguna circunstancia posterior, no previsible, determinara que no se puede cumplir con ese compromiso 
aunque está consagrado en la norma, en la norma de Presupuesto, en sus artículos iniciales -no recuerdo de 
memoria cuál- se establece que el Poder Ejecutivo podrá recortar gastos de toda naturaleza en todos los 
organismos del Estado para dar cumplimiento a las metas económicas. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


Si no lo pueden hacer en el 220, será en otro lado. 


Creo que están todos los mecanismos y las voluntades políticas alineadas como astros -si es que son reales- 
para que en esta Rendición de Cuentas podamos lograr un mecanismo que, con cierta flexibilidad de todas las 
partes, posibilite que entre los años 2008 y 2009 se logre el objetivo querido, protegiendo las debilidades de 
caja que puede tener el Poder Ejecutivo o el Ministerio de Economía y Finanzas a principios de 2008 y 
asegurándonos que quede consagrado para el 2009. 


Como este es un debate que luego daremos al interior de la Comisión en el momento que corresponda, quiero 
preguntar qué parte de estos montos que la Universidad nos está proponiendo deberían regir necesariamente a 
partir del 1 de enero del año 2008 y cuáles pueden quedar para el 2009, independientemente de que entendí 
que están casi divididos a la mitad en términos generales, pero puede haber -como la distancia es tan 
importante para el 2008- alguna flexibilidad mayor tirando algo más para 2009 y logrando ahora más de lo 
que el Poder Ejecutivo nos está pidiendo para este Ejercicio. 


De esto se trata la tarea parlamentaria, de tener en cuenta lo que nos manda el Poder Ejecutivo, pero somos 
otro Poder del Estado y por eso se otorga el privilegio a la Universidad de la República de enviar su propio 
Presupuesto para que el Parlamento tenga capacidad de escuchar a las dos partes, y casi en exclusividad para 
cinco o seis organismos de decir dónde coloca los recursos y quién tiene que ponerlos. En la búsqueda de ese 
ejercicio, que es el más importante y que reivindico para esta Casa, no para los corredores, ni para los 
partidos políticos, ni para conciliábulos de ninguna naturaleza -que son valederos y legítimos, pero que, al 
final por lo menos, deben ser hechos aquí-, propongo que lo discutamos aquí con quienes nos visitan para que 
por lo menos todos sepamos lo mismo. Lo digo porque lamentablemente hemos tenido en otros episodios, no 
presupuestales, circunstancias en las que los legisladores nos enteramos por el diario de la realización de 
acuerdos extraparlamentarios que luego vienen acá y a los que nosotros, como un trámite, les ponemos el 
sello levantando o no nuestras manos. Para que eso no nos suceda quiero que la Universidad diga hasta dónde 
puede este año a fin de saber si tenemos algún margen de conversar, de mover, de sacar piezas de un lado y 
poner en otro, con flexibilidad, con inteligencia y con compromiso, para lograr algo un poco mejor. 


He sido parlamentario de otros Gobiernos y este no es un tema que haya sido mejor en otros. Recuerdo que 
aun siendo parlamentario de Gobierno, en más de una Rendición de Cuentas logramos mover lo que envió el 
Poder Ejecutivo al que yo pertenecía en ese momento. Logramos independencia de Poderes, logramos 
discrepar con el Poder Ejecutivo, y sin tocar las cuentas globales pudimos sacar de un lado y poner en otro. 
Yo me llevé algunos cuantos cascotazos de aquellos a los que le sacamos, pero me hice responsable de mi 
propuesta. Y conseguimos para la Universidad de la República algo más de que lo que el Poder Ejecutivo 
quería dar. Reivindico ese papel para el Parlamento y para esta Comisión, que es lo que tenemos que discutir. 


Entonces, tratando de buscar salidas inteligentes a lo que hoy tenemos por delante, que es una diferencia 
importante, y sabiendo que entre los señores Diputados de otros partidos políticos hay voluntad de encontrar 
solución, quiero preguntar qué margen tenemos para mover las piezas desde ya, a efectos de dejar consagrado 
en la Rendición de Cuentas un mecanismo de entrada en vigencia diferencial para un año y para otro, pero 
que permita que al final podamos decir que se llegó a lo previsto. 


SEÑOR BRENTA.- No sabía que íbamos a entrar en una zona en la que se dieran opiniones políticas y 
se realizaran análisis de las coyunturas... 


SEÑOR GANDINLI.- No tengo otro lugar donde hacerlo. 
SEÑOR BRENTA.- Está muy bien. 


En primer lugar, no me parece buen estilo comparar pasillos y conciliábulos con partidos políticos. Yo creo 
en el sistema democrático uruguayo, que es un sistema de partidos; es muy bueno para la democracia que los 
partidos funcionen. Está muy bien que los partidos debatan, que lleguen a acuerdos y que los trasladen a sus 
bancadas parlamentarias. En este caso la ciudadanía ha consagrado determinados niveles de mayorías, y nada 
de eso quita las potestades que tiene el Poder Legislativo, nada de eso quita el rol a los parlamentarios, ni 
nada de eso disminuye los derechos y deberes de la oposición. ¡Nada de eso! No hay contradicción; donde se 
quiere hacer ver una contradicción, no la hay. 


Me parece que a las autoridades universitarias que nos acompañan les importa otra cosa, que es lo que han 
manifestado: los recursos que pretenden obtener en esta y en la próxima Rendición de Cuentas, con el 
objetivo -como bien dijo la señora Diputada Charlone- que el Gobierno se ha fijado. Comparto lo que dice el 
Rector, que habla de un objetivo nacional. Yo creo que lo es, pero entiendo que también -y no es 
contradictorio- se trata de un objetivo partidario. En su Programa de Gobierno esta fuerza política tiene 
claramente establecido un objetivo: destinar a la Educación, al final del Período, el 4,5% del Producto Bruto 
Interno. Ese es un objetivo partidario y también un objetivo nacional, nunca alcanzado. 


En ese sentido, y en virtud de la duda planteada, quiero decir que cuando el señor Ministro de Economía y 
Finanzas presentó el proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente 
al Ejercicio 2006 en esta Comisión, la señora Diputada Charlone lo consultó respecto de los tiempos y plazos 
de la próxima Rendición de Cuentas. Me parece que es bueno que quede claro que de acuerdo con el artículo 
229 de la Constitución de la República -no lo voy a leer porque a esta altura es bastante conocido, pues 
últimamente se le ha dado bastante difusión- podrán aprobarse Presupuestos, crearse cargos y determinarse 
aumentos de sueldos y pasividades en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias. 


En su oportunidad esto fue reafirmado por el señor Ministro y es voluntad de esta fuerza política llevar 
adelante este planteo, independientemente de las formalidades que luego discutiremos en el ámbito que 
corresponde -que no es este-, es decir, en oportunidad del debate que se llevará a cabo en la Comisión y luego 
en el Plenario de la Cámara. 


Me parece que lo importante para las autoridades de la Universidad de la República que nos acompañan -tal 
vez no sea así- es que los plazos constitucionales establecen esta posibilidad y que es voluntad de esta fuerza 
política hacer uso de ellos. 


SEÑOR GAMOU.- ¡Cómo cambian los debates, señor Presidente! Recordábamos con la señora 
Diputada Charlone que en 1994 hubo una campaña electoral en la que algunos sectores -uno de los 
cuales integrábamos junto con ella- ensobramos una papeleta sobre una reforma Constitucional que 
planteaba el 4,5% del PBI -y nunca menos que ese porcentaje- para la Educación. Si quienes hoy están 
defendiendo esto hubieran ensobrado la papeleta en aquel entonces, quizás lo hubiésemos aprobado y 
no tendríamos que estar discutiendo. 


(Interrupción del señor Representante Trobo.- Respuesta del orador) 


En segundo lugar, quiero manifestar que frente al riesgo de esperar que se plantee está el riesgo de 
anticipar. Fíjense qué fue lo que pasó en ese formidable acuerdo que hicieron el Partido Colorado y el Partido 
Nacional en noviembre de 1999: anticiparon algo, pero después les fue tan mal que no cumplieron con 
absolutamente nada. 


En tercer término... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado, le pido que vayamos al tema. 


SEÑOR GAMOU.- Sí, ese es el tema: ¡cómo cambian las discusiones en esta Comisión! Hasta hace 
poco tiempo, cuando veníamos a este ámbito a analizar el presupuesto universitario, de lo único que se 
hablaba era de matrícula universitaria. Hoy no se habla más de matrícula universitaria, sino de que el 
Gobierno tiene que dar los fondos a la Universidad de la República. 


Como bien dijo la señora Diputada Charlone, no les quepa ninguna duda de que los compromisos nosotros 
los cumplimos, ayer, hoy y mañana. 


SEÑOR AROCENA.- Como viejo matemático, tenía temor de pasarme de hora, y por eso la 
información solicitada sobre el interior del país fue muy escueta. Si los señores Diputados lo desean, 
aquí tengo información del 31 de mayo que puedo brindar, rendida por la correspondiente Unidad de 
la Universidad de la República, en la cual se da cuenta de cómo se gastaron los $ 2:643379 
correspondientes al año 2006; el 94,5% de lo asignado fue ejecutado. Fue la primera vez que se trabajó 
en ese contexto. 


Tenemos la lista de los Servicios que fueron apoyados. Prácticamente todos los Servicios Universitarios, con 
esos fondos, desarrollaron actividades en el interior del país. En el momento en que se entienda conveniente 
puedo dar lectura a qué servicios, con qué sueldos, con qué gastos y con qué inversiones se procedió a apoyar 
para que trabajaran en el interior. 


Es importante señalar de esta Rendición de Cuentas todo lo que tiene que ver con bibliografía, recursos 
informáticos y equipamientos para Salto, Paysandú, Rivera, Maldonado y Bella Unión. También me parece 


importante señalar qué se hizo en materia de capacitación para el personal docente y de gestión de las Sedes 
Universitarias del interior. Y en aras a la brevedad solo quiero señalar que ya tenemos un adelanto respecto de 
cómo se está gastando el dinero correspondiente al año 2007. Si es interés de los señores Diputados podría 
dar cuenta de qué se está gastando en infraestructura edilicia y no edilicia, y en otras actividades. 


Por consiguiente, no me voy a pasar del tiempo que usted, señor Presidente, había fijado, pero quiero decir 
que toda la información está aquí y que con el mayor gusto colaboraremos a difundirla. 


SEÑOR MACHADO.- ¿Cuánto representa todo eso respecto del presupuesto global de la Universidad? 
No se olvide que en el interior del país vive la mitad de la población de Uruguay. 


SEÑOR AROCENA.- Sin duda. Estamos dando cuenta del proyecto de inversión que fue asignado. 
Para el año 2006 fue la suma mencionada, para el 2007 es del orden de $ 20:000.000. Eso fue lo 
asignado por el Presupuesto. 


Quiero recordar, señor Diputado, que hay muchas otras cosas financiadas por el presupuesto directo de los 
Servicios. 


SEÑOR MACHADO.- Hablaba de los porcentajes. 


SEÑOR AROCENA.- Pero hay otras actividades. Por ejemplo, la Facultad de Arquitectura brinda 
cursos en distintas partes del país. El porcentaje asignado al interior es realmente menor de lo que 
debería ser. Hay en el orden de 5.000 estudiantes de la Universidad de la República en el interior del 
país, y tiene en total cerca de 80.000 estudiantes; el porcentaje es más o menos ese. ¿Nos complace? De 
ninguna manera. Sabemos que terminan la enseñanza media más jóvenes en el interior que en 
Montevideo. Por eso estamos planteando nuevas formas de trabajar en el interior. Naturalmente, en 
educación se construye paso a paso y en 2006 se ejecutaron casi tres millones en un proyecto de 
inversión específica. Pero hay muchísima otra cosa. Para el año 2007 hay un proyecto de inversión de $ 
20:200.000. Por cierto, querríamos invertir bastante más con ese destino. 


Buena parte del contenido de los artículos 1” y 2” -que como ha sido señalado, son los artículos diferenciales- 
apunta a cuestiones dirigidas al interior del país. Cuando hablamos de reforma universitaria, de ciclos 
compartidos y de varias otras tareas, esperamos llevarlas a cabo preponderantemente en los lugares en que ya 
están funcionando en el interior y en otros nuevos. 


En ese sentido, al mismo tiempo que reconocemos un esfuerzo importante del Estado -como expresaba el 
señor Diputado Asti-, también debemos señalar que lo que se está recomendando a nivel internacional como 
gasto educativo razonable, como inversión pública en educación, es del orden del 6% del PBI. Eso es lo que 
invierten los países que han mejorado más la calidad de vida de su gente. Por consiguiente, señalamos que el 
vaso se está llenando, pero decimos que es hora de apurar ese camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita al señor Rector y a quienes lo acompañan. 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


Seguiremos conversando en cualquier otro momento. 


SEÑOR AROCENA.- Con mucho gusto, señor Diputado, conversaremos por escrito o personalmente. 
Será un honor... 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


Si me permite, señor Presidente, tal vez no he captado la pregunta. 


SEÑOR GANDINI.-. Lo voy a decir en términos bien entendibles. ¿Hay algo para conversar? 
¿Podemos partir de alguna manera para poder conversar algo nosotros? El presupuesto de la 


Universidad, ¿es negociable en algún sentido para llegar a 2009 con el 4,5%, o es esto, y de esto no nos 
movemos? ¿Es todo o nada? Yo leo en los diarios que hay conversaciones en algunos ámbitos -pero son 
los diarios- y que hay gente que está dispuesta a votar cosas, no de mi Partido, sino del Gobierno. 


Entonces, le pregunto a la Universidad acá, porque no le quiero preguntar en otro lado y quiero que quede 
constancia en la versión taquigráfica. ¿Hay margen para llegar desde el punto de vista de la Universidad? El 
Ministro dijo que no, pero yo le pregunto a la Universidad, porque el Ministro de Economía y Finanzas 
representa a otro Poder del Estado. ¿Hay margen desde el punto de vista de la Universidad para encontrar 
números y que podamos, en el ámbito Parlamentario... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dependerá de los legisladores. 


SEÑOR GANDINI.- Sí, pero le vamos a votar el presupuesto a la Universidad, que vino y nos dijo: 
"Equis cantidad de millones en 2008 y equis cantidad en 2009". No recuerdo de memoria las cifras, 
pero figuran en la versión taquigráfica. Eso después lo tendremos que conversar y los del Gobierno 
tendrán que hablar con el Ministerio de Economía y Finanzas, y tendrán que revisar la caja. De eso se 
trata cuando hay que conseguir las voluntades. 


Yo pregunto: ¿podemos correr la raya para algún lado? Por ejemplo, usted me puede decir: "Mire, los $ 
312:000:000 para salarios docentes y no docentes son inamovibles". Tal vez no, y también podemos partir, 
pero me gustaría que me lo dijeran. 


SEÑOR AROCENA.- Nosotros no vamos a decir que nada es inamovible. No somos una institución de 
negociación; somos parte del Poder del Estado. Venimos a decirle al Parlamento lo que consideramos 
necesario, con toda claridad, frente a este Parlamento electo por la ciudadanía. Lo que el Parlamento 
resuelva será ley de la nación y la Universidad lo acatará como tal, sea cual sea la resolución 
parlamentaria. Creemos que no nos corresponde ponernos en la actitud de decir "tal cosa es 
inamovible o no es inamovible". Presentamos nuestros argumentos, estamos muy dispuestos a ir a 
conversar con ellos a cualquier lado, ya sea un ámbito sindical, político, partidario, empresarial, 
cultural; pero no a decir que de esto no nos movemos. Nosotros no estamos en conflicto con nadie. 
Estamos tratando de presentar nuestro punto de vista, tratando de coadyuvar al mejor desarrollo del 
país y sea cual sea la resolución del Parlamento, a la Universidad, como institución, le parecerá que es 
la resolución adoptada legítimamente. Haremos lo posible por convencer, y en ese sentido agradecemos 
todas las instancias que se nos ofrezcan para conversar formal o informalmente con todo el país. 


Muchas gracias a todos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Universidad de la República) (Ingresa a Sala una delegación del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ella está, 
integrada por el señor Ministro interino de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni, por la Técnica 
Administrativa Teresa Belvedere, de la Asesoría Técnica, por la contadora Verónica Tassino, del Área 
Financiero contable, por la señora Helena Tejera, Adscripta a Dirección y por la Inspectora General del 
Trabajo, señora María Narducci. 


Vamos a considerar el Inciso 13, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que comprende los artículos 215 a 
224. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me voy a limitar a 
realizar una síntesis de lo que ha planteado el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en esta 
instancia, que resume estos artículos mencionados. 


En primer lugar, respecto al tema documentos de control, fundamentalmente planillas de trabajo, en el 
artículo 216 se establece su carácter gratuito. 


En segundo término, se crea una unidad ejecutora, que es la Dirección Nacional de Seguridad Social, cuyos 
cometidos y atribuciones están establecidos en el artículo 217. Los cometidos son: formular propuestas, 
realizar los seguimientos, los controles del caso y las observaciones que se consideren pertinentes respecto a 
los órganos que tienen que ser controlados por este Ministerio y por esta unidad ejecutora que se crea en esta 
instancia. 


En cuanto a las atribuciones, son las clásicas de un organismo de contralor. Define los lineamientos, reúne 
antecedentes, celebra los convenios con personas públicas y privadas, se relaciona con organismos 
internacionales, etcétera, es decir, todo lo establecido en el artículo 217. Es de destacar que se crea un cargo 
de particular confianza para quien vaya a ejercer la función de Director Nacional de dicha unidad ejecutora 
de seguridad social y se establece la posibilidad de que las contrataciones que se realicen sean a término. 


Por otro lado, se plantea la posibilidad de crear dieciocho cargos de abogados para el interior, y si bien se 
habla de que sean contratados a término, como Ministerio de Trabajo y Seguridad Social consideramos que 
no es la solución ideal. Debería tratarse de otro tipo de contratos, que los podemos analizar en caso de que lo 
consideren pertinente. 


En cuanto a la Inspección General del Trabajo, se establece como novedad el tema de la dedicación 
exclusiva, de carácter opcional para aquellos que integran la plantilla de funcionarios de dicha unidad 
ejecutora del Ministerio, y para aquellos que ingresen mediante concurso se establece la dedicación exclusiva 
desde su entrada. Además, en el artículo 221 se otorga a la Inspección General del Trabajo facultades o 
atribuciones para establecer excepciones que contemplen una serie de actividades que podrían estar 
exceptuadas de dicha exclusividad siempre y cuando no obstaculicen la labor del Inspector. 


En cuanto al cargo en la Inspección General del Trabajo, se suprime como de particular confianza, pero se 
establece que es una función de alta prioridad. También se establece la especificidad para el cargo de 
Subinspector o Subinspectora, en el sentido de que deberá ser designado por el Poder Ejecutivo entre los 
funcionarios de los escalafones A y B de este Inciso. 


En cuanto a lo que tiene que ver con la Dirección Nacional de Empleo, hay un artículo relativo al incentivo a 
la contratación; en caso de considerarse necesario podríamos extendernos al respecto. 


Respecto a la creación de la unidad de Seguridad Social, que es una de las novedades más fuertes, se ha 
entendido imprescindible la creación de una unidad ejecutora en un Inciso que prácticamente no existía y 
tiene los cometidos que la Constitución de la República le atribuye, fundamentalmente a través del artículo 
86, en el sentido de delinear políticas, realizar los controles y el seguimiento de las políticas en materia de 
seguridad social y las coordinaciones necesarias. No nos olvidemos que no solo está en juego el tema Banco 
de Previsión Social, sino las tres Cajas paraestatales. Por lo tanto, se entendió imprescindible la creación de 
una unidad ejecutora para poder llevar con mayor eficiencia lo que hasta este momento no existía en el 
Ministerio y que simplemente era una asesoría en materia de seguridad social. No obstante ello, y dadas las 
dificultades y complejidades, la creación de esta unidad es un inicio, una estructura mínima para llevar 
adelante las funciones. Como les decía anteriormente, se crea un cargo de Director Nacional y se da la 
posibilidad de otros cargos en las Jefaturas de División. 


Quiero ser muy sintético al respecto. Estos son los principales aspectos que, a modo de introducción, deseo 
establecer. Sin perjuicio de ello, quisiera que la señora Inspectora Narducci haga alguna aclaración sobre la 
Unidad Ejecutora que tiene a su cargo. 


SEÑORA NARDUCCI.- Como señalaba el doctor Bruni, en esta Rendición de Cuentas la Inspección 
General del Trabajo coloca a sus inspectores en un régimen de exclusividad de la labor. En 
consecuencia, se establecen en este proyecto las condiciones por las cuales el régimen de exclusividad 
funcionará. En ese marco se fijan excepciones a la exclusividad como, por ejemplo, el ejercicio de la 
docencia en instituciones públicas y privadas, que no será impedido a aquellos funcionarios inspectores 
que hoy la desarrollan y podrían hacerlo en el futuro. De la misma manera se procede con la 
producción y creación literaria, artística, científica y técnica, siempre que no se origine en relación de 


dependencia, y también con actividades deportivas y artísticas fuera de la relación de dependencia. Es 
decir que en el artículo 221 se han definido aquellas actividades que el inspector puede desarrollar sin 
que obstaculicen la labor inspectiva. 


Por otra parte, se ha establecido un régimen de dedicación exclusiva con una opción que podrán tomar 
quienes actualmente se encuentren cumpliendo la función inspectiva. Quienes ingresen a la Inspección 
General del Trabajo a partir de la entrada en vigencia de esta ley que se está analizando, no tendrán esa 
posibilidad, es decir que ingresarán en régimen de dedicación exclusiva. 


Por supuesto que el ingreso de los Inspectores de Trabajo se hace por la vía del concurso de oposición y 
mérito, lo que también se destaca en el artículo 324 del presente proyecto de ley. 


Aquellos inspectores que no opten por el régimen de dedicación exclusiva y los Jefes de Oficina de Trabajo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que ejercen sus actividades al frente de las Oficinas de Trabajo 
en el interior del país, conservarán la retribución que perciben actualmente como compensación personal. 


Para quienes opten por el nuevo régimen se computará como fecha efectiva de ingreso la de aceptación de la 
opción. 


En el artículo 334 se introduce la designación y cese de quien cumplirá funciones de Subinspector General 
del Trabajo, que será designado por el Poder Ejecutivo. Por supuesto, se determina que esa designación podrá 
recaer en funcionarios que integren los Escalafones A y D del Inciso 13, Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, garantizando la conservación de los derechos de los cargos presupuestales que eventualmente esas 
personas estén ocupando. 


En el artículo 223 se establece el régimen horario que deberá cumplir el Inspector General de Trabajo y se 
dice que será, como mínimo, de ocho horas diarias y cuarenta horas semanales de labor. Queremos introducir 
una modificación en la redacción del presente artículo, que señala que el régimen horario del Inspector 
General de Trabajo será como mínimo de ocho horas diarias y cuarenta horas semanales de labor, por todo 
concepto, con la obligación de concurrir al interior del país cuando el jerarca lo disponga. Nosotros 
aspiramos a que esa redacción sea sustituida por una que establezca que el régimen horario del Inspector 
General de Trabajo será como mínimo de ocho horas diarias y cuarenta horas semanales de labor, no obstante 
la obligación de permanencia a la orden y de concurrir al interior del país cuando el jerarca lo disponga. 


Por otra parte, a continuación se establecen las remuneraciones nominales mensuales, en moneda nacional, 
que percibirán los Inspectores de Trabajo. La redacción actual dice que es por todo concepto, incluyendo lo 
correspondiente a vestimenta y locomoción. Nosotros aspiramos a que este último párrafo sea suprimido, de 
modo que la redacción sea la siguiente: "Establécense las siguientes remuneraciones nominales mensuales en 
moneda nacional que percibirán los Inspectores de Trabajo", y a continuación debería figurar la tabla. Paso a 
explicar por qué aspiramos a concretar esta modificación. El Convenio N* 81 de la OIT, que establece las 
condiciones del régimen en el que deberán actuar los Inspectores de Trabajo, también dispone que deberán 
ver compensados aquellos gastos en los que incurran en ocasión de desarrollar la función inspectiva, esto es, 
los derivados de la locomoción y del desgaste de ropa. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está 
atendiendo esta situación, abonando los boletos que el Inspector debe pagar para cumplir las órdenes de 
servicio que se disponen desde la Inspección General del Trabajo, y una compensación por el desgaste que 
sufre la ropa en el desempeño de la labor. Insisto: por lo expuesto aspiramos a que el artículo quede redactado 
como lo señalamos: ""Establécense las siguientes remuneraciones nominales mensuales en moneda nacional 
que percibirán los Inspectores de Trabajo", y que a continuación figure la tabla que se detalla en el artículo 
223, 


El artículo 224 tiene que ver con otra Unidad Ejecutora; no me corresponde comentarlo. Si los señores 
Diputados lo disponen, estoy dispuesta a brindar mayores aclaraciones acerca de los artículos relacionados 
con la Inspección General del Trabajo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a hacer una precisión 
respecto del artículo 219, que otorga al Poder Ejecutivo la facultad de contratar hasta dieciocho 
profesionales abogados para prestar funciones en el interior, porque a continuación deroga el artículo 
384 de la Ley que figura en esa disposición. Como Ministerio, preferiríamos que la situación se 


mantuviera como lo prevé el artículo cuya derogación se establece, que faculta a realizar lo que se 
indica en el inciso anterior y en el régimen de contrato de arrendamiento de obra. 


Por lo tanto, sería aspiración de este Ministerio, lisa y llanamente, que el artículo 219 no figurara. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Subsecretario no quiere que figure el artículo o el inciso? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No queremos que figure el 
artículo en su totalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué sucede con la partida complementaria? 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Dicha partida no es necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tomar nota y a hacer las consultas correspondientes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, deseo dar la bienvenida al señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social y a la delegación que lo acompaña. 


Quiero hacer algunas consultas fundamentales sobre dos disposiciones que contiene el proyecto de Rendición 
de Cuentas, relativas al Inciso 13. 


La primera de ellas tiene que ver con la creación del cargo de Director Nacional de Seguridad Social. Algo de 
esto hablamos con el señor Subsecretario en ocasión de alguna visita anterior a la Comisión de Seguridad 
Social. No sé -lo veremos oportunamente- qué actitud política va a adoptar mi Partido con respecto a esta 
creación que se solicita. Lo definiremos en los términos que corresponde hacerlo y, seguramente, la opinión 
de los compañeros que integran la Comisión de Presupuestos será prevalente en ese sentido. 


Sin perjuicio de ello, quiero adelantar -en parte a modo de afirmación y en parte de consulta- una suerte de 
mirada positiva, desde el punto de vista de unificar en la Administración Central y, en particular, en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, todo lo que tiene que ver con las definiciones políticas en materia 
de seguridad social. Y me explico por qué. 


En los últimos tiempos hemos visto, fundamentalmente desde que asumió el actual Gobierno -diría que en 
una situación que se ha intensificado en los últimos meses o en el último año- una suerte de extralimitación 
del Banco de Previsión Social desde el punto de vista de sus competencias. Nosotros hemos visto que en el 
Directorio del Banco, particularmente los llamados Directores políticos, que son los encargados de la 
conducción política -excluyo a los Directores sociales que, en todo caso, representan determinados intereses-, 
hay una cierta confusión entre la autonomía y el poder absoluto. Y explico por qué digo esto. El Directorio 
del Banco de Previsión Social ha adquirido la costumbre, a nuestro juicio peligrosa, de elaborar iniciativas, 
de redactar anteproyectos de ley con relación a beneficios jubilatorios, a creación de causales jubilatorias 
nuevas, a flexibilización de las condiciones o los requisitos de algunos beneficios jubilatorios ya existentes, a 
eliminación de los topes, a otorgamientos de jubilaciones anticipadas y parciales, etcétera. No digo que eso 
esté fuera de sus atribuciones, pero creo, por lo menos, que puede considerarse que va más allá de sus 
competencias, sobre todo cuando después de eso da publicidad a esos anteproyectos que envía al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, con lo que genera -como ha ocurrido- expectativas notorias en la población, 
es decir, en todos aquellos que eventualmente pueden estar en la situación de acceder a algunos de los 
beneficios que el Banco de Previsión Social propone. El hecho es que después eso queda simplemente en una 
propuesta, porque el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no tiene más remedio que encajonar esas 
iniciativas, ya que no ha enviado ni una sola al Parlamento en estos dos años de gestión. Y esto no es un 
reproche, sino la constatación de una realidad. 


Es más, ahora ha convocado a un diálogo nacional para hablar de todas esas cosas, pero me parece que allí 
hay una suerte de confusión de los roles, o en tal caso, las líneas se mezclan de una manera bastante 
peligrosa. Y si la verdadera intención es -por eso voy al encuentro de la propuesta- que esta Dirección 
Nacional de Seguridad Social, como dice aquí, formule propuestas, haga evaluación de los programas de 


seguridad social y controle los actos y la gestión de toda entidad gestora de seguridad social -supongo que 
está incluido el Banco de Previsión Social-, adelanto "a priori" una opinión positiva. 


Esa es la conclusión sobre la que quiero dejar constancia, más allá de la lectura en cuanto a la creación de 
nuevos cargos de confianza, que corresponde a otra proyección del tema, sobre lo cual, como dije antes, el 
Partido Nacional oportunamente definirá su actitud política. 


Sería bueno que el doctor Bruni se explayara sobre esto porque, señor Presidente, esta es una situación que se 
ha venido dando, y yo creo que no es buena ni siquiera para el propio Gobierno, porque en tal caso alienta 
expectativas en la población. Entiendo que eso no es bueno para el Gobierno ni para el sistema político, y no 
es justo para la gente que, por ejemplo, no está en condiciones de jubilarse porque está topeada, o está en 
condiciones pero no lo hace por los topes jubilatorios, o tiene la aspiración de acceder a una pensión a la 
vejez, y le dicen que van a bajar la edad, y después no lo hacen, o lo mismo pasa con la jubilación por edad 
avanzada, o queda desocupado sin causal jubilatoria y el Presidente del Banco de Previsión Social anuncia 
que habrá de crearse una nueva causal para aquellos que no tengan la edad pero se queden sin trabajo, 
etcétera. Creo que eso ha generado una situación complicada. 


Si la creación de este cargo de Director Nacional de Seguridad Social apunta a solucionar eso, por lo menos 
en el origen estamos totalmente de acuerdo, más allá -reitero- de cuál sea la decisión final al respecto. 


El Gobierno ha llamado a un debate nacional que vemos en forma positiva también. Y en ese sentido estamos 
a la expectativa; ayer asistimos al Edificio Libertad para el lanzamiento de esa instancia que el Gobierno ha 
convocado. Estoy seguro de ello, y lo ratificará el doctor Bruni con la creación de este cargo, y también con 
ese debate nacional que ha sido convocado. El Gobierno dice que pretende que del debate nacional surjan 
insumos que después se conviertan en proyectos de ley; supongo que en la implementación de estos la 
Dirección Nacional de Seguridad Social estará llamada a cumplir un rol importante. 


Quiero decir que tenemos cierta expectativa porque nos interesa saber cuánto va a tener de debate y cuánto va 
a tener de nacional, en la medida en que los partidos políticos seamos convocados oportunamente. No sé si el 
Partido Nacional será invitado a participar del debate. Sí fue invitado al acto de inauguración; supongo que 
para que el debate sea nacional todos los partidos políticos tendrán que intervenir o dar su punto de vista. En 
ningún momento, de acuerdo con la lectura que hicimos del programa, hemos visto que eso esté previsto, y 
francamente digo que ese es un aspecto que nos preocupa. 


El segundo tema que queríamos consultar es el de la reestructura de la Inspección General del Trabajo; aquí 
también se ha informado sobre alguno de sus aspectos. 


En la Comisión de Legislación del Trabajo, en oportunidad de comparecer el señor Ministro Bonomi junto a 
la señora Inspectora General, tuvimos algunas discrepancias con los términos de la implementación de la 
dedicación exclusiva, que aquí no pretendemos reeditar porque además pertenecen al ámbito de otra 
Comisión. Tengo entendido que, por lo menos, el bosquejo inicial ha sufrido algunos ajustes, por ejemplo 
aquello que se establecía como el incumplimiento de las metas de gestión que pudiera derivar en que quedara 
sin efecto la condición de dedicación exclusiva, se eliminó. Me gustaría que eso se me confirmara porque era 
una de las dudas o de las objeciones que teníamos. 


Voy a hacer dos o tres preguntas relacionadas con los artículos que contiene la Rendición de Cuentas. En 
primer lugar, creo que el artículo 221 da una facultad exagerada a la Inspección en cuanto esta, de acuerdo 
con el texto que se proyecta, deberá determinar por acto fundado en qué casos autoriza, y por lo tanto en qué 
casos no. Se deduce cartesianamente, el ejercicio de la docencia, de la producción literaria, de actividades 
deportivas. Me parece que eso debería estar dispuesto por la ley en forma absoluta, general y permanente, y 
no quedar a la discrecionalidad de la Administración determinar en qué momento un inspector puede 
dedicarse a administrar su patrimonio personal. Creo que eso debe estar reconocido como derecho. Además 
es -yo diría- un derecho personalísimo administrar el patrimonio personal y familiar. Eso no debería siquiera 
estar contenido en una ley, pero si se lo incluye, mucho menos debería hacerse en términos de que sea la 
Administración la que deba decir en qué caso corresponde y en qué caso no. Entiendo, francamente, que es 
una exageración, y además, que este artículo es de dudosa constitucionalidad. 


La segunda consulta que queremos hacer con relación a la Inspección General del Trabajo, tiene que ver con 
la redefinición o readecuación del cargo de Subinspector General, que entiendo está en sintonía con la 


reestructura general que se establece. Y no nos parece mal, salvo por algo. Nos preguntamos por qué la 
designación del Subinspector General -creo que habría que tender a la mayor profesionalización en esta 
materia- admite la posibilidad de que recaiga en un funcionario del Escalafón A). ¿Por qué no pensar en que 
el Subinspector General de Trabajo pertenezca al Escalafón D) -al que pertenecen los Inspectores de 
Trabajo-, pero además aclarando que debería ser Escalafón D), Inspector de Trabajo? Me satisfaría mucho 
más si se consagrara en esos términos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Respecto a la primera 
inquietud del señor Diputado Pablo Abdala, creo que acá juegan muchos factores. Puede caer un tanto 
exagerado lo que voy a decir y me va a llevar unos minutos, porque algunas de las afirmaciones del 
señor Diputado merecen aclaración. 


En primer lugar, el Banco de Previsión Social, cuando ejerce dichas iniciativas, está en su total derecho. 
Simplemente, se trata de iniciativas que se ajustan a lo que establece la normativa, a presentar ante el órgano 
responsable, en este caso, el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se podrá 
discrepar -no voy a discutir acerca de estos aspectos- con temas de publicidad y difusión, pero desde el punto 
de vista estrictamente jurídico-administrativo, es evidente que el Banco de Previsión Social está ejerciendo lo 
que por derecho le corresponde. Si el análisis pasa a lo político, podríamos hacerlo, pero no creo que esta sea 
la instancia adecuada. 


En segundo término, esto no es nuevo. Desde hace veintinueve años, cuando se crea el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social y el Banco de Previsión Social -que a la vez recogen todos los antecedentes que en 
materia de seguridad existen en el país- siempre se dio una característica. No lo digo en sentido de reproche; 
simplemente, como constatación de la realidad. Las anteriores Administraciones no ejercían la potestad 
constitucional que como Poder Ejecutivo tenían en materia de seguridad social, a tal punto que no existía una 
Unidad Ejecutora "Dirección Nacional de Seguridad Social"; existía una simple Asesoría que contaba apenas 
con un solo asesor. Por lo tanto, mal se podían ejercer las competencias constitucionalmente establecidas. 


Esta es una situación que se arrastra y no es estrictamente nacional; basta hablar con todos los Ministerios de 
Trabajo de la región -así se llame BPS, ANSES o Instituto de Previsión Social de Paraguay- para 
comprobarlo. Por la vía de los hechos muchas veces se ha llegado a esa imprecisión en cuanto a las 
competencias, y Uruguay no escapó a la regla. En esta Administración se pretende, con la escasez de recursos 
que existe, revertir esa deformación. Reitero -para centrarnos en una fecha muy concreta- que comienzo 
desde la Constitución de 1967 en adelante. Ese trasvasamiento de competencias se dio siempre; esta 
Administración quiere comenzar a revertirlo. Insisto, no estoy diciendo que el Banco de Previsión Social se 
haya extralimitado. 


En tercer lugar, muchas de las iniciativas que ha ejercido el Banco de Previsión Social no han sido 
promovidas por el Poder Ejecutivo -por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social-, no porque esté en 
acuerdo o en desacuerdo, sino porque desde hace muchos meses se viene trabajando en la instalación de este 
diálogo social nacional, y este y otros temas que son públicos y notorios van a estar en la discusión. 


Recuerdo que a mí me tocó contestar un pedido de informes del señor Diputado Pablo Abdala en tres o cuatro 
días, y le decía casi lo mismo, en el sentido de que eran iniciativas que estaban a estudio y que iban a ser 
procesadas cuando se procediera -mediante el diálogo social- a analizar esta y otras inquietudes. Considero 
que el diálogo debería comprender esta y otras cosas, como manifestó el señor Diputado Pablo Abdala. 


Creo que lo importante no es el cargo de Director Nacional de Seguridad Social; lo importante es la creación 
de la Dirección en sí misma, porque si se pretende revertir una situación que se arrastra por lo menos de tres 
décadas, debemos comenzar por la institucionalidad y después por las herramientas. En este caso, la 
institucionalidad es la creación de la Unidad y la herramienta es tener un Director para esa Unidad. Mal se 
puede pensar en llevar adelante una política como la que pretende instrumentar el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social si no se tiene un cargo de tal trascendencia. 


No me voy a extender sobre el cargo del Director; deberíamos extendernos sobre la Unidad en sí misma. 
Insisto en que una Unidad de la importancia que se pretende, obviamente necesita un cargo de Director. Un 
tema trascendente como es el de la Seguridad Social requiere también de direccionamientos políticos y 
evidentemente un cargo político y de particular confianza se los debe dar. 


La quinta apreciación que quiero hacer tiene que ver con las invitaciones. Esto no solo se ha reiterado 
notoriamente por todos los medios de prensa, sino que el título de lo que acaba de anunciar ayer el señor 
Presidente de la República, "Amplio y Democrático Diálogo", pretende revertir las dos instancias que han 
existido en este país en cuanto a reformas de fondo, reformas estructurales y reformas paramétricas en 
materia de seguridad social; lo hemos dicho hasta el cansancio. Una se hizo en plena dictadura y, la otra, se 
realizó con la participación casi exclusiva del sector político. Todos los partidos políticos fueron invitados. 
Yo fui uno de los delegados en esa instancia, pero en aquel entonces se careció de un diálogo franco y 
profundo con los actores sociales, lo que pretendemos revertir en este caso. 


Sin ninguna duda, están invitados todos los partidos. Fueron invitados para la jornada de ayer, volverán a ser 
invitados para la jornada internacional y también lo serán para todas las mesas de diálogo que se van a 
desarrollar aproximadamente hasta el mes de noviembre. Me parecía que estas cosas debían aclararse. 


Por otra parte, esas discrepancias en cuanto a que el Banco de Previsión Social está por acá y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social está por allá -que obedecen a las causales que acabo de expresar-, en el fondo, 
con relación a la sustancia y a los contenidos de lo que dice una institución y la otra, no existirían. Tampoco 
es el momento de discutir esas cosas. 


En cuanto a la segunda apreciación respecto a la Inspección General de Trabajo, tengo algunas cosas que 
decir, pero en primer lugar quisiera que el señor Presidente otorgue el uso de la palabra a la Inspectora 
Narducci. 


SEÑORA NARDUCCL.- Con respecto a las interrogantes que formuló el señor Diputado Pablo Abdala, 
me parece importante destacar que, en efecto, el régimen de exclusividad y sus condiciones ha sufrido 
algunas modificaciones. Por esa razón, en este nuevo régimen de exclusividad, el inspector podrá 
desvincularse mediante acto fundado del jerarca del Inciso, cuando se compruebe fehacientemente que 
ha incurrido en alguna actividad incompatible con el mencionado régimen. Por esa razón, en el 
artículo 220 se establece lo siguiente: "A los efectos de este artículo, se entiende por dedicación 
exclusiva aquella por la cual el funcionario que realice tareas inspectivas no podrá realizar directa o 
indirectamente ninguna actividad pública o privada rentada u honoraria". 


Este artículo debe interpretarse armónicamente con el artículo 223, que en su penúltimo párrafo expresa: 
"Cuando se compruebe mediante el procedimiento administrativo correspondiente, que un funcionario 
inspector sujeto al régimen de exclusividad realiza actividad incompatible con dicho régimen, será excluido 
del mismo por resolución fundada del jerarca del Inciso, sin perjuicio de las investigaciones y sanciones que 
correspondiere". 


Al igual que se ha hecho en materia de exclusividad de los inspectores y funcionarios de la DGI, en el 
artículo 221 se señala cuáles son las actividades compatibles con el régimen de exclusividad que se aplica, 
tratando de ser cuidadosos para evitar conjunción del interés público y el privado. Todos sabemos que el 
inspector cumple con una tarea de fiscalización y tiene que administrar en vía administrativa -permítaseme la 
redundancia- el cumplimiento de la normativa laboral. En consecuencia, no podría tener relación de 
dependencia con las empresas que estarán sujetas a su control. Por eso se define una lista de actividades 
autorizadas, las que deben ser puestas en conocimiento del jerarca, requiriéndose de la aprobación para su 
cumplimiento. 


En ese sentido, al igual que para la DGI, se establecen en forma menos exhaustiva -porque en la Dirección 
General Impositiva se contempla otra serie de actividades- las tareas que se han definido para ser realizadas 
por un Inspector de Trabajo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En cuanto al artículo 221 -el Diputado Pablo Abdala se refirió a esa 
norma- entendemos que no debería otorgar al Inspector la facultad de autorizar o no. Aquí se dice: 
"podrá autorizar"; quiere decir que si el Inspector no tiene ganas, no autoriza a esa persona, aunque 
se esté dentro de los cuatro ítems previstos. Puede haber una resolución fundada del Inspector; en fin, 
ese es un trámite administrativo, pero aquí dice: "podrá autorizar en forma expresa" y yo creo que 
debió decir: "autorizará". 


SEÑOR NARDUCCI.- Efectivamente; coincidimos con eso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Ese es el riesgo que nosotros veíamos, por lo cual planteamos una 
modificación en tal sentido. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta en el sentido de si hay acuerdo de cambiar el término 
"podrá autorizar" por "autorizará". 


SEÑORA NARDUCCL.- Totalmente de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, lo damos por corregido en la versión taquigráfica. En vez de 
"podrá autorizar" se diría "autorizará". 


SEÑOR MUJICA.- El señor Presidente cuenta con todo el respaldo de su bancada para la 
modificación. 


(Hilaridad) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene usted razón, señor Diputado. 
SEÑOR ASTI.- Veo que la hora permite ciertas flexibilidades. 


(Murmullos) 


Recién consultábamos con la delegación del Ministerio sobre la redacción de los artículos 220 y 223. 
Hemos conversado respecto a incluir una aclaración adicional en los últimos incisos de ambos artículos. 


Voy a entregar una copia de la propuesta a la Secretaría; quizás la Mesa pueda definir la redacción final con 
mayor precisión que quien habla. 


La redacción propuesta tiene que ver con la primera parte de esta Rendición de Cuentas en la que se 
establecen normas sobre los funcionarios y se definen claramente los objetivos del gasto, fundamentalmente 
en las compensaciones personales. De manera que para clarificar cómo se va a proceder con las retribuciones 
de los inspectores, planteamos esa redacción alternativa que agrega a la propuesta del Poder Ejecutivo una 
precisión con respecto a las compensaciones personales y a las tareas inspectivas. Aclaro que esto está 
acordado con la delegación del Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la propuesta sustitutiva al penúltimo inciso del artículo 220. 


(Se lee:) 


"Los inspectores que no opten por el régimen de exclusividad y los Jefes de Oficina de Trabajo del Inciso 13 
'Ministerio de Trabajo y Seguridad Social' en el interior del país, conservarán con carácter de 'Compensación 
Personal' la retribución que perciben a la fecha de la vigencia de la presente ley con cargo al anterior Objeto 


del Gasto 042.039 'Por tareas inspectivas"". 


Léase la modificación propuesta para el inciso final del artículo 223. 
(Se lee:) 


" Derógase el artículo 290 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 y el artículo 495 de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986. Se autoriza al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a destinar los créditos 
del Objeto del Gasto 042.039 "Por tareas inspectivas' a complementar la partida asignada en los incisos 
precedentes, una vez determinadas las compensaciones personales a que refiere el artículo 220 de la presente 
ley". 


SEÑOR BRENTA.- Quisiera hacer una pregunta sobre el artículo 224 relativo al Programa: "Estudio, 
Investigación, Fomento y Coordinación de Políticas Activas de Empleo y Formación Profesional" que 
cuenta con una partida importante. Tenemos entendido que esto forma parte del denominado Plan de 
Equidad que prevé la contratación de desempleados. 


Me gustaría que se nos explicara algo más al respecto porque este es un tema bien importante a profundizar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Este Programa que 
forma parte del Plan de Equidad Uruguay Productivo refiere, como dice el artículo, al empleo 
productivo. Concretamente, atiende a la población en riesgo de exclusión social que, inclusive, estaría 
comprendida en el segmento del desempleo estructural, lo que origina las exclusiones del caso y la 
pérdida de competencias laborales, en un momento en que el país crece, el desempleo baja y el empleo 
crece. No obstante, si no se aprovechan los períodos de crecimiento para realizar las innovaciones 
necesarias, tanto desde el punto de vista empresarial como laboral para las capacitaciones del caso, 
creemos que puede resultar un poco más dificultoso enfrentar los desafíos que el país va a tener en el 
futuro. 


Por lo tanto, se trata de fomentar en ese marco este tipo de actividades. Me he referido, pues, a la población 
objetivo, que abarca alrededor de setenta mil u ochenta mil compatriotas. 


En cuanto al Programa concreto, este subsidio para la promoción del empleo tendría como beneficiaria a la 
población en situación de pobreza, comprendida entre los dieciocho y sesenta y cinco años, con menos de 
nueve años de escolaridad y con un período de desocupación mayor a dos años. Como ustedes ven, esta es la 
concreción de lo que decía al principio. Se trata de una población en riesgo de exclusión social, en situación 
de desempleo estructural. Esas son, en números concretos, las condicionantes en cuanto a la población 
objetivo. 


¿De qué se trata este programa de incentivos? Se trata de ayudar a reducir los costos empresariales para 
incentivar la contratación de este segmento de población. ¿De qué manera? Otorgando un subsidio a las 
empresas, que oscila entre un 60% y un 80% de un Salario Mínimo Nacional, para que las empresas puedan 
concretar el empleo de esta población objetivo. 


Ese 60% u 80% sería el tope del subsidio y hay que agregarle las cargas sociales correspondientes. 


Tal como decía el señor Diputado, se está pensando en un monto total de US$ 6:100.000. ¿Cómo se 
implementaría? Se piensa otorgar un subsidio a las empresas para el contrato de tres mil personas en el año 
2008 y otras tres mil personas en el año 2009, con una opción para las empresas, de manera que a solicitud de 
estas se pudiera orientar y capacitar a ese segmento de la población. 


¿Qué se espera? Se espera un impacto que favorezca en aproximadamente un 20% la "empleabilidad" de 
estos ciudadanos que estarán integrados a este plan, respecto de aquellos que no lo estén. Se entiende que 
habrá un 20% de impacto superior, un 20% de posibilidades superiores de quienes accedan a este plan, 
quienes se hayan capacitado, en relación con quienes no lo hayan hecho, por las circunstancias que sea. Es un 
subsidio por doce meses que yo cité, con un costo de US$ 6:100.000. Eso implica un costo de US$ 2.000 
mensuales por trabajador. 


SEÑOR GANDINI.- En este programa no veo ninguna referencia a la Junta Nacional de Empleo, 
siendo este un ámbito muy importante a la hora del manejo de los recursos y de la toma de decisiones y 
que está muy consolidado dentro del Ministerio. 


SEÑOR ASTI.- Aparentemente, este subsidio se daría a las empresas. Quiero saber si bajo esa forma 
estarían contemplados también los montos correspondientes a las contribuciones especiales a la 
seguridad social, los aportes patronales y personales. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Como es conocido, la 
Dirección Nacional de Empleo preside la Junta Nacional de Empleo. Por lo tanto, el trabajo mal puede 
hacerse si no es mancomunado, ya que institucionalmente hay una ligazón entre la Dirección Nacional 


de Empleo -que figura en este proyecto de Rendición de Cuentas- con la Junta Nacional de Empleo. 
Por otra parte, se trabaja a diario de esa forma. 


Independientemente de la institucionalidad que tenga la JUNAE en el futuro, lo cierto es que hoy actúa, tiene 
una institucionalidad propia, trabaja con la Dirección Nacional de Empleo y, en consecuencia, no veo otra 
forma de trabajar que no sea la colaboración entre ambas personas jurídicas. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado Asti, reitero que en el subsidio está comprendido 
entre un 60% y un 80% -según fuera hombre o mujer-, con un monto máximo de uno y medio salarios 
mínimos nacionales, y además las cargas sociales. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El artículo 216 establece que la planilla se emitirá gratuitamente. 
¿Qué costo tiene esa disposición que se va a tomar? 


El artículo 218, que crea la Dirección Nacional de Seguridad Social asigna una partida de $ 1:330.000 para 
contratar funcionarios a término. ¿Se ha pensado en cuántos funcionarios se va a contratar y en qué 
especialidad? 


El artículo 219 lo habíamos eliminado y el artículo 221 lo habíamos resuelto. 


En cuanto al artículo 223, relativo al régimen de dedicación total, quiero preguntar si corresponden proventos 
a estas personas. Al eliminar la expresión "por todo concepto", si mañana hay otro tipo de partidas se supone 
que se les van a ir dando. Yo no hablo del caso de la vestimenta ni de la locomoción porque, indudablemente, 
en los casos necesarios hay que pagarla o proporcionarla. Yo quiero saber si habrá alguna compensación 
económica que puedan percibir otros funcionarios del Ministerio, si también le va a tocar a ellos. 


El señor Diputado Pablo Abdala había preguntado sobre el artículo 334, en cuanto a la asignación del 
Subinspector, por qué se ponen esos dos escalafones y no solamente uno. Esa pregunta hoy no fue 
contestada. 


Por otra parte, en lo que respecta a la creación de esta oficina, creo que el Ministerio debe reasumir la 
conducción de la seguridad social, cosa que no se está haciendo: la hace el Banco de Previsión Social. Al 
Ministerio nunca se le escucha decir las medidas a tomar y el que lo hace es el BPS. Ahora veo que van a 
reasumir esa función. 


Digo esto porque los Diputados del interior, en especial, nos enfrentamos a esa situación en forma 
permanente. La gente dice que lo escuchó en la radio o lo leyó en un diario y las cosas las dan por hechas. 
Respecto a lo dicho acerca de que se piensa bajar los años de trabajo de treinta y cinco a treinta, yo puedo 
traer una lista de personas que están esperando eso. A veces uno dice: "¿No podés buscar algún otro 
servicio?, y contestan que no porque está por salir eso, porque lo dijo la radio, lo dijo Murro. Esas cosas son 
negativas para la gente, porque se crean expectativas con lo que dice el Banco de Previsión Social y después 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no dice nada. Ni siquiera dice que puede ser; no dice nada. 
Entonces, queda ahí, como que los buenos son los del Banco de Previsión Social y los malos los del 
Ministerio. 


Voy a hacer una pregunta y quiero que me respondan concretamente si lo van a hacer o no. Días pasados, 
cuando tratamos el FONASA -Fondo Nacional de Salud-, una de las críticas que yo hacía era por qué, de una 
vez por todas, no se incluía en el beneficio de la cuota mutual a los que se han jubilado como no 
dependientes. Es una injusticia que desde hace mucho tiempo se viene arrastrando. Fue manifestado en 
Comisión y en Sala. Cuando estábamos tratando ese proyecto en el plenario, en esos mismos días, el Banco 
de Previsión Social comunica el proyecto de ley por el cual se daría la cuota mutual a los jubilados no 
dependientes. Incluso, en Sala, un señor Diputado del Gobierno me lo hizo saber; me dijo: "Mire, Diputado, 
esas cosas que usted está diciendo ya están en camino. El BPS ya mandó el proyecto al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, va a venir, y nosotros lo vamos a votar". Se ha demorado un poquito. Todo el mundo lo 
daba por hecho, y yo también; por eso estoy preguntando si esa idea se va a concretar. 


Hay muchos otros ejemplos; sé que el señor Diputado Pablo Abdala les envió una lista de otras ideas que el 
BPS larga a la opinión pública. Pero esa no solamente la largó a la opinión pública sino que la escribió y la 


repartió; yo la tengo en mi despacho. No sé cuál es la actitud del Ministerio al respecto. ¿Le va a poner la 
firma y la va a traer como iniciativa? ¿O va a esperar a que termine toda esta deliberación que habrá hasta el 
año que viene? 


Lo consulto para saber dónde nos estamos moviendo y porque la gente nos pregunta constantemente al 
respecto. Lo mismo sucede con la rebaja de treinta y cinco a treinta años de trabajo. A mucha gente le va la 
vida en eso; ustedes lo han dicho y yo comparto plenamente que esa gente que trabaja en changas, 
informalmente, sobre todo en el interior, durante mucho tiempo de su vida, puede llegar a treinta y cinco años 
de trabajo cuando cumpla setenta años, y a esa altura se jubilan por edad avanzada. 


Comparto que el Ministerio debe asumir la conducción de la Previsión Social y si este instituto que ustedes 
van a crear es para eso, bienvenido, para que cuando salgan las cosas del Ministerio ya sean proyectos de ley 
que vienen al Parlamento. 


SEÑOR GANDINI.- Antes que nada, quiero decir al señor Ministro interino que en relación con la 
respuesta referida al artículo 224, creo que debe contemplarse la participación de la JUNAE. Quizás al 
final del primer inciso del texto que viene del Poder Ejecutivo, a continuación de donde dice "según lo 
que establezca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, en acuerdo entre los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, y de Economía y Finanzas" podría agregarse "la que deberá contemplar 
la participación de la JUNAE". No digo cómo tiene que ser, habrá que verlo; pero me parece bien que 
de alguna manera este ámbito participe de las decisiones que se tomen en torno a un Programa que, en 
principio, nos parece saludable. 


Quería preguntar con respecto al régimen de exclusividad para los inspectores, que forman parte de un 
ámbito de trabajo y de colaboración bastante mas amplio que el de su propia tarea. Cuando debió diseñarse 
un sistema de dedicación exclusiva para la Dirección General Impositiva, que estuvo a consideración del 
Parlamento, se tomó un camino bastante más amplio que este, en el entendido de que es muy difícil 
circunscribir la tarea inspectiva al inspector. Sin embargo, el camino que se ha elegido en este caso es que 
sean solo los inspectores quienes tengan derecho a acogerse al sistema de dedicación exclusiva. 


Por ejemplo, aquellos funcionarios que están en la asesoría jurídica de la Inspección y que terminan tomando 
decisiones importantes sobre los recursos o las sanciones, asesorando al jerarca que las debe adoptar, ¿pueden 
a su vez estar asesorando a empresas que son inspeccionadas y sancionadas? Si no pueden -yo creo que no 
deberían-, deben tener el régimen de dedicación exclusiva. Parece que podría haber una cantidad de otros 
funcionarios, inclusive los administrativos, que deberían tener tal dedicación para que el servicio tenga esa 
tarea como exclusiva, para dedicarle más horas, para prever que no haya ningún conflicto de intereses; 
obviamente, deberían percibir una remuneración acorde. 


Mi planteo es si no es posible ampliar esto al servicio o a buena parte del servicio en todos aquellos ámbitos 
en que el conflicto de intereses pueda estar latente. Que esto no se circunscriba meramente a la tarea del 
inspector, que es una parte, sin duda la más visible, el paragolpe, el que va a al frente de la tarea, pero detrás 
de él hay un equipo, desde un chofer que cumple menos horas que él, que termina su trabajo antes de que el 
inspector finalice la inspección, hasta un abogado que debe asesorar en materia de sanciones o recursos y que 
puede verse involucrado en un conflicto de intereses no querido en tanto trabaje en empresas que terminen 
siendo inspeccionadas. Tomando esa idea que resultó positiva para la DGI, pregunto si no se podría llevar 
esto a un ámbito más amplio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Respecto a los 
cuestionamientos o a las preguntas del señor Diputado González Álvarez, como hombre del interior 
puedo entender lo mismo que él en el sentido de que la gente se apersona sobre todo al Diputado y 
pregunta; quizás a veces no tenga la información ajustada, como pueden tenerla quienes están más 
cerca del lugar donde se deciden o publicitan las cosas. Yo creo que hay algunas exageraciones en sus 
afirmaciones. Cuando usted dice que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no hace nada, creo 
que está mal informado. Basta ver la prensa de estos días para darse cuenta de que el Ministerio algo 
hace. Cuando usted dice que la propuesta de bajar de treinta y cinco a treinta los años de trabajo la 
maneja el Banco de Previsión Social, sepa señor Diputado que hace siete meses el Consejo de Ministros 
resolvió iniciar los estudios para llevar a la práctica algo que es casi un consenso -relativo, pero 


consenso al fin-: rebajar de treinta y cinco a treinta los años exigidos para acceder a la causal 
jubilatoria. 


Cuando usted dice que el Ministerio no hace nada, yo le digo que en la reforma de los tres institutos más 
importantes luego del Banco de Previsión Social -me estoy refiriendo al instituto paraestatal Caja Bancaria, al 
relacionamiento y a las reuniones ajustadas con las otras dos instituciones paraestatales, Caja Profesional y 
Caja Notarial-, y cuando se trata de los temas centralizados Servicio de Retiros y Pensiones Policiales y 
Servicio de Retiros y Pensiones Militares, el que interviene es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
no el Banco de Previsión Social. Probablemente, no tenga la misma trascendencia y no se vea en la prensa. 
Sin ir más lejos, si usted ve lo que ha pasado estos días, sabrá que ayer se produjo el diálogo en el que 
participan el Presidente de la República y el Ministerio de Trabajo. Podría seguir dando ejemplos. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Podríamos discutir toda la tarde, pero sé que ustedes no tienen tiempo. Lo que no puedo admitir es que 
se diga que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no hace nada. Eso no se lo puedo admitir. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No quise decir que el Ministerio no hace nada. Esa no fue mi 
intención. Lo que quise decir es que el que trasciende públicamente, el que publica las cosas, el que le 
da resonancia, el que lleva la voz cantante en la mayoría de las cosas que tienen que ver con la 
seguridad social es, fundamentalmente, el Presidente y algún otro integrante del Banco de Previsión 
Social. Eso es lo que quise decir. Yo no estoy dentro del Poder Ejecutivo; estoy bastante lejos, por 
supuesto. A lo mejor son resoluciones bien estudiadas que han tomado ustedes, las dicen en una mesa 
redonda y, rápidamente, el BPS las hace públicas y queda como autor de esas medidas. Eso es lo que 
quise decir; de ninguna manera pienso que el Ministerio no hace nada. Sin embargo, públicamente, 
trasciende como el que el 80% o el 90% de las inquietudes se le ocurran al Banco de Previsión Social. 
Eso es lo que quise decir. 


Pido disculpas al Ministerio. No quiero que sus autoridades se vayan a sentir doloridas por lo que dije. Si lo 
observan -quizás, a partir de este momento se fijen un poco más-, verán que de diez anuncios sobre la 
previsión social, siete u ocho parten del BPS. Son anuncios; tal vez, sean cosas que hayan resuelto ustedes. 
Es posible que en esa reunión periódica que tienen con el BPS hagan comentarios y ellos los larguen. Eso es 
lo que quise decir. 


Reitero: quería aclarar que en ningún momento creí que el Ministerio no hace nada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me alegro de que se haya 
rectificado y acepto la disculpa. 


No vamos a seguir discutiendo sobre las reuniones y quién difunde las cosas porque esto no da para más. 
Mejor dicho, daría para más, pero no en esta instancia. Simplemente, le digo que si usted ve que ha habido 
muchas iniciativas legítimas -debería decir legitimadas, porque el Banco de Previsión Social tiene iniciativa 
en ese aspecto-, observe cuáles han sido respaldadas y cuáles no por el propio Ministerio. Ello significa que 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, independientemente de las iniciativas que tenga el Banco de 
Previsión Social, tiene su propia voz. También le pido que compare lo hecho en estos dos años y medio que 
lleva este Ministerio con los veintinueve anteriores y así se dará cuenta de la actitud diferente de uno y otros. 
Este es un tema que, por la vía de los hechos, a lo largo de la historia se ha ido procesando así. Cuando 
empezó esta nueva Administración, el Ministerio tenía un solo funcionario para esa función contra los más de 
cuatro mil que tiene el Banco de Previsión Social. Compare una cosa y otra y, si quiere, después lo 
discutimos con mucho gusto en el ámbito que a usted le parezca. 


En cuanto a los cargos que se podrían estar concretando en la Dirección Nacional de la Seguridad Social 
serían, fundamentalmente, de carácter técnico: abogados, sociólogos, informáticos. La Unidad de Seguridad 
Social que se pretende crear va a tener cinco tareas fundamentales: el desarrollo normativo, el asesoramiento, 
la recopilación -de ahí la necesidad de dos informáticos-, el control de todas las entidades de seguridad social 
-función que ya tenía pero no ejercía- y la evaluación y seguimiento. ¡Si habrá carecido este país de controles 
del Poder Ejecutivo para con determinados Entes, que nosotros hemos multiplicado un seiscientos por ciento 


la cantidad de funcionarios y estoy diciendo que apenas son seis! Quiere decir que en los años anteriores ni 
siquiera existían funcionarios. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Pregunté acerca del número de funcionarios. Yo soy contador; 
cuando uno hace la evaluación de una cifra, de algún lado la saca. Por ejemplo, en este caso uno puede 
decir que tiene dos abogados por $ 30.000, cuatro sociólogos por tanto, etcétera; eso lo habrán 
calculado, si no, ¿cómo van a llegar al millón trescientos? Esa pregunta no fue contestada. 


En cuanto al artículo 216, pregunté qué costo tenía para el Ministerio no cobrar más la planilla de trabajo. 
Eso tampoco se respondió. 


También pregunté si se iba a enviar el proyecto para cubrir la cuota mutual de los jubilados no dependientes y 
no se contestó. 


En cuanto a lo del principio, creo que quedó aclarado: simplemente le trasmití la sensación térmica acerca de 
quién parecía que opinaba más, pero acepto que ustedes trabajan. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Solo hubo dos preguntas que 
no se contestaron. 


Los cargos son cinco. 


En cuanto al proyecto del FONASA y los jubilados no dependientes, si mal no recuerdo, en la ley se 
establecería que luego de un período de evaluación de ciento ochenta días, se les otorgaría el acceso a la 
cuota mutual. Eso está establecido en la norma. 


SEÑORA NARDUCCLI.- Voy a responder acerca del costo del no cobro de la planilla de trabajo. En 
primer lugar, quiero destacar que la planilla de trabajo es un documento de enorme jerarquía para el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para los trabajadores y también para las empresas. Es el 
contrato laboral, en definitiva. 


En el año 2006 la planilla de trabajo representó unos US$ 3:000.000 de ingresos a Rentas Generales, en 
definitiva. 


En el marco de las actividades coordinadas con los organismos del Estado para la inclusión en la formalidad 
de los trabajadores, creemos que al dejar sin costo el documento de contralor, el contrato laboral que se 
registra en el Ministerio, que es la planilla de trabajo, vamos a contribuir de manera positiva ya que los 
empresarios no tendrán el impedimento de pagar anualmente las 2 UR que cuesta. De esta forma, se 
presentarán las planillas de trabajo correspondientes, logrando la inclusión de todos los trabajadores. 
Digamos que es un aporte para promover y facilitar a las empresas el registro de las planillas de trabajo y 
lograr una mayor inclusión de los trabajadores en la formalidad. 


En cuanto a los salarios de los inspectores de trabajo, nosotros habíamos pedido excluir del artículo lo que 
corresponde a vestimenta y locomoción, porque entendemos que el Ministerio tiene que hacerse cargo y 
seguir pagándolo. Por eso es que no consideramos pertinente incluir esas partidas en lo que en definitiva va a 
ser la tabla de remuneración actual. 


Con respecto a la pregunta del Diputado Gandini que planteaba el tema de la exclusividad con un régimen 
para todos sus funcionarios, quiero decir que coincido con él, pues eso es lo que nosotros queremos, pero no 
solo para la Unidad Ejecutora Inspección del Trabajo sino para todos los funcionarios del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Es cierto lo que él dice: nuestro Ministerio en su conjunto tiene temas de enorme 
sensibilidad e importancia social, pero no es posible abordar todo junto. Por eso ahora estamos promoviendo 
la exclusividad de los Inspectores de Trabajo y vamos a seguir trabajando para que tal vez en el próximo 
Presupuesto quinquenal pueda mejorarse la plantilla de sueldos de todos los funcionarios del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que son los sueldos más bajos de la Administración pública. Esa es una deuda 
que reconocemos con todos los funcionarios de nuestro Ministerio y vamos a trabajar a fin de intentar 
resolverla en el Presupuesto quinquenal. 


El señor Diputado Pablo Abdala hizo una pregunta en cuanto a la Subinspección General. La inspección es 
un sistema integrado por administrativos, inspectores y abogados, y creo que corresponde que el cargo de 
Subinspector General pueda ser aspirado tanto por los abogados de la Inspección como por los Inspectores de 
Trabajo. Por eso es que el artículo ha sido redactado de esa manera, para no excluir de esa posibilidad a un 
sector estratégico y muy importante -como ustedes lo señalaban- que está constituido por los abogados que 
proyectan las resoluciones de las constataciones que los inspectores han efectuado en sus visitas a las 
empresas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Admito la explicación que formula la Inspectora de Trabajo, pero 
entiendo que no es estricta o rigurosamente lo que consagra el artículo proyectado. En este no se habla 
de funcionarios de los escalafones A y D de la Inspección de Trabajo, sino de los escalafones A y D del 
Inciso Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Me parece que ese es un paso más que, en todo caso, 
desvía el tenor de la solución de lo que sería la profesionalización de la actividad y del servicio. 
Entiendo que no coincide lo que dice la letra del artículo con lo que expresa en este momento la 
Inspectora. 


SEÑORA NARDUCCI.- Es cierto. Mi aspiración es que pudiera tratarse de los escalafones A y D 
dentro de la Unidad Ejecutora, pero no me corresponde exclusivamente resolver ese tema. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero agradecer las respuestas que me dio la Inspectora Narducci. 


El tema de la exclusividad de los demás funcionarios no solamente implica una cuestión salarial, aunque es 
cierto que están muy sumergidos. El concepto de dedicación exclusiva trata de proteger otras cuestiones - 
además de que deben ser compensados salarialmente— como evitar el conflicto de intereses entre quienes 
trabajan y quienes son inspeccionados. 


Quería referirme al artículo 219. Allí se consagra la facultad del Poder Ejecutivo para contratar en régimen de 
contrato... 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Ese artículo lo tenemos como 
eliminado. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Queda eliminado? 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es la aspiración. 


SEÑOR GANDINI.- Perdón, pero no escuché esa parte de la explicación. Entonces, ¿cómo queda la 
situación de esos funcionarios? Porque aquí de alguna manera se tiende a regularizar la situación de 
los abogados que ya están cumpliendo esa tarea hoy. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo que se propone 
derogar, el artículo 384 de la Ley_N” 17.296, ya da la solución. Este parecía redundante porque allí se 
contempla y posibilita la concreción de la contratación de esos dieciocho abogados bajo el régimen de 
arrendamiento de obra. 


SEÑORA ONTANEDA.- Quiero corroborar si esto se hace siempre en el régimen de ingreso por 
concurso que ha adoptado el Ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL .- Sí. 
SEÑOR YANES.- Pido disculpas porque tuve que ausentarme ya que debí presidir otra Comisión. 


Con respecto a este último punto quiero decir que solicité información a la Oficina Nacional de Servicio 
Civil para saber si esta modificación podía venir luego en la reformulación de los funcionarios públicos del 
Estado. Mañana esta Comisión se va a reunir con una delegación de Inspectores de Trabajo y como habíamos 


sido consultados en forma previa a esta instancia, quería decir que por no haber estado presente cuando se 
explicó el tema, en el transcurso de la Rendición de Cuentas ampliaré la información, ya que no me queda 
claro el fondo del asunto. Como me comprometí personalmente, luego me informaré con el Ministerio y 
buscaré la forma de tener una respuesta definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, en el día de mañana contaremos con la versión 
taquigráfica de la sesión de hoy. 


SEÑOR GANDINI.- Quedé un poco confundido y por eso ahora consulté la norma referida. El artículo 
219, tal como viene redactado, intenta corregir la situación que genera el artículo 384 de la Ley N” 
17.296. Por esa ley se puede contratar dieciocho profesionales abogados en régimen de arrendamiento 
de obra. ¿Cuál es el problema? Que los contratan todos los años y cobran seis u ocho meses después de 
empezar a trabajar, porque el régimen de contrato de obra tiene esas complicaciones por los 
mecanismos de contralor y organismos por los cuales pasa, lo que genera muchos inconvenientes a los 
profesionales que desarrollan la tarea. Supongo que es a partir de esta situación que el Ministerio 
plantea la posibilidad de contratarlos en un régimen que les dé mayor estabilidad. Eso ingresa en 
contradicción con el artículo 16 de este proyecto de ley que establece que en el año 2009 no habrá más 
contratos a término. Entonces, ¿por qué no buscar una solución? Y esta no sería la del artículo 219, tal 
como está redactado, ni la de mantener el artículo 384, sino la de avanzar por el camino del contrato de 
función pública que es el que da estabilidad y regularidad a personas que han dado concurso para 
integrar esos cargos. Si queda algún cargo vacante, se hará concurso, pero una vez que este se llene el 
Ministerio debe contar con personal estable que no esté penando cada año viendo si la Administración 
le renueva el contrato, y una vez que se lo renueva, Tribunal de Cuentas, Contaduría y otros 
organismos mediante, cobra seis meses después; mientras tanto pone de su bolsillo. Si existe voluntad 
de arreglar esto, no lo vamos a hacer desarreglándolo y poniéndolo como estaba antes; tal vez, 
podemos encontrar otro mecanismo. Esa es mi preocupación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que es obvio que todos 
los Incisos de la Administración tenemos esa preocupación. Tanto es así que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social mandó su iniciativa presupuestal bajo la figura de contrato de función pública. 


SEÑOR GANDINLI.- No lo sabía. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pero, como bien se dice, la 
normativa que existe es esta. El contrato a término y el contrato de arrendamiento de obra, más allá de 
que son figuras jurídicas diversas, también tienen sus inconvenientes. Por lo tanto, reitero que 
compartimos la preocupación y por eso mandamos nuestra iniciativa bajo la figura del contrato de 
función pública. 


SEÑOR YANES.- Quise ser breve para que el tema no se complicara, pero dejo constancia de que a 


partir de lo que se acaba de informar nos reservamos la posibilidad de incorporar elementos que 
resuelvan la preocupación planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario de la Cartera de Trabajo y 
Seguridad Social y sus asesores. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, integrada por el señor Ministro, arquitecto Mariano Arana; el señor Subsecretario, 
arquitecto Jaime Igorra; el Director General de Secretaria, profesor Pedro Apezteguía; el Director Nacional 
de Vivenda, arquitecto Gonzalo Altamirano; el Director Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto 
Roberto Villamarzo; el Director Diego Pastorini, asesor; las contadoras Verónica Mitnik y Laura Busto; la 
Coordinadora del PIAI, Susana Pereira; la Subcoordinadora del PIATI, Delia Rodríguez; y los asesores 


ingeniero agrimensor Oscar Caputi, arquitecto Francisco Beltrame, ingeniero José Luis Genta y la ingeniera 
agrimensora Alicia Torres. 


Vamos a considerar el Inciso 14, que comprende los artículos 225 a 232, inclusive. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Nos hemos planteado hacer una intervención tratando de diferenciar los aspectos que tienen que ver 
con la Rendición de Cuentas propiamente dicha y el ajuste presupuestal que contiene el Mensaje del 
Poder Ejecutivo. Asimismo, nos referiremos a aquellos aspectos que forman parte de los objetivos 
estratégicos del Ministerio como a aquellos que hacen al funcionamiento cotidiano de la Cartera. 


Durante el 2006 las grandes líneas estratégicas del Ministerio estuvieron dirigidas a los siguientes cinco 
aspectos, que pasaré a enumerar porque trataremos de ordenar la exposición de acuerdo con estos 
lineamientos. En primer lugar, la reestructuración de las políticas del sistema público habitacional; en 
segundo término, la elaboración del proyecto de ley de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, que 
ya se encuentra a consideración del Parlamento, concretamente, en la Cámara de Senadores; en tercer lugar, 
el fortalecimiento de la planificación, gestión y control ambiental; en cuarto término, la implementación del 
mandato constitucional establecido en el artículo 47 con respecto al suministro de agua potable y, finalmente, 
la mejora de la gestión interna del Ministerio. 


Comenzando por el primer aspecto, tomamos en cuenta que todas las actividades realizadas por las distintas 
Unidades Ejecutoras y las otras instituciones relacionadas con el Ministerio -es decir, el Banco Hipotecario, 
MEVIR y OSE- estuvieron dirigidas al logro de metas vinculadas con ellas. En cuanto a la reestructuración 
de las políticas del sistema público habitacional, los señores Diputados recordarán que en anteriores 
oportunidades expresamos que desde hace tiempo nuestro país se encuentra atravesando una crisis 
habitacional, tanto en lo relativo al acceso como a la permanencia en la vivienda de muchas familias. Esta 
crisis -de la que, felizmente, nos venimos recuperando- no solamente es consecuencia de aquella que en el 
año 2002 generó una caída abrupta de los ingresos de muchas familias compatriotas, sino que también estuvo 
referida a elementos estructurales vinculados con la concepción de las políticas habitacionales, de las que 
mencionaremos solamente tres aspectos. 


Si bien la Ley de Vivienda de 1968 fue un modelo tanto a nivel nacional como internacional, se planteó para 
un país con bajos niveles de desempleo y relativamente altos niveles de formalidad en el trabajo. Las 
políticas de flexibilización laboral, la tendencia creciente a la informalidad y otras razones vinculadas con el 
desarrollo desigual de los países en el contexto internacional y regional en particular, impactaron fuertemente 
en las formas de financiación del sistema de producción público de viviendas, en la medida en que la mayoría 
de los recursos del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización provenía de imposiciones al trabajo. 


El esfuerzo propio y el ahorro como bases del sistema de acceso a la vivienda se han visto condicionados 
tanto por el multiempleo y los cambios en la composición familiar, como por la dificultad para alcanzar los 
niveles salariales de 1968. Por otra parte, las sucesivas crisis pulverizaron -digámoslo así- las posibilidades 
de ahorro de muchas de nuestras familias compatriotas. Hoy nuestros compatriotas deben enfrentar la 
ausencia de líneas de crédito hipotecario que permitirían, sobre todo a las familias de medianos y escasos 
recursos, acceder a una vivienda digna con tasas de interés razonables y pagos a largo plazo. Baste señalar el 
caso del Banco Hipotecario del Uruguay, que desde 2002 no otorga créditos y, por otro lado, una banca 
privada que desde hace pocos meses comienza a incursionar en el mercado hipotecario pero dirigida tan solo 
a -quizás- un 10% de la población, la de mejores recursos. 


La actual Administración decidió respetar los contratos y compromisos firmes vigentes al momento de 
asumir el nuevo Gobierno. Esto posibilitó continuar con la construcción de miles de viviendas en base a los 
anteriores criterios durante todo el año 2006. La Dirección Nacional de Vivienda -DINAVI- dedicó buena 
parte de sus esfuerzos a diseñar las bases de nuevos productos y modalidades de acceso a ellos. Lo prueban 
los llamados a licitación que se vienen tramitando y que procuran seleccionar proyectos, precios y terrenos 
para la construcción de 2.420 unidades de vivienda para activos y pasivos en todo el territorio nacional en 
base a nuevos criterios. 


Al mismo tiempo, se ha enfrentado el problema del crédito hipotecario. Este Parlamento ya ha aprobado 
nuevas normas legales para el Banco Hipotecario del Uruguay, tanto en lo referente a su imprescindible 


reestructura y capitalización como a las características de lo que puede y no puede hacer. Ello permitirá a esta 
institución sortear una crisis que peligraba ser terminal. Mediante la nueva ley, confiamos en que el nuevo 
Banco Hipotecario vuelva a constituirse en actor protagónico del mercado del financiamiento de la vivienda. 


Simultáneamente, nuestro Ministerio ha investigado y diseñado una política dirigida a mejorar las 
condiciones de crédito hipotecario para las familias, tanto a través del Banco Hipotecario como de la banca 
privada, estableciendo el concepto de subsidio a las familias para el pago de las cuotas hipotecarias, el seguro 
hipotecario y las nuevas normas de ejecución de los créditos hipotecarios. 


Finalmente, con la reciente creación de la Agencia Nacional de Vivienda, las políticas públicas contarán con 
un nuevo instrumento de moderna concepción que comenzará a participar como un actor ineludible en el 
campo de la vivienda de interés social, operando no solamente como ejecutor de los programas que defina 
nuestro Ministerio sino también como coejecutor de los planes departamentales de vivienda y articulador de 
la cooperación público-privada. 


Los cambios estratégicos no están dirigidos solamente a atender en el futuro el acceso a la vivienda de las 
familias que no la poseen, sino también las situaciones problemáticas generadas por la aplicación de las 
políticas anteriores. Queremos subrayar especialmente el convenio que hemos suscrito con la Federación de 
Cooperativas de Vivienda, FECOVI, dirigido a mejorar las condiciones en que realizan el pago de las cuotas 
los beneficiarios del sistema de cooperativas de ahorro previo que accedieron hace años a sus respectivas 
viviendas. 


De la misma manera en que subrayamos este convenio, debemos reconocer que no ha sido posible, al menos 
hasta el momento, acordar un sistema similar con las cooperativas de vivienda por ayuda mutua. Sin perjuicio 
de ello, la pasada Rendición de Cuentas estableció un mecanismo dirigido a fomentar la solidaridad entre 
uruguayos y la sustentabilidad del sistema público, por el cual las recaudaciones por pago de cuotas de 
préstamos otorgados por el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización a las cooperativas de ayuda mutua se 
aplica integralmente a financiar nuevas cooperativas también de ayuda mutua. Ahora mismo está a 
consideración del Parlamento la creación de un nuevo fondo solidario para las cooperativas de vivienda, 
también, en este caso, de ahorro previo. 


Ambos mecanismos no solamente atienden al fomento de una cultura de pago, una cultura de la solidaridad y 
de la responsabilidad en asunción de los compromisos adquiridos, sino que también establecen un sistema 
por el cual la magnitud de recursos a aplicar a la vivienda puede multiplicarse en la medida en que los 
créditos presupuestales de ambos fondos se ajusten de acuerdo con la recaudación y en que los saldos 
ejecutados de cada año pasen automáticamente al año siguiente como créditos destinados a nuevos conjuntos 
cooperativos. 


Más allá de algunas dificultades, nosotros seguimos creyendo y somos fieles impulsores del sistema 
cooperativo. Creemos que considerando las relaciones entre lo que se invierte y el producto obtenido sigue 
siendo un sistema a defender, a impulsar y, francamente, a mejorar, para lo cual hay que generar amplios 
consensos, por los beneficios que toda la sociedad otorga y aquellos que efectivamente recibe, hasta ahora, un 
grupo bien importante de compatriotas, no menos de 20.000 familias. 


En lo relacionado con la permanencia en la vivienda, la administración de los fideicomisos que se formen 
como consecuencia de la capitalización del Banco Hipotecario del Uruguay y que serán administrados por la 
Agencia Nacional de Vivienda, permitirá a esta entidad actuar de acuerdo con las políticas definidas por el 
Gobierno para el sector y resolver desde una perspectiva no bancaria la situación de miles de familias que 
tienen dificultades para permanecer en la vivienda que actualmente ocupan. 


En este marco general, no podemos dejar de referirnos a los aspectos presupuestales vinculados con él. En 
oportunidad de la presentación del Presupuesto Quinquenal, se establecieron los créditos presupuestales para 
el área de la vivienda en base a tres criterios. Recordémoslos. Un primer criterio era que los créditos anuales 
asignados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con cargo a la recaudación 
del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización alcanzarían el 82% de la recaudación en 1996; el 87% en 
2007 y el 97% en los dos años restantes. 


Un segundo punto a considerar es que adicionalmente a ello se establecería una partida de $ 118:935.000 
anuales con destino específico a subsidiar familias con préstamos ya otorgados. Estas partidas se otorgarían 


como forma de pago de la deuda que el Ministerio de Economía y Finanzas mantiene con el Fondo Nacional 
de Vivienda. 


Un tercer aspecto es el siguiente. Adicionalmente se incluiría un monto de $ 277:000.000 de endeudamiento 
externo con destino al PIAI, de forma tal que los gastos en el sector vivienda superaran cada año lo 
recaudado por el Fondo Nacional de Vivienda. De esta forma se asegura que la inversión en vivienda con 
cargo al Presupuesto Nacional alcanzaría, con relación a la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda, el 
107% en 2006, el 116% en 2007, el 121% en 2008 y el 104% en 2009. Como se habrá podido ver en el 
estudio del Mensaje que remite ahora el Poder Ejecutivo, la inversión en vivienda con cargo al Presupuesto 
Nacional se incrementa ya en 2007 al 122% de la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda, al 121% en 
2008 y al 126% en 2009. No vamos a decir que estos recursos son suficientes, en la medida en que no se 
logre superar las restricciones que para acceder al crédito tienen todavía las familias, y que no se mejoren aún 
más los salarios de los trabajadores y descienda aún más la desocupación, los recursos públicos seguirán 
siendo insuficientes. Pero no podemos dejar de señalar que en el 2006 la ejecución de gastos de vivienda fue 
un 85% superior al de 2004 en términos nominales y un 35% superior en términos reales. Eso nos brinda una 
clara satisfacción. 


En forma más puntual, conviene informar que, como ya señalamos, se confeccionaron nuevos pliegos y se 
dio inicio a los procesos licitatorios de nueva vivienda individual para activos y pasivos en Montevideo y en 
el interior, lo que dará lugar a la construcción de 2.420 viviendas en los próximos treinta meses 


Otro aspecto a señalar es que con las Intendencias de Montevideo y Paysandú se establecieron programas de 
fondos rotatorios para reparaciones y mejoras de viviendas construidas, que serán extendidos a otros 
departamentos a partir de la evaluación de la experiencia con Paysandú. 


En convenio con la Contaduría General de la Nación se puso en funcionamiento un sistema de garantía de 
alquileres, al cual se puede acceder para el arrendamiento de viviendas en el área metropolitana. Ha tenido un 
éxito creciente, a tal punto que vamos a tener que incrementar las personas destinadas a atender al público. 
No bien podamos hacerlo, aspiramos a extenderlo a todo el territorio nacional. Desde ese punto de vista, el 
Ministerio de Economía y Finanzas está promoviendo las modificaciones legales necesarias, a los efectos de 
extender el programa del fondo de garantía de alquileres a todo el país, tal cual fue nuestro deseo desde el 
inicio. 


Otro punto a señalar es que con financiación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, y por convenio 
con el Banco Hipotecario del Uruguay, se puso en marcha la primera etapa de un programa de préstamos de 
entre 200 y 1.000 unidades reajustables a plazos y tasas convenientes, dirigidos a familias con ingresos 
inferiores a las 75 unidades reajustables. En estos momentos la DINAVI está analizando alternativas para 
mejorar las condiciones de acceso a los mismos en todo el territorio nacional. El año 2006 finalizó con 4.250 
viviendas entregadas en esta Administración, de acuerdo con el siguiente detalle: viviendas cooperativas 936, 
viviendas para pasivos del BPS 284, programa del Grupo SIAV 561, programas vinculados a MEVIR 1.067, 
Núcleos Básicos Evolutivos Mejorados 222, realojos para familias de inundados 167, viviendas usadas 59, 
canastas de materiales por convenios con Intendencias 331, realojos 50 unidades y convenios de MEVIR con 
Intendencias a través de canastas de materiales 573 soluciones. Actualmente, tenemos en todo el país 6.039 
viviendas en proceso de construcción. A saber: viviendas cooperativas 2.745 -creo que estamos llegando a un 
monto interesante, que se aproxima a los históricos que el país ha tenido en materia de construcción de 
viviendas, en especial cooperativas-, viviendas para pasivos del BPS 582, programas del Grupo SIAV 760, 
unidades de MEVIR 988, realojos para familias inundadas en convenios con Intendencias 80, Núcleos 
Básicos Evolutivos Mejorados 257 y producto de convenios con diversas Intendencias 627 unidades. 


Debemos aclarar, sin embargo, que de este total hay a la fecha 598 unidades en que por distintos motivos la 
obra está detenida y que son objeto de nuestra preocupación sustancial. Aparte de lo detallado, existen 662 
viviendas cooperativas, 200 viviendas para pasivos del BPS, 148 Núcleos Básicos Evolutivos Mejorados y 
540 unidades de vivienda en convenio con las Intendencias, cuyo inicio de construcción se prevé para 2007, 
sin perjuicio de las 2.420 en proceso de licitación que ya fueron mencionadas. 


Complementariamente, la DINAVI continuó con diversos procesos de regularización dominal -este es un 
punto muy importante en la medida en que es una necesidad que los usuarios sienten como imperioso 
resolver cuanto antes y creo que les asiste razón-, procediendo a la escrituración de 140 unidades en un 


conjunto PPT financiado por el Ministerio y habitado desde hace diez años, pero que nunca habían sido 
escriturados, ni se había reclamado pago alguno a los ocupantes. 


Además, se encuentra en marcha la escrituración de otros dos conjuntos y se procesaron otros 529 
expedientes para la entrega de títulos. Nos hemos propuesto tratar de acelerarlo, en la medida de nuestras 
posibilidades, que no son demasiadas en el Ministerio. 


Por otra parte, se convocó, mediante llamado público, a la conformación de un equipo interdisciplinario, a los 
efectos de confeccionar una cartera de tierras de propiedad pública, aptas para vivienda. Se firmó un 
convenio con la Universidad de la República para poner en funcionamiento el llamado Observatorio del 
Hábitat, del cual ya se obtuvieron los primeros avances. 


Por otro lado, el programa llamado CREDIMAT -ustedes saben que este programa permite obtener pequeños 
y medianos créditos para mejoras en las unidades de viviendas de muchas familias uruguayas- otorgó en los 
años 2005 y 2006 un total de 7.174 créditos. 


El tema de las viviendas para pasivos del BPS merece una consideración especial. Adicionalmente a la 
construcción de nuevas unidades, nuestro Ministerio se encarga hasta el momento de la administración de 
dichas viviendas, que son propiedad del BPS, y que se otorgan en usufructo a aquellos pasivos que cumplen 
con las condiciones que la ley establece, es decir, que perciben menos de 12 unidades reajustables. 


Durante 2006 se culminó el proceso de adjudicación de administradoras de servicios comunes para los 
complejos de pasivos del BPS, extendiéndolo a todos los complejos del país. 


Se elaboró, conjuntamente con el Banco de Previsión Social y se encuentra actualmente en el Parlamento, un 
proyecto de ley conducente a que se traspase la administración de viviendas para pasivos al BPS, 
manteniéndose el financiamiento del programa a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 


Es de destacar la habilitación del sistema que permite a este Ministerio efectuar el arrendamiento de 
viviendas para uso de pasivos del BPS que vivan en localidades del interior del país donde de ninguna 
manera se justifica la construcción de nuevas unidades habitacionales, y para soluciones a pasivos que se 
encuentran con trámites de desalojo o lanzamiento en cualquier parte del territorio nacional. 


Se ha contemplado el mejoramiento de hogares apropiados para la tercera edad, a cargo del sector público 
que, en contrapartida, suministrará cupos-cama para pasivos que requieran una solución habitacional de este 
tipo porque, como sabemos, muchos de nuestros abuelos se encuentran en condiciones poco apropiadas para 
desenvolverse con libertad de acción. 


Apuntando a la descentralización y a la construcción de un proceso paulatino de transferencia de capacidades 
de decisión y delegación de funciones hacia los órganos de gobierno local se inició un proceso de acuerdo 
con los Gobiernos Departamentales que se plasma en convenios marco interinstitucionales. 


La Ley_N* 17.930 estableció las pautas por las cuales se regirá en el futuro el relacionamiento de los 
Gobiernos Departamentales con el Ministerio, fijando la modalidad por la que las Intendencias pueden 
postular para la captación de fondos presupuestales destinados a la vivienda. En este sentido, se firmaron 
convenios marco con las Intendencias de Paysandú, Maldonado y Montevideo, derivándose de ellos tres 
programas de actuaciones en Paysandú, uno en Montevideo y otro en Maldonado. Se encuentran avanzados 
ya otros convenios con las Intendencias de Canelones, Salto y Treinta y Tres. Asimismo, se realizaron 
convenios específicos de actuación con las Intendencias de Soriano y Florida para la regularización y 
relocalización de áreas precarizadas, realizándose una importante inversión en regularización de 
asentamientos en la ciudad de Mercedes. 


Por otro lado, se han desarrollado convenios con el Ministerio de Defensa Nacional, mediante los cuales se 
asignaron recursos para mejora, ampliación o construcción de viviendas para el personal de esa Cartera. 


Más relevante aún resulta consignar que durante 2006 se continuó brindando apoyo al Ministerio de 
Desarrollo Social para el Programa de Canastas de Materiales y Asistencia de Mano de Obra Especializada 
para beneficiarios del PANES en el interior del país. 


Se licitó la compra de materiales para atender a 2.400 familias y a setiembre de 2006 ya se había asistido a 
1.400 familias en 14 departamentos y se habían aprobado tres proyectos del Programa "Trabajo por Uruguay" 
en tres complejos habitacionales de núcleos básicos evolutivos en las ciudades de Rivera, San José y Pando. 


Es particularmente señalable que con el Ministerio de Relaciones Exteriores se participó en el grupo ad hoc 
constituido para elaborar el "Informe Uruguay" sobre el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 1997-2006", asumiendo la coordinación del equipo de trabajo sobre derecho a la 
vivienda. 


Asimismo, durante todo el año se actuó en el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales y se 
participa en las mesas interinstitucionales departamentales convocadas por el Ministerio de Desarrollo Social 
para coordinar políticas y programas de los Ministerios del Gabinete Social a nivel departamental. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha conformado una Comisión 
específica, denominada Comisión de Género, Vivienda y Hábitat, mediante Resolución ministerial del 11 de 
setiembre de 2006, en la que se formaliza el espacio ya creado, en el cual participan integrantes de las 
distintas unidades ejecutoras del Ministerio, representantes del PIAI y de MEVIR, coordinadamente con el 
INAMU-MIDES, con el objetivo de estudiar y diagnosticar desigualdades de género en las políticas 
habitacionales y de medio ambiente, y de promover acciones positivas para mitigarlas. 


Durante 2006 y a partir de la aprobación de la Ley_N* 17.930, de fines de 2005, se conformó legalmente la 
Comisión asesora de la Dirección Nacional de Vivienda, integrada por varias instituciones públicas y 
privadas, que estuvo en funcionamiento permanente y fue consultada en todos los aspectos elaborados de la 
nueva política habitacional. Creo que es importante señalarlo en la medida en que se ha institucionalizado y 
amplificado el ámbito de discusión múltiple con los variados actores que están directamente involucrados o 
interesados en todo lo que tiene que ver con la confección del sistema público de viviendas para el país. 


Otro capítulo especial lo constituye el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares que, a partir de 
enero de 2006, comenzó a depender institucionalmente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. El Programa integró durante 2006, 7.967 hogares, superando en 39,4% la meta planteada 
en el contrato original, de atender en forma directa a 10.000 hogares en todo el Período. De esta forma, se 
beneficiaron 13.942 hogares cuando faltan aún algo más de dos años de la presente Administración. 


Además, culminaron las obras en 8 barrios, con 1.924 hogares. Se encuentran en ejecución obras en otros 8 
barrios, con 1.484 hogares. Se han firmado contratos para la realización de obras durante 2007 y 2008 en 9 
barrios, con un total de 1.869 hogares. Otros 20 barrios, que totalizan 2.498 hogares, se encuentran en la 
etapa de proyecto y están en trámite las licitaciones para la selección de equipos de asistencia técnica para 
otros 9 barrios. Se han construido, además, 58 viviendas para atender realojos y 67 se encuentran en este 
momento en ejecución. 


A partir de la aprobación solicitada al BID para la utilización de los fondos contratados para el mejoramiento 
de viviendas, en aquellos casos que presentaban un alto nivel de precariedad, se están desarrollando 
proyectos en 7 barrios en los departamentos de Maldonado, Paysandú, Río Negro, Salto, Canelones y Rivera. 


Por otra parte, se ha terminado la ejecución de 28 proyectos en 7 barrios, y se encuentran en proceso 36 
actuaciones de equipamientos comunitarios en 8 barrios, como la ampliación de centros CATE, la 
construcción de salones multiuso, la ampliación de merenderos, la construcción de canchas deportivas y 
plazas, la mejora de espacios verdes, etcétera. 


La inversión acumulada del Programa al cierre del Ejercicio fue de US$ 49:900.000, de los cuales US$ 
15:500.000 corresponden a 2006. El saldo de inversión del contrato de préstamo del BID, con plazo de 
ejecución hasta el 31 de diciembre de 2008, es de US$ 31:500.000. 


Podemos hoy comunicar que estamos en un avanzado proceso de diseño y concreción de un nuevo proyecto, 
con financiamiento parcial del BID en un horizonte de 15 años, de US$ 225:000.000, cifra acorde con el 
relevamiento solicitado al Instituto Nacional de Estadística, que identificó 676 asentamientos en todo el país, 
en los cuales hay 51.000 hogares con una población de 196.000 personas. La mayor concentración de 
asentamientos se encuentra en los departamentos de Montevideo, que tiene 412, y Canelones, en el que hay 
95. Los primeros desembolsos del Programa se producirán en el segundo semestre de 2008. 


Como los señores legisladores podrán observar, en la Rendición de Cuentas se establecen partidas por $ 
105:000.000 para el Programa, a los efectos de permitir el inicio de su ejecución en el año 2008, adelantando 
los gastos previstos en el Presupuesto quinquenal, y US$ 15:000.000 en el año 2009, de forma de asegurar 
desde ya la continuidad del Programa. 


En esta etapa estamos rediseñando los instrumentos de actuación en el Programa para transformarlo de un 
programa de construcción de infraestructuras y regularización dominial en uno de actuación sobre la 
precariedad urbana de forma más integral 


De alguna manera, y como avance de ese enfoque -del que estamos absolutamente convencidos que mejorará 
sustantivamente los resultados y la equidad de las intervenciones-, durante mayo de 2006 se realizó un 
encuentro regional de barrios en el que participamos y en el que, además de autoridades institucionales, 
participaron integrantes de barrios de los departamentos de Rivera, Artigas, Cerro Largo. Se han afianzado 
las coordinaciones y acuerdos específicos de cooperación con los Ministerios de Desarrollo Social -Programa 
Infamilia-, de Salud Pública, de Trabajo y Seguridad Social, de Turismo y Deporte -fundamentalmente, a 
través de la Dirección de Deportes-, y del Interior, con la ANEP, el LATU, la Universidad de la República, el 
INAU, la OSE, la OPP y el Banco de Previsión Social. 


Se realizaron siete instancias de formación con los Gobiernos departamentales coejecutores del Programa, y 
así se concretaron 28 proyectos productivos, 13 de los cuales han sido financiados por el Plan de 
Microfinanzas de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y para los cuales el PIAI aportó la capacitación 
técnica para su formulación y se hará cargo de su seguimiento en conjunto con los técnicos de los Gobiernos 
departamentales. Se trata de cinco en Artigas, tres en Rivera, dos en Montevideo y tres en Paso Carrasco. 


Se introdujeron mecanismos de género en todas las acciones del Programa, priorizando la atención de 
situaciones de violencia doméstica y de género en la definición de los proyectos. Asimismo, se realizaron 
tareas de educación ambiental en nueve proyectos en etapa de ejecución. 


Un capítulo importante de la actuación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente es el desarrollo de MEVIR, que hoy, precisamente, está cumpliendo sus cuarenta años de 
existencia, con más de 20.000 unidades construidas en todo el territorio nacional. A partir de la asunción de 
este Gobierno, MEVIR ha coordinado sus acciones con las políticas ministeriales. Dirigido por una Comisión 
Honoraria de once miembros, en los dos últimos años sus esfuerzos han estado pautados estratégicamente por 
dos elementos básicos: concatenar los esfuerzos de MEVIR, respetando sus particularidades, con las políticas 
generales de vivienda establecidas en el Plan Quinquenal, e incrementar las acciones dirigidas a apoyar el 
mejoramiento de la vivienda y de sus unidades productivas a familias afincadas en pleno medio rural. 
Subrayo la importancia de las unidades productivas aisladas en el medio rural; es una apuesta importante en 
coordinación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con el que estamos permanentemente 
coordinando actuaciones para favorecer el afincamiento de aquellas familias que tienen experiencia suficiente 
en la producción agropecuaria, y que son una riqueza complementaria de todo el país y que, por cierto, no 
debemos perder. 


Durante el año 2006 se entregaron 467 nuevas viviendas a lo largo del territorio nacional, así como se 
culminó con la construcción de 295 viviendas en unidades productivas, lo que arroja un total de 762 
unidades. Al inicio de este Período de Gobierno, las intervenciones en unidades productivas eran tres de cada 
diez, mientras que actualmente estas representan alrededor del 50% de las intervenciones. La mayor 
incidencia de trabajo en unidades productivas frente a la vivienda nucleada implica un cierto enlentecimiento 
al proceso de obras, pero responde, como dijimos, a una línea de trabajo que prioriza la permanencia del 
productor en su propio hábitat. Durante el año se ha definido el comienzo de actuaciones en más de treinta 
localidades. 


Uno de los aspectos importantes de la gestión estuvo pautado por el tratamiento de la morosidad, la que 
disminuyó en términos globales un 10%, ubicándose actualmente en un 27,64%. Creo que todavía es 
relativamente considerable, pero pienso que se está generando conciencia, la cual tenemos que extender a 
todo el territorio nacional y en los más diversos aspectos. Lo dijimos en más de una oportunidad: a veces el 
Estado ha sido relativamente inerte frente a la cultura del no pago, y también ha sido bastante 
condescendiente con la cultura del no cobro. Creo que un sistema sustentable tiene que llamar a la 
responsabilidad, así como ser altamente sensible con los derechos que tiene todo el mundo a acceder a la 
vivienda decorosa que establece la Constitución y, en la medida en que no tenga otra posibilidad que acceder 


a ella a través del sector público, aunque fuese con los subsidios de un 100%, pues bien, otorguémosle ese 
subsidio a esas familias, pero cuidando de que sea a las que auténticamente lo necesitan y con prioridades. 


Asimismo, se procedió a la recuperación de deudas que mantenían con MEVIR diversos organismos públicos 
como, por ejemplo, la Suprema Corte de Justicia, la DGI, el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, u OSE. 


Durante 2006 fue importante la actividad desplegada con el objetivo de articular los recursos de los diversos 
agentes del Estado. En tal sentido se han firmado varios convenios como, por ejemplo, con la DINOT - 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial- para regularizar la tenencia de tierras de la zona del 
departamento de Artigas conocida como Guayuvira, con el Programa "Uruguay Rural" del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, tendiente a la articulación de acciones y complementación de recursos para 
responder a la problemática de la población rural más pobre. También se realizó otro convenio con el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y se llevaron a cabo otros con las Intendencias de Colonia, 
Flores, Soriano y San José a los efectos de aunar esfuerzos, por ejemplo, en torno a la problemática de los 
queseros artesanales. Y actualmente se encuentra en gestión uno similar con las Intendencias del litoral norte. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Yanes) 
(Dialogados) 


———Nos estábamos refiriendo al convenio con el Programa "Uruguay Rural" del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, tendiente a la articulación de acciones y complementación de recursos para responder a 
la problemática de la población rural más pobre. 


También tenemos convenios con la Dirección Nacional de Correos, por ejemplo, para implementar una nueva 
forma de cobranza de cuotas; con los Ministerios de Salud Pública y del Interior, con ANEP, con todas las 
Intendencias, y con UTE, por ejemplo, para concretar obras puntuales en diversas localidades 


Asimismo, tenemos otros convenios que queremos seguir impulsando. 


Por otra parte, no queremos dejar de referirnos, para culminar estas consideraciones en torno a la política 
habitacional del Ministerio, a los esfuerzos desplegados desde el Ministerio en apoyo de la reestructuración 
del Banco Hipotecario; creo que esto es clave. El Plan Quinquenal de Vivienda 2005-2009, aprobado por la 
Ley N* 17.930 de fines de 2005, establece como una prioridad para este Gobierno la reconstrucción de un 
sistema de crédito hipotecario que facilite en forma permanente y estable el acceso de las familias a una 
vivienda adecuada. En este marco se inscribe la reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay tendiente a 
poner en funcionamiento la participación del sector público en el mercado hipotecario, complementando la 
actuación del sector financiero privado, y procurando eliminar los subsidios ocultos en el sistema, y 
establecer reglas de juego claras y equilibradas. Este proceso se complementa con un rediseño de las políticas 
de subsidio habitacional, que son responsabilidad del Ministerio en tanto administrador del Fondo Nacional 
de Vivienda y Urbanización. 


Como ya señalé en otras oportunidades, más de US$ 2.000:000.000 han configurado la asistencia que el 
Banco Hipotecario ha recibido en los últimos cuatro años, sin que este Banco esté aun en condiciones de 
otorgar créditos para la vivienda. 


De acuerdo con lineamientos acordados entre el Ministerio de Economía y Finanzas, nuestro propio 
Ministerio y el Banco Hipotecario del Uruguay, se dio comienzo a un proceso de reestructura por el cual se 
pretende lograr la viabilidad económica financiera que le permitirá retomar su rol de agente financiero, 
transformándose en una institución solvente, con liquidez y adecuada para realizar la gestión bancaria. 


Por otra parte, los señores Diputados ya conocen que se ha cumplido con los procesos, tanto en la Cámara de 
Senadores como en la Cámara de Representantes, a fin de que se haga realidad la voluntad de la nación para 
la reestructuración del Banco y la creación de la Agencia Nacional de la Vivienda. Recordemos que durante 
diez meses el Banco Hipotecario destinó el 30% de sus recursos humanos exclusivamente a la digitalización 
y validación de la información de 53.400 hipotecas, 39.000 promesas de venta, 56.000 inmuebles y 201.000 
cuentas de ahorro, de las cuales 157.395 están vivas. Insólitamente, al inicio de esta Administración el Banco 
Hipotecario no tenía gestión de riesgo, y este es uno de los motivos por los cuales el Banco Central le impide 


otorgar préstamos. Durante el año 2006, se realizó el llamado a licitación, se adjudicó y comenzaron las 
tareas preparatorias para diseñar, durante 2007, un sistema integral que desarrolle una gestión de riesgos 
acorde con las disposiciones del Banco Central y con las recomendaciones de Basilea II para las instituciones 
de intermediación financiera. 


Uno de los cambios fundamentales del Banco en su nueva etapa será recurrir al mercado de capitales para la 
obtención de financiamiento que le permita contar con el capital de trabajo necesario a fin de cumplir con su 
objetivo de otorgar créditos. Para la implementación del proyecto se realizaron llamados a consultores 
externos a efectos de asesorar, en distintas etapas de la estructuración del negocio, desde el punto de vista 
operativo jurídico-financiero y de calificación de riesgos para diseñar e implementar la unidad de gestión 
encargada de las operaciones. 


El Banco adjudicó cerca de trescientas propiedades en régimen de compra-venta y más de quinientas en la 
modalidad de arrendamiento con opción de compra, y se ha incorporado al circuito de pagos un número 
significativo de deudores, como resultado de una importante gestión en el recupero de créditos. Se han 
implementado varias opciones para contemplar las distintas realidades económicas de los deudores: 
refinanciación de deuda, conversión de deuda de dólares a unidades reajustables, permutas, partidas 
renovables, convenios a término, etcétera. A diciembre de 2006, hay 6.325 cuentas de garantía de 
arrendamiento. 


Por otro lado, consignemos que en el correr de 2006 se terminaron 19 obras, 7 cooperativas del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 12 del Banco Hipotecario, totalizando 958 unidades, 
y estaban en ejecución bajo control del Banco, 75 conjuntos habitacionales, con un número global de casi 
7.300 viviendas, que incluyen obras financiadas por el Banco y cooperativas financiadas por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Para redondear el análisis de las políticas de vivienda y el sistema público habitacional no puedo dejar de 
referirme a un conjunto de aspectos numéricos que me parecen relevantes. Esta Rendición de Cuentas 
contiene, como ya dijimos, importantes incrementos de créditos con destino a la vivienda. Se trata de $ 
105:000.000 para el PIAI en 2007, y de $ 367:000.000 para el año 2009. Mientras las actuaciones en vivienda 
son complejas y de plazos prolongados, la aplicación de los recursos requiere de una cuidadosa planificación, 
que fue lo que junto al Ministerio de Economía y Finanzas debimos realizar en oportunidad del Presupuesto 
Quinquenal, motivo por el cual el incremento de las inversiones para los años 2008 y 2009 ya se encontraba 
previsto en la mencionada norma. 


Durante el año 2008, los créditos presupuestales del Ministerio para el área de la vivienda se incrementarán 
en $ 640:000.000 respecto de los originariamente previstos para 2007 en el Presupuesto Quinquenal y 
seguramente al culminar este año podremos decir que, por primera vez en mucho tiempo, el gasto para la 
vivienda en el Ministerio va a superar la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. 


Voy a ahorrar algunas consideraciones -creo que conviene hacerlo acá- sobre cuatro grupos normativos que 
estábamos dispuestos a mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Ministro tiene información que le interesa que conste en la versión 
taquigráfica, la puede dejar, que será incorporada. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Es lo que haré. 


Disculpen la extensión de mi exposición, pero en la elaboración que hemos hecho de este planteo y, desde 
luego, para todo lo que tiene que ver con la elaboración de esta Rendición de Cuentas, nos pareció que era 
conveniente generalizar lo que nosotros colectivizamos en el Ministerio con todo el ámbito parlamentario y, 
ciertamente, con el conocimiento público. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


En lo que refiere al segundo punto, al proyecto de ley de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, 
desde un principio dijimos que nos resultaba absolutamente básico para el territorio nacional, para el presente 


y para el futuro. El proyecto ha sido el resultado de un proceso que se inició en el año 2005. En mayo de 
2006, la delegación del Poder Ejecutivo en la Comisión Sectorial de Descentralización hizo entrega a la 
delegación del Congreso Nacional de Intendentes de un documento llamado "Bases para la discusión de la 
ley de desarrollo territorial sostenible". A partir de ese hecho, se desarrolló un proceso de consideración 
pública del mencionado documento con no menos de quince sesiones de la llamada COTAOT, Comisión 
Técnica Asesora del Ordenamiento Territorial. 


No vamos a abundar en los contenidos particulares del proyecto, pero su importancia requiere no solo una 
consideración parlamentaria, sino un conocimiento público dilatado. Creo que el texto que ya está a 
consideración del Parlamento nos permitiría, de pronto, soslayar algunos puntos que nosotros teníamos 
consignados y que los señores Diputados tendrán de todas maneras indicados en las versiones taquigráficas 
correspondientes. 


Señalemos, simplemente, que la ley crea mecanismos institucionales que otorgan a las Intendencias 
potestades amplias respecto de un factor de producción tan importante como es la tierra y, además, les facilita 
eventuales recursos mayores a través de una más justa imposición del suelo. Además de los recursos propios 
de los Gobiernos Departamentales que esta ley permitirá generar, el Gobierno Nacional obviamente asume el 
apoyo, tanto financiero como técnico, para los procesos de planificación de las Intendencias. Anotemos que 
este apoyo ya está parcialmente vigente. En efecto, la DINOT -Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial- durante 2006 ha consolidado la línea de trabajo en cooperación con los Gobiernos 
Departamentales. Señalemos algunos: por ejemplo, con los departamentos de Cerro Largo, Rocha, Río 
Negro, Canelones, Florida, Paysandú, Artigas, en distintos programas. Todo esto quedará suficientemente 
detallado en esa versión taquigráfica a la que ya he aludido 


Además, se suscribió un convenio con la Facultad de Arquitectura y con las Intendencias de Treinta y Tres, 
Durazno, Florida y Cerro Largo para la planificación territorial de la microregión del Uruguay profundo, 
comprendiendo los centros poblados de Cerro Chato, Valentines, Santa Clara de Olimar, Tupambaé y 
Arévalo. 


Queremos decir que la ley establece los principios rectores del ordenamiento y desarrollo territorial 
sostenible fundados en la concepción del país para su gente, generando mecanismos de solidaridad en la 
administración de los recursos del territorio como parte de una política pública para el desarrollo sostenible, 
reafirmando la competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales en la delimitación del territorio 
mediante la categorización del suelo, y se introduce el instituto para definir la equidistribución de las cargas y 
beneficios que derivan de los procesos de actuación pública del territorio. Además, se establece un sistema 
para la garantía de la sustentabilidad ambiental, determinando un proceso destinado a la realización de 
evaluaciones ambientales estratégicas de los instrumentos de ordenamiento territorial. 
Complementariamente, se prevén disposiciones de prevención de riesgos para la protección especial de las 
zonas costeras y se regula la armonización de esta legislación territorial con el Plan Nacional de Vivienda, 
incorporando esta concepción a una visión integral del hábitat. 


A los efectos de actuar con la mayor brevedad posible, pasaríamos a considerar el tercer objetivo que 
mencioné en un principio, que tiene que ver con el fortalecimiento de la planificación, gestión y control 
ambiental. 


Desde su asunción, la actual Administración redefinió la misión de la DINAMA asumiendo que esta 
apuntaba, y cito textualmente "a lograr una adecuada protección del ambiente propiciando el desarrollo 
sostenible a través de la generación y aplicación de instrumentos orientados a una mejora de la calidad de 
vida de la población y la conservación y uso ambientalmente responsable de los ecosistemas, coordinando la 
gestión ambiental de las entidades públicas y articulando con los distintos actores sociales”. 


Protección ambiental, entonces, en función del desarrollo sostenible y con la participación ciudadana como 
componente indisoluble de su gestión. Creo que esto es algo absolutamente básico en la medida en que, 
además, nos ha brindado en el pasado reciente y nos brinda en el presente un crédito internacional muy 
profundo, que voy a mencionar resumidamente; ustedes tendrán el detalle en la versión taquigráfica. Se ha 
asignado al Uruguay la Presidencia de la Mesa Ejecutiva del Convenio de Estocolmo y también la del 
Convenio de Basilea. Es decir que se nos ha nombrado como Presidentes de importantes reuniones 
internacionales, realizadas tanto dentro como fuera del país. Particularmente señalo aquella realizada en 
Emiratos Árabes Unidos el año pasado en la que, gracias a una competente delegación uruguaya integrada no 


solamente por nuestro equipo, sino también por delegados del Ministerio de Relaciones Exteriores, pudimos 
sortear e impedir un nuevo fracaso en las gestiones internacionales en todo aquello que tiene que ver con el 
manejo de productos químicos peligrosos. Me estoy refiriendo a esa reunión internacional, esa 
importantísima conferencia, creo que con más de mil quinientos delegados, en la que a la representación 
uruguaya le correspondió un éxito muy importante, oportunamente señalado por múltiples delegaciones y por 
las propias autoridades del PNUMA, Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente. 


Voy a hablar de algo recientemente acordado y firmado el día 5 de junio, Día Mundial del Medio Ambiente. 
Recordemos que la ley relativa al uso de envases no retornables, de 2004, no se había reglamentado. Esta 
norma dispone la aprobación de planes de gestión para la correcta disposición de dichos envases, y carga los 
costos del sistema a las empresas embotelladoras, importadoras y dueñas de marca. Cabe señalar que el 
decreto reglamentario de esta ley ya está para la firma de los Ministros involucrados y esperamos su rápida 
aprobación. El convenio ya fue firmado entre nuestro Ministerio, las Intendencias Municipales de 
Montevideo y de Canelones, la Cámara de Industrias del Uruguay y, de acuerdo con una nota que creo que 
llegó en el día de ayer a nuestra Cartera, se han involucrado en esto los comerciantes de las grandes 
superficies, interesándose el sector privado en algo que representa, casi diría, una solución país. 


Este es el inicio de lo mucho que todavía nos queda por hacer para gestionar todo aquello que pueda ser 
considerado como elemento perturbador para las condiciones ambientalmente apropiadas en nuestro territorio 
nacional. 


Señalo, además, la importancia que tiene algo que nos hemos propuesto llevar a cabo gracias a la 
colaboración internacional y, particularmente, a las apoyaturas económicas del denominado GEF: la 
concreción de un Sistema Nacional de Áreas Protegidas, para lo cual la DINAMA ha trabajado en forma muy 
consecuente, muy intensa. En este sentido, creo que obtendremos excelentes resultados. Ese sistema ya ha 
realizado varias audiencias públicas previstas en la ley, y cito algunas. En Esteros de Farrapos e islas del Río 
Uruguay, en Río Negro, ya se han realizado esas audiencias públicas, así como en la Quebrada de los 
Cuervos, en el Valle del Lunarejo en Rivera, y en Cerro Verde, en Rocha. Todavía quedan pendientes esas 
audiencias públicas en Chamangá, Flores, en la Laguna de Rocha y en Cabo Polonio. De alguna manera estos 
son los grandes desafíos que tenemos por delante y estamos dispuestos a llevarlos adelante en lo inmediato. 


Asimismo, señalo la importancia que va a tener lo que ya se ha concretado gracias a un apoyo internacional 
de crédito: el reforzamiento institucional de una Dirección Nacional de Medio Ambiente, que ha asumido 
fuertes e importantes responsabilidades, en conjunción con otros Ministerios -en particular el Ministerio de 
Relaciones Exteriores-, para defender la postura uruguaya en todos los terrenos que corresponde. 


Creo que conviene hacer algunas consideraciones vinculadas a lo que tiene que ver con el mandato 
constitucional, concretamente con lo que establece el artículo 47 en lo relativo a los recursos hídricos, el agua 
potable y el saneamiento. 


En estos últimos dieciocho meses, el esfuerzo del Ministerio ha jerarquizado varias opciones. En primer 
lugar, el fortalecimiento de la DINASA, Dirección Nacional de Agua y Saneamiento, como organismo 
encargado de formular las políticas nacionales de agua y saneamiento, en atención a lo dispuesto en el 
mencionado artículo 47 de la Constitución de la República. En segundo término, el fomento de la 
participación de la sociedad civil, tal como se establece en el decreto de reglamentación de funcionamiento 
de la Comisión Asesora de Aguas y Saneamiento. En tercer lugar, la coordinación interinstitucional. A 
iniciativa de la DINASA se creó la Subcomisión de Aguas en la Comisión Sectorial de Descentralización, 
con el objetivo de acompasar la asignación de recursos a las Intendencias Municipales con las políticas del 
sector, e identificando la demanda insatisfecha de servicios de agua potable y saneamiento, a través del 
relevamiento que están realizando los Gobiernos Municipales. 


Debemos señalar, muy en particular, la recuperación de los servicios de agua y saneamiento de acuerdo a lo 
dispuesto en el mencionado artículo 47. En este sentido, el papel protagónico notoriamente lo tuvo la OSE, 
que durante el año 2006 instrumentó el funcionamiento regular de la Unidad de Gestión Desconcentrada de 
OSE en el departamento de Maldonado, dando inicio inmediato a un plan de inversiones que permitió 
extender la red de agua y saneamiento, con una inversión del orden de los US$ 5:000.000 y la confección de 
los planes y proyectos necesarios por un monto de inversión de US$ 80:000.000. 


En base a la aprobación de la Ley_N* 18.003, se adquirió el 60% del paquete accionario de la empresa "Aguas 
de la Costa", a precios mucho menores de los que se había pensado, lo que permitió la unificación de las 
tarifas en todo el país. Como consecuencia de estas operaciones, el incremento patrimonial de OSE se ubicó 
en US$ 18:000.000. Asimismo, se han adquirido los bienes e instalaciones de la empresa Tarse S. A. -Aguas 
del Pinar-, con lo cual el ciento por ciento del abastecimiento de agua potable y saneamiento que se 
encontraba en manos de empresas con fines de lucro hoy está bajo el control de la empresa estatal. 


Culminados los trámites legales y administrativos relativos a los recursos interpuestos por un conjunto de 
pequeñas empresas prestadoras de servicios de agua potable se estableció, por resolución ministerial, que 
dichos servicios serán asumidos por OSE. 


Posiblemente todos habrán visto en la prensa en el día de hoy que se logró el llamado a licitación y ya se han 
abierto las propuestas, nada menos que para la 6ta. Línea de Bombeo de OSE, que atiende a un sector muy 
importante del área metropolitana. Tal vez gracias al afinamiento con que se trabajó en el llamado a licitación 
y en el establecimiento de las respectivas condiciones, resultó que el monto fue mucho menor que el pensado 
inicialmente. Creo que vale la pena consignar esto, porque tales beneficios servirán a una población de más 
de un millón y medio de habitantes. 


También se han realizado importantes obras en lugares del interior profundo con graves carencias, como 
Cerrillada, Paraje Pense, Arévalo, Tierras Coloradas y Cuchilla Pereira, entre otros 


Desde luego que también se ha dado comienzo a los mayores proyectos de saneamiento, como en Ciudad de 
la Costa, en Maldonado y Punta del Este, o en las ciudades de Paysandú y Salto; todas estas obras están 
culminando la etapa del proyecto ejecutivo y podrán iniciarse en el período 2008-2009, implicando una 
inversión superior a los US$ 150:000.000. 


También se ha definido iniciar los estudios correspondientes para la realización del saneamiento en Ciudad 
del Plata -que la mayor parte de nosotros todavía reconocemos como Rincón de la Bolsa- que, como ustedes 
saben, tiene problemas tradicionalmente complejos en materia de saneamiento. 


Además, se han realizado los llamados a licitación para la planta depuradora de la ciudad de Paysandú y se 
está trabajando para la complementación de los servicios de la planta de depuración de efluentes provenientes 
de Botnia, de modo que esta pueda recibir los efluentes de la ciudad de Fray Bentos. Ambas acciones habrán 
de tener un fuerte impacto en la mejor calidad de vida de las aguas del río Uruguay. 


Queremos terminar esta intervención haciendo mención a un quinto aspecto que también consideramos 
estratégico y esencial para la consecución de los objetivos planteados en nuestro Ministerio y que, de alguna 
manera, están en línea con la transformación democrática del Estado que nuestro Gobierno ha definido con 
un plazo intermedio. Estas cosas no se arreglan en dos o tres meses y de pronto, ni siquiera en un par de años. 


Ya nos hemos referido a los esfuerzos realizados en la órbita del sistema público habitacional, pero también 
debemos mencionar que la OSE se encuentra en un fuerte proceso de mejora de gestión, como también se 
procuró establecerlo en el Banco Hipotecario, mientras que en nuestro Ministerio se ha avanzado en los 
primeros meses del año 2006, procediéndose a la regularización de acuerdo con el artículo 7” de la Ley N* 
17.930 de los vínculos contractuales desnaturalizados, transformando en contratos de función pública a 
aquellos funcionarios que se desempeñaban en calidad de pasantes. 


Esta Rendición de Cuentas contiene además algunos artículos que, más allá de las modificaciones generales, 
afectan particularmente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y creemos 
que van en la dirección adecuada para esa transformación democrática del Estado a la que aludíamos y a la 
que todos -supongo yo- aspiramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: nos parece importante que la delegación del Ministerio se 
refiera al articulado, para después habilitar la intervención de los legisladores. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- El artículo 225 incluye la modificación de cuatro artículos de la Ley Nacional 
de Vivienda, estableciendo la posibilidad de utilizar como una unidad de cuenta complementaria a la 
Unidad Indexada, cuyos detalles podrá explicar el Director Altamirano. 


El artículo 226 establece la inembargabilidad de los préstamos que otorga el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con destino a la adquisición, construcción, refacción y 
ampliación de inmuebles. Esta característica la tenían históricamente los préstamos otorgados por el Banco 
Hipotecario del Uruguay y cuando el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización comenzó a operar 
efectivamente en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, luego de 
los últimos años, alguien descubrió que esa disposición no era aplicable a los préstamos que otorgaba el 
Ministerio y por eso se está incluyendo aquí. 


El artículo 227 crea con las mismas características un proyecto de fomento del sistema cooperativo de 
vivienda por ahorro previo, que prevé que todo aquello recaudado por repago de las cooperativas de vivienda 
por ahorro previo pueda ser aplicado a préstamos para nuevas cooperativas e, inclusive, esos créditos 
presupuestales puedan ser traspasados de un año al otro. Esto puede significar un incremento real dentro de 
los créditos asignados para la vivienda. 


El artículo 228 contiene algunas disposiciones vinculadas a créditos, por un lado al proyecto 749 del 
Programa 004, Dirección Nacional de Medio Ambiente y establece una cifra de $ 12:240.000 a los efectos de 
poder contratar, mediante llamado público, en carácter eventual o por el régimen de contrato a término, 
personal profesional, técnico o especializado necesario para el fortalecimiento de las tareas correspondientes 
a tres direcciones: evaluación de impacto, control y calidad ambiental. 


Estos créditos presupuestales operan, en el caso del Ministerio, como la contrapartida local a un préstamo del 
Banco Interamericano de Desarrollo que el Banco acaba de aprobar el 31 de mayo. El Banco aceptó en esta 
oportunidad que la contrapartida nacional fuera el pago de los recursos humanos necesarios para el 
fortalecimiento de algunos aspectos específicos de la DINAMA y donde va a trabajar, particularmente en el 
fortalecimiento de la gestión, este Programa de Fortalecimiento y Mejoramiento del Sistema. Por eso está 
previsto ese medio millón de dólares calculado aquí. 


En el Programa 730, incluido en el artículo 228, se establece un aumento de los créditos, una parte con cargo 
al préstamo BID -que actualmente utiliza el PIAÍ- y otro con cargo al Fondo Nacional de Vivienda y 
Urbanización. Para el año 2007 nosotros queríamos que esto figurara en la Rendición de Cuentas, pero 
nuestro Ministerio ha tramitado con el de Economía y Finanzas que se procediera a un refuerzo provisorio de 
estos rubros a los efectos de no detener las obras, de manera de poder regularizar esta situación cuando la 
Rendición de Cuentas sea aprobada. Tomamos la previsión, entonces, de incluir estos US$ 15:000.000 en el 
año 2009, tanto con cargo al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización como a endeudamiento externo, 
para que en lo que resta de los años 2007 y 2008 -es una condición habitual del Banco Interamericano de 
Desarrollo- uno disponga de los fondos por los cuales se compromete a un nuevo préstamo como el que 
mencionaba el señor Ministro de US$ 225:000.000 aplicables al Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares. 


El artículo 229 sabemos que ya ha sido discutido por el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y 
prevé, tal como se había anunciado aquí, la transferencia de algunos de los cometidos de la Dirección 
Nacional de Hidrografía o del Ministerio de Transporte y Obras Públicas a la Dirección Nacional de Aguas y 
Saneamiento. Y se crea un programa en esa Dirección Nacional con una asignación específica de US$ 
100.000 -$ 2:400.000 en la moneda en que está confeccionado el Presupuesto- para contratar personal con un 
destino concreto como es la elaboración de los planes de agua y saneamiento. 


La DINASA cuenta actualmente con financiamiento del Banco Mundial que apoya algunos proyectos y que 
le están permitiendo actuar mientras se procesa el traspaso de recursos humanos, materiales y financieros 
desde el Inciso 10 y, seguramente también, desde el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


El artículo 231 establece la rescisión administrativa de los contratos de suministro de vivienda en la 
modalidad de los grupos SIAV. 


Por último, el artículo 232 establece una posibilidad para que el Poder Ejecutivo determine la 
incompatibilidad de las funciones de los recursos humanos directamente intervinientes en actividades de 
inspección externa e interna, revisión de solicitudes de autorización ambientales, etcétera. 


Pensamos que como parte del fortalecimiento de la gestión ambiental hay que comenzar un proceso en el 
cual los funcionarios profesionales y técnicos que se dedican a estas tareas puedan, no solo recibir de parte 


del Ministerio las compensaciones salariales adecuadas sino que, en ese mismo sentido, asuman el 
compromiso de no poder actuar, lo que en algunos casos podría dar lugar a pensar que uno está de los dos 
lados del mostrador. Queremos asegurar la gestión de control ambiental y de esa manera reglamentarlo. No se 
establece en la Rendición de Cuentas más que un "autorízase" porque en el propio proyecto de 
modernización de la gestión nos tiene que dar el ámbito para discutir esto de manera que sea posible y logre 
el mayor acuerdo entre el centenar de funcionarios con lo que cuenta la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente a los cuales este artículo no los comprendería en su totalidad sino solamente, reitero, a aquellos 
vinculados con las tareas de inspección o con la revisión de solicitudes de autorizaciones ambientales. 
Seguramente, si el señor Presidente y el señor Ministro están de acuerdo, el señor Director Nacional de 
Vivienda podrá referirse con más detalle a los artículos 225, 226 y 231. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- En lo que corresponde a la DINAVI hay dos artículos que son bastante 
claros. Uno es el que tiene que ver con la inembargabilidad de los préstamos -si hay alguna pregunta la 
aclararía después- y otro es el artículo 227, que hace al fomento del sistema cooperativo para 
cooperativas de ahorro previo. En la Rendición de Cuentas anterior ya votaron el de ayuda mutua y es 
similar a este; creo que el profesor Apezteguía y el señor Ministro ya se refirieron a ello, por lo que no 
voy a abundar en esos dos temas por una cuestión de tiempo. 


Simplemente, me gustaría referirme al artículo 225, que incorpora la unidad indexada como moneda de 
contrato para todos los actores del sistema de vivienda a lo que ya tenía la ley de 1968, que era la Unidad 
Reajustable. Hacer esto tiene varias ventajas; me voy a referir a una, que es la que más nos interesa. Como 
ustedes saben bien, la unidad indexada está siendo aceptada y fuertemente impuesta en todo lo que tiene que 
ver con los préstamos hipotecarios en todo el sistema. En cualquier rango que quieran hacer de la relación de 
la demanda con los recursos públicos que se pueden destinar a vivienda, aparece una situación de 
incapacidad para impactar fuertemente esa demanda solamente con los recursos públicos. En esa estructura 
nosotros estamos tratando de incorporar a la construcción de viviendas y que la parte del préstamo se dé a 
través del sector financiero, de forma tal de asociar los recursos públicos y privados. Para poner en práctica 
esta estrategia necesariamente tenemos que compatibilizar los subsidios que podríamos otorgar a las familias 
para que puedan acceder a un crédito hipotecario de la banca -acá está incluido el Banco Hipotecario, que 
cuando vuelva a prestar lo hará en unidades indexadas- con los préstamos que otorgara esa banca. En ese 
sentido, sin perder la Unidad Reajustable y siempre teniéndola como alternativa, en los cuatro artículos en 
que la ley establecía la UR como moneda para los préstamos, los subsidios, los depósitos, las cuotas y para 
establecer cómo todos los actores se debían referenciar al sistema público de recursos, se incorpora la unidad 
indexada. De ese modo, tenemos posibilidad de integrarlas y el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización 
no queda como el único actor en una lógica de unidades reajustables. 


Otra de las ventajas es que la unidad indexada protege sobre todo a quien da el préstamo porque mantiene su 
valor adquisitivo y uno de los objetivos del Fondo Nacional de Viviendas y Urbanización es proteger sus 
recursos para que otro pueda tomarlos a largo plazo. En ese aspecto, la Unidad Reajustable no ha sido 
totalmente eficiente en tanto tiene una medida de relación diferente: esta se mide y se fija de acuerdo con el 
Índice Medio de Salarios, mientras que la unidad indexada se relaciona con el Índice de Precios al Consumo. 
Desde el punto de vista de quien toma el préstamo, tampoco genera demasiadas diferencias el hecho de 
tomarlo en unidades reajustables o en unidades indexadas, y creemos que estas últimas siguen siendo 
ventajosas en cuanto a la transparencia y a la defensa que generan frente a la inflación y los salarios. Por eso 
lo estamos incorporando. 


Habría mucho para hablar sobre el artículo 231. Se refiere a la rescisión administrativa de los contratos de 
suministro de viviendas suscritos entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, los Grupos SIAV y los Institutos de Asistencia Técnica. Aclaro que los Grupos SIAV son 
cooperativas de vivienda, pero son una especie de engendro que no está dentro de la ley del cooperativismo. 
Tienen un reglamento particular porque son para población que gana menos de 30 UR y el cooperativismo se 
desarrolla de 30 UR para arriba. Y tienen otra situación particular. En el sistema cooperativo, el préstamo y el 
subsidio siempre era otorgado a la cooperativa y esta era la que se encargaba de generar el contrato con el 
Instituto de Asistencia Técnica. 


En el caso de los Grupos SIAV, el préstamo tiene un subsidio total -porque es una población a la que se da un 
subsidio total- y la cooperativa cede los derechos a los Institutos de Asistencia Técnica para el cobro y la 
administración de esos recursos. Se firma un contrato tripartito entre el Ministerio, el Instituto de Asistencia 


Técnica y estas cooperativas, que son diferentes de lo que tradicionalmente llamamos cooperativismo. En 
muchas ocasiones, nos enfrentamos a que para poder deshacer el contrato tiene que haber acuerdo de las tres 
partes firmantes, y hemos encontrado muchos problemas. Si no hay acuerdo entre las partes, una podría 
iniciar un juicio a otra, pero esto conlleva la detención de la obra y eso genera una situación compleja de 
deterioro alto, sobre todo en una población muy frágil en sus posibilidades de continuar. Por lo tanto, la 
rescisión administrativa, obviamente sin que genere vulnerabilidad de algún otro tipo de derechos, para el 
Ministerio protege los recursos, protege la familia y permite continuar la obra, lo que hoy no sucede por los 
problemas que genera ese contrato tripartito, que muchas veces no podemos solucionar porque el Instituto de 
Asistencia Técnica no quiere dejar el contrato o porque la cooperativa no cumple con alguno de los 
requisitos. Acá se establecen las condiciones de incumplimiento para poder iniciar la rescisión administrativa. 


Esas son las aclaraciones que quería hacer desde la DINAVI. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer algunas preguntas sobre el proyecto de mejora de 
gestión de la Dirección Nacional de Medio Ambiente. Se dijo que ese medio millón de dólares que se 
está brindando era para llamado de profesionales y quiero saber cuántos profesionales se van a llamar 
y qué perfil van a tener. 


Por otra parte, en el artículo 232 se autoriza al Poder Ejecutivo a establecer la incompatibilidad de los 
funcionarios que realizan la inspección o la revisión de solicitudes de autorizaciones ambientales. Me parece 
perfecto; esto va de la mano de tratar de evitar vinculaciones privadas y públicas que todos sabemos que, 
hablando mal y pronto, traen cola. ¿Esto significa, como en otros lados, un pago extra por exclusividad? Creo 
que algo se comentó al respecto, pero acá no está planteado mientras que en otros Incisos aparece claramente 
definido. 


También quiero hacer algunas consideraciones. Me parece que para avanzar en la reforma del Estado lo que 
tenemos que hacer es coordinar y el hecho de que el tema vivienda esté solamente dentro del Ministerio 
aclara muchísimo cuáles son las medidas a tomar en política de vivienda en nuestro país. Tenemos una 
realidad contundente a lo largo y ancho de todo el país: la tasación de las viviendas del Banco Hipotecario. El 
pago de cuotas por la tasación no está adecuado a la realidad y está haciendo que, de alguna manera, a la 
gente se le complique ese pago. Este es un reclamo popular y supongo que ha llegado al Ministerio gente 
para pedir audiencia a fin de solicitar se le reafore la vivienda porque le resulta imposible pagar. 


Se da también una circunstancia colateral: se ha permitido alquilar esas mismas viviendas. Les cuento un 
caso muy doloroso que vivimos. Un maestro tuvo que entregar una vivienda del PC 9 de nuestra ciudad 
porque no podía pagar la cuota -le faltaban muchos años pero llevaba veinte pagándola-; se alquiló esa 
misma vivienda por la mitad del valor y la persona que alquila tiene derecho a acumular ese dinero para la 
compra de la vivienda. Consideramos que esa medida es injusta y que la justicia pasa por el reaforo de la 
vivienda según el mercado actual. Muchas de ellas tienen un valor y una tasación irrisorios. 


Quiero saber si han hecho alguna evaluación de las viviendas para jubilados. Me complace mucho lo que dijo 
el señor Ministro en cuanto a alquilar viviendas desocupadas. Se han construido barrios enteros para 
jubilados que, por la distancia del centro y por las dificultades de locomoción, solo tienen las plantitas; van, 
las riegan, cierran la casa y se van, mientras alquilan o viven con algún familiar. Ese no es el fin que el BPS 
ni el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente pretenden dar a esas viviendas. Si 
existe un estudio sobre la cantidad de viviendas construidas y la necesidad de las mismas, sería bueno que 
nos lo enviaran. Si no está hecho, creo que es tiempo de hacerlo. Quizás este aporte que se descuenta para la 
construcción de viviendas para jubilados podría ser reducido si el dinero está sobrando y no hay que construir 
más. 


Quiero hacer una propuesta sobre el fondo de garantía de alquileres. Les comento una realidad que a mí me 
tocó y que conozco como Diputada del interior. Cuando los jóvenes vienen del interior del país a estudiar en 
Montevideo y tienen que alquilar, encuentran miles de dificultades para conseguir una vivienda porque no 
tienen garantía de alquiler. Lo más risueño de todo es que inmobiliarias de Montevideo no aceptan una 
garantía de alquiler del interior; casi todos los padres de los chicos son propietarios de su casa en el interior. 
Hicimos una exposición en la media hora previa sobre este problema, que no es menor. Es un gran problema 
para los jóvenes. Quisiéramos que se considerara la posibilidad de prever en ese Fondo de Garantía de 


Alquiler un acceso especial para estos chicos que vienen del interior a estudiar. Sería muy importante y 
hablaría muy bien del Ministerio si pudiéramos extenderlo para ellos. 


Por último, quisiera saber si hay alguna noticia sobre algo que hemos planteado el año pasado: cómo se 
encuentra la situación medioambiental en la ciudad de Minas. Todos saben que soy de Lavalleja y que el 
problema me preocupa. Estuvimos con la Directora de la DINAMA en la Comisión de Industria, Energía y 
Minería y habíamos quedado en que ella volviera para plantearnos un plan de estudio de la contaminación de 
nuestra ciudad. 


Como el señor Ministro viene de la ciudad más linda del país y, con toda seguridad acaba de ver la chimenea 
de ANCAP a todo vapor y a todo Portland saliendo por el caño -siguen saliendo tres toneladas cada día-, 
insisto en este tema que me preocupa tanto. Nosotros planteamos la necesidad de un plan de trabajo para 
nuestra ciudad; esperamos que se le atribuya la gravedad y la urgencia que este tema requiere. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La señora Diputada hacía una pregunta sobre el proyecto de mejora de 
gestión. Se refería a profesionales, técnicos y personal especializado. Realmente, ese número no está 
hecho sobre una cantidad de personal sino sobre la cantidad de meses-hombre que necesita el proyecto. 
Si uno hiciera una cuenta simple podría decir que son treinta personas durante doce meses. Esos son 
los costos que podrían manejarse respetando los topes que establece la ley del 90% del salario del 
jerarca inmediato, pero son 360 meses-hombre. Obviamente, puede haber variaciones del monto de la 
retribución, considerando que algunos son digitadores, otros pueden ser técnicos de laboratorio y otros 
profesionales altamente especializados, por ejemplo, con una maestría en medio ambiente. 


El proyecto fue aprobado el 31 de mayo y están comenzando los procesos de definición de los términos de 
referencia de cada una de las personas que pueden ser contratadas con cargo al proyecto. 


Con respecto al artículo 232, mi opinión es que exigir que haya exclusividad, seguramente, requiere una 
compensación. No lo tenemos resuelto por el momento ni el Ministerio cuenta con posibilidad de otorgarlas, 
pero tampoco creemos que deban ser inherentes al cargo sino que deben estar vinculadas con la ubicación y 
con el compromiso de gestión de cada uno de los funcionarios que se adhieren al tema o son contratados con 
esta condición previamente establecida. 


Quiero aprovechar para referirme a dos artículos de la Rendición de Cuentas vinculados al Ministerio, el 95 y. 
el 96, relativos a compensaciones al cargo y al reordenamiento de los objetos del gasto. En el artículo 96, 
pese a que lo charlamos casi hasta el último momento, se utilizó una versión que habíamos planteado 
anteriormente; en ella se comete algún error y se habla de una compensación especial en lo que para nosotros 
es una compensación al cargo y no se incluye una compensación que actualmente reciben todos los 
funcionarios del Ministerio, equivalente a $ 3.165 líquidos durante doce meses. Nosotros habíamos propuesto 
incluirlo como compensación al cargo. Es una redacción compleja. También hay otras compensaciones, por 
ejemplo, se habla de una compensación especial con un monto máximo. Otras compensaciones no están 
incluidas aquí, por lo tanto, estas no son las máximas. La autorización que se solicita en el artículo 238 puede 
implicar el establecimiento, no de compensaciones al cargo pero sí de compensaciones especiales como las 
que define el artículo 43 de esta Rendición de Cuentas. Si el Presidente está de acuerdo, dejaríamos el texto 
alternativo, y recuerdo que es aplicable el artículo 43. Por lo tanto, la financiación del artículo puede ser 
contemplada con los créditos presupuestales que ya posee el Ministerio, haciendo uso de los mecanismos de 
reasignación que prevé el mencionado artículo 43 y, en consecuencia, no aumenta costos de este proyecto. 


Con respecto al tema de la retasación voy a hacer una aclaración. Cuando uno adquiere una vivienda con un 
crédito hipotecario se hace propietario de la vivienda y queda con una deuda, con una hipoteca, por el valor 
que tenía la vivienda en el momento en que la adquirió. El valor de la vivienda y el valor de la deuda quedan 
absolutamente desvinculados. Quizás lo que pasa con el caso del maestro es que adquirió un préstamo 
hipotecario por un valor determinado que luego no pudo pagar y cuando el Banco alquila toma como 
referencia el valor real del bien; tal vez pasaron veinte años. Esto pasa con la vivienda y también cuando 
compramos un pantalón en cuotas. Es decir: el día que lo compro vale $ 600 y al cabo de un año de usarlo ya 
no vale eso, pero las cuotas me las van a seguir cobrando con los intereses. 


Pensamos que esta problemática tiene que ser atendida. De alguna manera, el tratamiento de la Cartera 
problemática del Banco, los fideicomisos, la capitalización del Banco, la creación de la Agencia Nacional de 


Viviendas, tiene como objetivo atender esa problemática que la Dirección Nacional de Vivienda ha 
caracterizado como de permanencia en la vivienda y este Parlamento ha votado los recursos para poder 
colaborar con la familia en el pago de las cuotas en los momentos en los que no lo puede hacer. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Con respecto a las preguntas formuladas por la señora Diputada Peña 
Hernández, voy a hacer algunos comentarios. 


En cuanto a la tasación, la retasación o el reaforo, conocemos la situación del Banco Hipotecario. Para esa 
institución retasar en forma generalizada en procesos de capitalización, hoy es pasar a pérdida, seguir en la 
caída absoluta. En la situación actual el Banco no puede pasar a esa situación en forma genérica. En ese caso, 
el maestro hubiera tenido alguna alternativa: pedir refinanciación y más plazo. Como no pudo pagar la cuota, 
evidentemente tomó actitudes, vendió su parte, se capitalizó en la parte que pudo de la vivienda y la dejó. 
Entonces, el Banco Hipotecario sí tiene posibilidad de retasar esa vivienda vacía. Nadie va a pagar una 
vivienda más de lo que vale. Es el único momento en que puede retasarla, cuando no hay nadie. En la 
actualidad lo que puede hacer la familia que está es pedir más plazo para que baje la cuota. 


De todas formas, el pasaje de esa Cartera problemática a la Agencia Nacional de Vivienda lo que hará es 
tener criterios generales, no como una política bancaria, pues no va a dar pérdida sino que va a adecuar las 
situaciones de pago de esas hipotecas a las posibilidades de pago de cada familia. 


Esta es la estructura, siempre pensando en una situación de recuperación de las deudas en función de los 
ingresos de la familia, no en función de perdonar en forma genérica. Ahí hay mucha plata, y si no se hace eso 
todos nosotros tendríamos que pagar. 


Aclaro que el Banco Hipotecario alquila porque entró en "leasing", programa que entendió conveniente. No 
sé responder más sobre ese punto, pero quiero aclarar que no alquila porque la vivienda quedó vacía y 
entonces sí puede alquilarla, sino porque entró en una política de "leasing", y es una alternativa que está 
generando y no sé cómo la va a mantener. 


Con respecto a las viviendas del Banco de Previsión Social, aclaro que el Ministerio se encarga de la 
construcción, administración y mantenimiento de ese "stock", que es propiedad del BPS. Los pasivos son 
usufructuarios de ese "stock" de viviendas, que también es un "stock" de camas en hogares cuando no son 
autoválidos; ahora se incorporó el tema del alquiler en poblaciones donde no vale la pena construir por la 
demanda que existe. Esta es la política que se está desarrollando en este momento. 


En cuanto a la evaluación de la demanda, hay alrededor de doce mil pasivos en espera de respuestas 
habitacionales de alguno de este entorno de esos tres elementos del "stock" que habría que mantener. Como 
demanda real -porque hay que corregir, por un tema etario- hay seis mil o siete mil pasivos del BPS que 
ganan menos de dos salarios mínimos nacionales y que tienen ya una necesidad de vivienda. Nosotros 
estamos buscando -y en esto hay que acordar con el BPS, porque es el que en última instancia define la 
política, en acuerdo con nosotros- generalizar el alquiler, no solo en pequeñas localidades, porque da 
respuesta ya a los pasivos y no habría que esperar a construir esa cantidad de viviendas; es decir que en ese 
"stock" también habría viviendas en alquiler. 


En cuanto al lugar donde son construidas, a que se realizan en lugares alejados, si la señora Diputada Peña 
Hernández tiene conocimiento me gustaría saberlo para denunciar la situación a fin de regularizarla. El 
Ministerio no hace el seguimiento social de esa población sino que lo hace el BPS. Nosotros tenemos una 
administración descentralizada a través de distintas empresas tercerizadas que hacen un seguimiento del 
mantenimiento, no del aspecto social. 


Con respecto al Fondo de Garantías, en este momento su funcionamiento es muy bueno; hay una 
sobredemanda con respecto a la capacidad que tenemos para atender. Estimamos que hay alrededor de 
sesenta mil familias que lo necesitan, ya que no tienen garantía inmueble. Nosotros, en ese entorno vamos a 
poder atender diez mil o quince mil familias; otra parte la atenderá la Contaduría General de la Nación, que 
atiende fuertemente al empleado público, y ahora empieza a dar garantía a grandes empresas, que le den 
certeza de poder hacer una retención sobre el sueldo. 


Los jóvenes que vienen del interior del país pueden acceder perfectamente a la garantía del Fondo Nacional 
de Vivienda. No hay un cupo establecido, pero es de libre acceso en tanto no implica recursos que establece 
el Fondo sino que en caso de no pago, este cubriría. Por lo tanto, en el caso de cualquier estudiante del 
interior del país que pueda justificar el pago de un alquiler en forma directa con ingresos y estos no son 
propios, habría que analizar cómo accede al Fondo y qué cupo se podría cubrir. El caso que más pesa es el 
del joven del interior que no tiene ingresos, que vive de remesas de su familia. Evidentemente, quien puede 
hacer el contrato de alquiler para una vivienda en Montevideo es el padre, que vive en otro lado, y nosotros 
ser la garantía. Estamos estudiando si tenemos que generar una condición diferente, pero si tiene ingresos 
menores a 100 Unidades Reajustables, es decir, alrededor de $ 30.000, y el alquiler no es más de $ 6.000, 
puede acceder en forma directa o teniendo en cuenta si quien firma la garantía es un adulto, por ejemplo sus 
padres. 


Nada más. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me gustaría que se respondiera lo relativo a medio ambiente. 


SEÑORA TORRES.- La señora Diputada Peña Hernández se refirió a los estudios realizados en la 
ciudad de Minas. Tenemos resultados de los estudios de emisiones de biosinas y kfuranos, 
fundamentalmente en las dos cementaras, que son las que generan la mayor parte de las emisiones. 


Los resultados dan cuenta de que los niveles de emisiones están muy por debajo de los estándares 
internacionales que se usan como referencia para el caso específico de biosinas y furanos. 


También tenemos los resultados del plan de seguimiento de calidad de aire, en que específicamente se 
analizan las partículas. Respecto a esto quiero decir que podemos venir en otra oportunidad en que sesione la 
Comisión de Industria, Energía y Minería. Estamos citados, este mes, para concurrir a la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, y ahí podemos dejar los materiales para conocimiento de los señores 
Diputados. 


SEÑOR POSADA.- Algunas intervenciones previas y las consideraciones formuladas por la señora 
Diputada Peña Hernández me llevan a uno de los temas que quería plantear. 


Queremos señalar nuestro apoyo al artículo 225, a través del cual se genera la posibilidad de que las 
transacciones y demás se realicen en Unidades Indexadas. El problema que tenemos, que es parte del lastre 
que tiene el Banco Hipotecario, fue generado en algunos casos porque hubo una caída de los ingresos de la 
sociedad -este es un dato de la realidad- y en otros por la Unidad Reajustable. 


La Unidad Reajustable -ahora nuevamente vuelve a ocurrir- está absolutamente desfasada de los valores de 
mercado. En el imaginario de la gente los valores de mercado están fijados en dólares; la evolución del dólar, 
a pesar del rezago en su cotización de acuerdo con el tipo de cambio real, tiene más lógica en su evolución 
con el índice del costo de vida que con la Unidad Reajustable. 


Hasta que no se haga un sinceramiento de la realidad se seguirá con un lastre como el que tiene el Banco 
Hipotecario. No es como señalaba el Director General con respecto al pantalón, porque si a este lo fijáramos 
en Unidades Reajustables también tendríamos el problema. Lo que ocurre es que el valor de ajuste va por 
otro camino, por otra variable, que es el Índice Medio de Salarios, que no tiene ninguna relación con el dólar 
a los efectos del mercado. 


Entonces, la trampa se hizo al concretarse la hipoteca. Ahí se hizo la trampa; esa ha sido la realidad de la 
década del noventa, porque el valor de la propiedad, el valor del activo del cual tenía la hipoteca el Banco 
Hipotecario no tenía nada que ver con la realidad. Era una cifra que no tenía nada que ver con la realidad, 
porque si el Banco Hipotecario tenía que salir a vender esa vivienda al mercado por no pago, no recuperaba 
el valor de la hipoteca. 


Entonces, si partimos de la base de que hay un Banco que no tiene sinceramiento en el valor de sus activos, 
como el Banco Hipotecario, mal puede ser bien gestionado. 


Este es un problema que se arrastra hacia atrás. El artículo 225 viene a plantear una solución hacia adelante. 
Supongo que a partir de allí se utilizará la Unidad Indexada y no la Unidad Reajustable. Es más: creo que 
deberíamos establecer directamente la Unidad Indexada como valor de referencia y eliminar la Unidad 
Reajustable, porque ha sido verdaderamente nefasta la situación de todas esas familias que están atrasadas. El 
ejemplo del maestro, citado por la señora Diputada Peña Hernández, está en función de esa realidad: por un 
lado, la afectación de la realidad social, por otro, la distinta evolución que tienen los valores de mercado 
respecto a la Unidad Reajustable. 


Este tema debería ser asumido ahora por la Agencia que se ha creado, porque hasta que no se sincere esa 
realidad se puede decir que en este país la gente ha sido estafada, porque se comprometió a pagar algo que 
evolucionó de distinta manera al valor de mercado. Si vamos a la realidad de muchos de esos casos, ¿cuántas 
veces han pagado la vivienda? Nosotros somos partidarios de la retasación. Es más: propusimos un proyecto 
-que está en la Comisión de Hacienda esperando mejor oportunidad para ser analizado- en el que se plantea 
esa realidad, es decir, que se tomaran en cuenta los aportes realizados por los distintos deudores del Banco 
Hipotecario. Esta es una realidad que comenzó a tomarse en cuenta sobre la última parte del Gobierno y 
ahora se volvió de nuevo a la tesis de que hay que cobrar. 


Coparticipo de la idea del señor Ministro respecto a que hay que cobrar, pero esa realidad está totalmente 
desfasada de la realidad. Es lo mismo que le pasa a MEVIR, que también tiene fijadas sus deudas en 
Unidades Reajustables. 


¿No es así? Veo que algún integrante de la delegación me indica que están fijadas en pesos. La Unidad 
Indexada son pesos ajustados, pesos constantes 


(Diálogos) 


Esta filosofía que se intenta operar de aquí en adelante me parece totalmente apoyable. Debería ser el 
factor con el que se mirara la realidad hacia atrás; si no se mira esa realidad hacia atrás en función de lo que 
pasó, difícilmente podamos dar una solución con base en la realidad. 


Esta era la reflexión que queríamos hacer, más que nada señalando nuestra opinión favorable a la 
modificación a la Ley N* 13.728, en el artículo 225, sugiriendo que esa misma filosofía se tome en cuenta a 
efectos de analizar la realidad que va a heredar la Agencia encargada de administrar, entre otras cosas, la 
cartera pesada del Banco Hipotecario. Esa misma realidad también es la que tiene la parte con que se queda 
el Banco, porque las llamadas carteras sin atrasos presentan esta situación. 


En algún momento esta situación tiene que ser sincerada, y la mejor manera de hacerlo es estableciendo 
nuevos contratos sobre la base de Unidades Indexadas. 


SEÑOR ASTI.- Dado lo avanzado de la hora no voy a entrar a referirme a algunas de las apreciaciones 
del señor Diputado Posada, que podrán ser compartibles y discutibles en igual proporción de términos. 


Quiero hacer algunas precisiones respecto al articulado. El artículo 227 establece que la financiación de los 
créditos hipotecarios y subsidios a cooperativas es de 1,5%. Faltaría establecer que esa financiación es a 
cargo del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. 


En el artículo 230, por el contrario, se establece una partida anual de $ 2:400.000, que debería estipularse que 
es con financiación 1,1% Rentas Generales. Simplemente es para que quede la constancia de lo que estamos 
aprobando. 


Voy a hacer una simple consideración, que también expresó el señor Director de Secretaría. El Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas había dado su opinión con respecto al artículo 229. Quería compartir con la 
visita esa opinión que dio el Ministerio, referida exclusivamente al plazo en el que debería reglamentarse la 
adecuación de los recursos materiales, créditos presupuestales y asuntos en trámite entre las dos unidades 
mencionadas. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas planteaba que la reglamentación debía hacerse a 
partir de la sanción de la ley en lugar de la vigencia, que será el 1” de enero de 2008. Nosotros decimos que 
no debería ser a partir de la sanción sino de la promulgación de la ley. Es la fecha que debe tomarse como 
referencia dado que es en ese momento que la ley realmente puede permitir que se hagan actuaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos culminado. 


Agradecemos mucho la presencia del señor Ministro, del señor Subsecretario, de los Directores y demás 
integrantes de la delegación. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


